
PERIODO 
PRESIOFNCIAL 

008041 
ARCHIVO 

fc9/41/4qq3) 



CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA 

PROMUEVE CONTIENDA DE COMPE-
TENCIA. 

\r o.  -O2- 

SANTIAGO, 9 Nev c:73 

Se encuentra en trámite el re-
curso de protección rol N 9 2563-93, interpuesto ante la 
Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago por los señores 
Fernando y Myriam Fischmann Torres en contra de la Contra-
loría General, en el cual solicitan que se ordene a este 
Organismo que "tome razón de la resolución D.G.A (Direc- 
ción General de Aguas)  1-85 del 24 de mayo de 1993, dejando 
sin efecto el oficio devolutorio N9 022882 de 31 de agosto 
de 1993, con costas".  Dicho libelo fue acogido a tramita- 
ción por el mencionado Tribunal, que con fecha 2 del pre-
sente mes ha dictado sentencia declarando sin lugar el re-
curso y ha desestimado el planteamiento formulado por esta 
Entidad respecto de la falta de jurisdicción de esa Corte 
para conocer de la referida acción cautelar. Este fallo no 
se encuentra ejecutoriado, por cuanto los recurrentes han 
interpuesto apelación para ante la Excma. Corte Suprema. 

Con anterioridad se habían en-
tablado sobre treinta recursos de la misma naturaleza, in-
vocando el artículo 20 de la Constitución Política, encami-
nados a impugnar pronunciamientos emitidos por esta Entidad 
Fiscalizadora con ocasión de la toma de razón de decretos y 
resoluciones de los órganos de la Administración del Esta-
do, de los cuales fue acogido un número reducido en los que 
el Tribunal ordenó al Contralor General tomar razón de ac-
tos administrativos que habían sido previamente representa-
dos por vicio de ilegalidad. 

Más aún, en el último tiempo 
las Cortes, conociendo de estos recursos, han dictado órde-
nes de no innovar con el objeto expreso de que la Contralo-
ría General suspenda el pronunciamiento que sobre la 
legalidad de los actos administrativos perentoriamente le 
ordena emitir el artículo 88 de la Ley Suprema. 

AL SEÑOR 
PRESIDENTE DEL 
HONORABLE SENADO 
DON GABRIEL VALDES SUBERCASEAUX 
VALPARAISO  
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Frente a esta situación, el 
Organo Contralor ha sostenido, invariablemente, que las de-
cisiones adoptadas en ejercicio de su facultad de control 
preventivo de legalidad no son susceptibles de revisión por 
la vía señalada. 

Los hechos expuestos importan 
una ingerencia indebida de los Tribunales Superiores de 
Justicia en la función de control preventivo de juridicidad 
de los actos de la Administración que corresponde a la com-
petencia privativa que la Carta Política otorga a la Con-
traloría General; puesto que a través del recurso de pro-
tección las Cortes sustituyen a este Organismo en el examen 
previo de legalidad que le incumbe.  Ello configura un 
conflicto de competencia, desde que supone la existencia de 
dos órganos ejerciendo igual función en relación con la 
misma materia, que es imperativo superar a través de los 
mecanismos previstos en el ordenamiento constitucional, por 
cuanto su subsistencia pugna con principios fundamentales 
de la organización del Estado. 

En 1988, a raíz del primer fa-
llo recaído en un recurso de protección en que se dejó sin 
efecto un oficio de representación y se ordenó al Contralor 
General tomar razón del respectivo acto administrativo, es-
te Organismo Fiscalizador promovió contienda de competencia 
ante la Junta de Gobierno. Cabe recordar que en conformi-
dad con lo establecido en la letra H de la Disposición Dé-
cimoctava Transitoria de la Constitución Política, corres-
pondía a dicha Junta, en subrogación del Honorable Senado, 
conocer de las contiendas de competencia que se suscitaran 
entre las autoridades políticas o administrativas y los 
tribunales superiores de justicia. 

Esa contienda, en definitiva, 
no fue resuelta por la Junta de Gobierno, ya que, por disi-
dencia de uno de sus miembros, no se produjo el acuerdo 
unánime que se requería según el precepto citado, en torno 
a un proyecto de fallo que declaraba que no correspondía a 
los Tribunales Superiores de Justicia, conociendo de un re-
curso de protección, ordenar al Contralor General de la Re-
pública tomar razón del acto administrativo correspondien-
te. 
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Ahora bien, en el recurso ac-
tualmente en conocimiento de los Tribunales de Justicia se 
pide que se ordene a esta Entidad de Control tomar razón de 
un determinado acto administrativo y dejar sin efecto el 
respectivo oficio de representación, solicitud que no fue 
declarada inadmisible por falta de jurisdicción, como lo 
planteó en su oportunidad la Contraloría General, por esti-
mar la Corte en su sentencia que tiene competencia en la 
materia. En consecuencia, se ha producido en la especie 
una situación similar a la que motivó la contienda deducida 
por este Organismo ante la Junta de Gobierno. 

En estas condiciones, el Con-
tralor General de la República ha estimado necesario promo-
ver nuevamente contienda de competencia en la convicción de 
que el Honorable Senado, con el mérito de las consideracio-
nes que se expondrán a continuación y de las demás que ten-
ga a bien ponderar esa Alta Corporación, resolverá en el 
sentido de que el ejercicio de la función de toma de razón 
y los pronunciamientos que se emiten en virtud de ella no 
son susceptibles de intervención alguna por la vía del re-
curso de protección y, por ende, los Tribunales de Justicia 
carecen de jurisdicción para tal efecto. 

Al respecto, es necesario te-
ner presente que por mandato del artículo 87 de la Carta 
Fundamental este Organismo "ejercerá el control de la le-
galidad de los actos de la Administración, fiscalizará el 
ingreso y la inversión de los fondos del Fisco, de las Mu-
nicipalidades y de los demás organismos y servicios que de-
terminen las leyes...". 

A su turno, el inciso primero 
del artículo 88 de la Constitución Política dispone que 
"en el ejercicio de la función de control de legalidad, el 
Contralor General tomará razón de los decretos y resolucio-
nes que, en conformidad a la ley, deben tramitarse por la 
Contraloría o representará la ilegalidad de que puedan ado-
lecer, pero deberá darles curso cuando, a pesar de su 
representación, el Presidente de la República insista con 
la firma de todos sus Ministros, caso en el cual deberá en-
viar copia de los respectivos decretos a la Cámara de Dipu- 
tados.  En ningún caso dará curso a los decretos de gastos 
que excedan el límite señalado en la Constitución y remiti-
rá copia íntegra de los antecedentes a la misma Cámara". 



CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA 

4 

Por su parte, el inciso terce-
ro agrega que "Si la representación tuviere lugar con res-
pecto a un decreto con fuerza de ley, a un decreto 
promulgatorio de una ley o de una reforma constitucional 
por apartarse del texto aprobado, o a un decreto o resolu-
ción por ser contrario a la Constitución, el Presidente de 
la República no tendrá la facultad de insistir, y en caso 
de no conformarse con la representación de la Contraloría 
deberá remitir los antecedentes al Tribunal Constitucional 
dentro del plazo de diez días, a fin de que éste resuelva 
la controversia". 

Como puede advertirse, la Car-
ta Fundamental de 1980 no sólo elevó la toma de razón a 
rango constitucional, sino que, además, estableció de mane-
ra específica el régimen jurídico de esta importante atri-
bución, en los artículos 87 y 88, antes citados, como asi-
mismo en los artículos 61 y 82, que determinan claramente 
su naturaleza, ámbito de aplicación, formalidades, procedi-
mientos y medios de impugnación. 

Es útil destacar que el grado 
de detalle que reviste tal normativa, que es excepcional en 
la Ley Suprema, revela la trascendencia que el Constituyen-
te atribuye a esta materia. 

Así, en cuanto concierne a la 
representación del decreto o resolución por parte del Con-
tralor General, la Constitución Política contempla disposi-
ciones precisas sobre los medios que al respecto cabe hacer 
valer, regulando la insistencia presidencial, los casos en 
que ésta no procede y la vía alternativa ante el Tribunal 
Constitucional, conforme a los plazos y reglas de tramita-
ción previstos en esa preceptiva. 

En estas condiciones, resulta 
inaceptable que se intervenga en este control preventivo de 
juridicidad a través de órganos, vías o procedimientos dis-
tintos a los establecidos por esa normativa suprema, lo que 
configuraría una manifiesta extralimitación de facultades, 
con grave infracción del principio de legalidad consagrado 
en los artículos 6 2  y 7 2  de la misma Ley Fundamental. 
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Además, y a la luz del mismo 
principio, es contrario a derecho reconocer competencia a 
órganos que no han sido dotados expresamente de las potes-
tades correspondientes, situación en que se encuentran los 
Tribunales de Justicia en lo que concierne al control pre-
ventivo de legalidad de los actos de la Administración, 
función que, como se ha expresado, es propia de la 
Contraloría General. 

Por otra parte, debe tenerse 
presente que por aplicación del principio de separacion de 
funciones que inspira al ordenamiento constitucional, el 
citado artículo 87 de la Constitución Política confiere a 
la Contraloría General el carácter de organismo autónomo, 
atributo esencial que le garantiza la más absoluta indepen-
dencia respecto de los demás órganos del Estado. 

Siendo ello así, y consideran-
do que, como se ha señalado, la función de control previo 
de legalidad de los actos de la Administración ha sido ob-
jeto de una completa regulación en la propia Ley Básica, la 
intervención de los Tribunales de Justicia en esta materia 
importa una tuición que atenta contra el propósito mani-
fiesto del Constituyente de que aquella potestad sea ejer-
cida por este Organismo Contralor con plena autonomía, de-
jándolo en la imposibilidad de cumplir la obligación que le 
impone la Carta Fundamental. 

Las consideraciones expuestas 
precisan, en relación con la materia en examen, el contexto 
normativo que debe tenerse en cuenta para fijar el alcance 
del artículo 20 de la Constitución Política, que regula el 
recurso de protección, teniendo desde luego presente que 
esta disposición en razón de su propia naturaleza, no admi-
te exclusión en cuanto a las autoridades o personas causan-
tes del agravio de los derechos que el mismo precepto ampa-
ra. 

En tal virtud, la pretensión 
de que esa norma, por no formular distinción al respecto, 
no reconocería límite alguno en su aplicación y autorizaría 
a las Cortes para dejar sin efecto o intervenir en atribu-
ciones privativas ejercidas por órganos constitucionales 
dentro de procedimientos establecidos por la propia Ley Su-
prema, significa desconocer el principio básico de herme-
néutica según el cual los distintos preceptos que integran 
un texto orgánico deben interpretarse de manera que exista 
entre ellos la debida correspondencia y armonía. 
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Tal criterio de ilimitada apli-
cación del citado artículo 20, daría margen a situaciones 
manifiestamente inadmisibles y de extrema gravedad, tras-
tocándose el orden jurídico y convirtiendo a las Cortes de 
Apelaciones en poder supremo del Estado, ya que al conocer 
de dicha acción cautelar podrían mezclarse en las atribu-
ciones de otros órganos constitucionales, cual es el caso 
del Senado, la Cámara de Diputados, el Tribunal Constitu-
cional y la propia Corte Suprema, dejando sin efecto o re-
visando las decisiones adoptadas por éstos conforme a 
atribuciones exclusivas y procedimientos establecidos en 
la propia Carta Fundamental, u ordenándoles cómo deben 
ejercer tales facultades. 

En las condiciones anotadas, y 
considerando que la Carta Política radica en la Contralo-
ría General la atribución y el deber de tomar razón o re-
presentar un acto administrativo, regulando directamente 
el régimen jurídico de este control preventivo de legali-
dad, es inaceptable que un Tribunal disponga que el Con-
tralor General suspenda el trámite de toma de razón, o le 
ordene tomar razón de un decreto o resolución, o lo conmi-
ne a dejar sin efecto dicho trámite o entrabe de cualquier 
otro modo la acción fiscalizadora preventiva del Organo 
Contralor. 

Debe tenerse presente que la 
toma de razón consiste en el análisis y pronunciamiento 
previo de la Contraloría General respecto de la constitu-
cionalidad y legalidad de los decretos y resoluciones de 
la autoridad administrativa. De tal modo, cuando esta En-
tidad Fiscalizadora efectúa dicho control preventivo de 
juridicidad no tiene otra finalidad que cautelar el respe-
to al ordenamiento jurídico y, por ende, el acto adminis-
trativo afecto a ese trámite se encuentra plenamente suje-
to al imperio del derecho. 

Mal podría entonces sostenerse 
que respecto de los pronunciamientos emitidos por el Orga-
nismo Contralor en cumplimiento de esa potestad cabría in-
terponer el recurso de protección, como quiera que la fi-
nalidad de éste es restablecer el imperio del ordenamiento 
jurídico frente a una situación anómala, originada en una 
ilegalidad o arbitrariedad, que amaga un derecho indiscu-
tido y palmario, por lo que sería igualmente inaceptable 
intentar esa acción cautelar por el hecho de discrepar de 
la interpretación jurídica en que se fundan aquellos pro-
nunciamientos. 
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Lo anterior no significa, de 
modo alguno, dejar en la indefensión a los interesados, 
quienes pueden intentar ante los Tribunales las acciones 
pertinentes en contra de las decisiones finales de la Ad-
ministración. 

Cabe agregar que los Tribunales 
de Justicia no han tenido un criterio uniforme en relación 
con la materia y que no han consignado en sus sentencias 
consideraciones que desvirtúen específicamente los funda-
mentos que invariablemente ha hecho valer la Contraloría 
General frente a recursos de protección deducidos en su 
contra. 

Es dable observar que diversos 
fallos han concordado con lo expresado por esta Entidad, 
no obstante lo cual en ninguno de estos casos las Cortes 
respectivas han llegado a declarar, como resultaría conse-
cuente, la inadmisibilidad de la acción por falta de ju-
risdicción del Tribunal. 

Al efecto, cabe hacer mención a 
la sentencia de 19 de febrero de 1990, recurso de protec-
ción N 9  29-90 P, Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago, 
confirmada por la Excma. Corte Suprema, cuyo considerando 
segundo señala que al abstenerse de tomar razón de un acto 
administrativo, este Organismo de Control "no ha hecho 
otra cosa que ejercer su facultad privativa que le corres-
ponde, en virtud de lo establecido en los artículos 87 y 
88 de la Constitución Política y en su Ley Orgánica Cons-
titucional", y que "resulta, por lo tanto, una inconse-
cuencia que se le atribuya a los recurridos actos que im-
portan una ilegalidad y una violación a derechos que la 
Constitución Política ampara, cuando es precisamente el 
Organismo Contralor el que tiene la atribución exclusiva y 
excluyente de velar por el control preventivo de legalidad 
de los decretos y resoluciones de los organismos adminis-
trativos sujetos a su jurisdicción, con el agregado de que 
dicha atribución tiene rango constitucional". 

El considerando tercero del 
mismo fallo puntualiza que "tampoco puede acogerse el pre-
sente recurso de protección, en cuanto a que esta Corte 
declare de pleno derecho la nulidad del Oficio N 9  031355 
cuestionado y ordene al Señor Contralor a tomar razón de 
la Resolución N 9  825, de 1989, del Serviu Metropolitano, 
puesto que, frente al ejercicio de la facultad que le 
otorga el artículo 88 de la Constitución Política al Señor 
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Contralor de representar los actos o resoluciones incons-
titucionales o ilegales, emanados de los entes públicos 
sujetos a su control, únicamente cabe la insistencia del 
Presidente de la República, con la firma de todos sus Mi-
nistros o, en su caso, la revisión del Tribunal Constitu-
cional tratándose de las situaciones específicas a que 
alude el inciso tercero de la disposición constitucional 
citada y que no inciden en el caso sometido a la decisión 
de esta Corte". 

En el mismo sentido discurren 
los fallos de 13 de noviembre de 1987 y 17 de noviembre de 
1992, de la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago, re-
caídos en los recursos de protección N9 s. 292-87 y 
1916-92, respectivamente, y la sentencia de 14 de febrero 
de 1991, de la Iltma. Corte de Apelaciones de Temuco, dic-
tada en el recurso de protección N9  957-90, confirmados 
todos por la Excma. Corte Suprema. 

Es oportuno señalar que el Con-
sejo de Defensa del Estado, coincidiendo con lo manifesta-
do por esta Contraloría General en cuanto a la necesidad 
de interponer una contienda de competencia, ha expresado 
en diversas oportunidades que las resoluciones judiciales 
en que se ordena a la Contraloría General tomar razón de 
actos administrativos representados por causa de ilegali-
dad, vulneran atribuciones constitucionales y legales pri-
vativas de este Organismo. 

De lo precedentemente relacio-
nado aparece de manifiesto que el recurso de protección 
actualmente en trámite, que tiene por objeto solicitar al 
Tribunal que deje sin efecto un oficio de representación 
del Contralor General y le ordene a éste tomar razón del 
acto administrativo que se indica, debió ser declarado 
inadmisible por falta de jurisdicción del Tribunal, el 
que, en cambio, lo acogió a tramitación y procedió a fa-
llar sobre el fondo del asunto. 

Con el mérito de los anteceden-
tes y consideraciones expuestos, el Contralor General de 
la República viene en promover contienda de competencia 
ante el Honorable Senado, en conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 49, N 9  3, de la Constitución Política, so-
licitando que se sirva darle trámite y que, en definitiva, 
declare que las Cortes de Apelaciones carecen de atribu-
ciones para intervenir por la vía del recurso de protec-
ción en el ejercicio de la función de control preventivo 
de legalidad y en los pronunciamientos emitidos en tal 
virtud por el Organismo a su cargo. 
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En  particular,  esta  Entidad 
Fiscalizadora solicita a esa Honorable Corporación tenga a 
bien declarar que la Iltma. Corte de Apelaciones de San-
tiago ha excedido su competencia y vulnerado atribuciones 
constitucionales exclusivas de la Contraloría General, al 
no declarar inadmisible el recurso de protección rol N 9  
2563-93, antes referido. 

En tal virtud, el infrascrito 
pide a esa Alta Corporación se sirva oficiar al Tribunal 
indicado y a la Excma. Corte Suprema a fin de que se inhi-
ban de seguir conociendo del citado recurso, mientras se 
resuelve la presente contienda. 

Finalmente, para la mejor ilus-
tración del Honorable Senado, se remite fotocopia de los 
documentos que se individualizan en el anexo. 
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ANEXO 

Documentos que se acompañan en 
fotocopia: 

A) Fallos recaídos en recursos de protección. 

1.- Sentencia de 13 de noviembre de 1987, de 
la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago, rol 
N 2  292-87; 

2.- Sentencia de 19 de febrero de 1990, de la 
Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago,  rol 
Nº 29-90 P; 

3.- Sentencia de 17 de noviembre de 1992, de 
la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago,  rol 
Nº 1916-92, y 

4.- Sentencia de 14 de febrero de 1990, de la 
Iltma. Corte de Apelaciones de Temuco, rol 
Nº 957-90. 

6) Antecedentes de la Contienda de Competencia ante la 
Junta de Gobierno. 

1.- Oficio Nº 37267, de 18 de octubre de 1988, de 
la Contraloría General, y 

2.- Oficio Nº 6583/257 relativo a la Sesión Legis-
lativa de la Junta de Gobierno de 4 de julio de 
1989. 

C) Antecedentes del recurso de protección rol N 
2563-93 P. 

1.- Oficio Nº 22882, de 31 de agosto de 1993, de 
la Contraloría General; 

2.- Oficio Nº 1256 de 17 de septiembre de 1993, de 
la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago; 

3.- Oficio Nº 26327, de 4 de octubre de 1993, de 
la Contraloría General, y 

4.- Sentencia de 2 de noviembre de 1993, de la 
Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago. 

O) Oficios del Consejo de Defensa del Estado. 

1.- Oficio Nº 9047, de 13 de octubre de 1988; 

2.- Oficio Nº 5601, de 24 de junio de 1992, y 

3.- Oficio Ng 1904, de 24 de marzo de 1993. 
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RECURSO DE PROTECCION  INGRESO CORTE Ng292-87 

C'Rnitiago trece de noviembre de mil Aove ent5r-ocTerza  
; 	I 
-sutP- 

I  ""%mgmem.00- 
-,----  VIJTOS  Y TENIENDO  PRESENTE: 

Primero.- nue el dictamen NI/  24.865- 	de 	14 de 	seá 

tiembre pasa_do. 	de 	la Contra'oría General de 	la Repica, 

imugnado en el redur-,o de prnted-1(5n -.- ecientado por  la 

Fmpresa Constructora INC Limitada 	a 	fs. 	144. 	se 	ha 	limita- 

do a mantener,  sin modificar,e1 criterio de dicho organismo 

man!festado en el d_i_c_tamer.. NQ 9.814 de  31 Ce marzo del mis- 

mo tlin, _en çae realmente se habría 	nmetido el acto arbitra- 

rio e ilegal aue le representa. respecto del cual  la recu- 

rrente present6 recons_i_derac'ón el 29 de atril pasado,  Con 

la anal  demock_trO haber 	tomado cabal renacimiento de él; y ha 

bid a dnneLideraribn que el_recurso de qlle rarlope esta C_Orte 

fué presentado el 28 de septiembre._ re_sult_a_ que éste fue 

presentadn fuera del plazo fatal de 4u_in e días que ellahle 

're el 	Anta Arnrdado r!Fh  la rxrma- parta Suprema snbre la mate 

ria. 

e.undo.- nue los oficios citados núzerds 9.814 

y 24_865 fueron expedidos por la 7ontraloría General de la 

reill'iblida en ejerririn de 	la 	facultad que 	le otorga el  arti- 

ruin AA Cf3 	la ronstiución Política de la República,  en vir- 

tud del cual se establece que la toma de razón tS unl...1.17.1=... 

;ución privativa de ese orcanismo y la  toma de razón de un 

acto administrativo que ha sido representado por él sólo 

er 	'ud,..ar 	carfarme 	e' 	prdredimiento  de 	4 nsistencia puede  

previsto en esa misma norma  en el  artículo  10 de  la Ley _.y  

NQ  10.336,  de  lo  que  resulta  7,ue dichos  actos  no  pueden 
 ser 

tildados  de  arbitrarios  e  ilecales  como  lo  pretende  la  recu  

rrentel 
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cus.  

k..u11;.rallirla  ucHcrai,  'Jur  naUer  Lumev.icio  dCLOS  i  legales  que  1 T 

portan  la  privación  y  perturbación  de  sus  derechos  que  emanan 

del  oficio N2031355,  de  veintidós  de  Noviembre  del  año  pasado 

por  el  cual  devuelve  sin  tramitar  la  Resolución  825,  de  1989, 

del  Serviu  Metropolitano..  Fundamenta  su  recurso,  en  los  si- 

guientes  antecedentes:  que  adquirió  por  compra  al  Serviu  Me., 

tropolitano,  un  terreno  ubicado  en  Avda.  Las  Parcelas  N29,00 

p.-Jr  el  precio  que  se  señala  en  la  escritura  correspondiente, 

.  la:iendo  pagado  oportuna  y  puntualmente  las .cuotas  del  saldo 

e  recio.  Agrega,  que  el  diez  de  Enero  de  1989,  'Serviu  Me- 

to  litano  otorgó  un  certificado  del  monto  de  lo  adeudado  y 

el  diez  de  Mayo  del  mis,o  año,  un  nuevo  certificado  en  el 

—. cual  se  agregan  a  la  anterior  liquidación  27,341,69  cuotas  dl 

ahorro  por  "dividendos  repactaaos  e  intereses  'penales",  Al 

averiguar  esta  contradicción  respecto  al  precio  pactado  en  e 

contrato,  se  pudo  comprobar  que  Serviu  había  aceptado  una  o- 

ferta  de  compra  del  mismo  terreno  adquirido  por  él ,a  don  Ma- 

nuel  Silva  Maureira,  con  fecha  4  de  marzo  de  1980  y  que  por 

Resolución  N2855,  de  27  de  agosto  de  1985;  se  aceptó  la  ce- 

sión  de  los  derechos  de  Silva  al  recurrente.  Señala  que  en 

el  contrato  de  compraventa  se  establecieron  la  cosa  vendida 

1 

y  el  precio  y  no  es  posible  que  se  le  exija  el  pago  de  otra  1 

suma  que  no  sea  lo  estipulado  en  el  contrato.  Que  no  obstanr 
1 

tp  rup  pr  _In  rJrincidin.  el  ServiJ  metropolitano  pretendió  ar 

Nº 

3ILBENY POLONIO NORBERTO c/ 

CONTRALOR GENERAL DE LA REPUBLIOA Y ORA 
RECURSO DE PROTECC ION Nº 29-90 P 

Santiago,  4)CeCc  de febrero de mil novecientos noven.  

ta.- 

VISTOS: 

Don Norberto Bilbeny Polonio, industr141, domic‹. 
••••••••••1 

liado en Av.  Vicuña Mackenna Nº3457, recurre de protección er 

contra del señor  Contralor General de la República y de la 

clq 

-.••• 



//gumentar oue en e' contrato habían quedado incorporadas las 

c-ondiciones de la anterior venta suscrita con el señor Silva, 

dufinitiva, se acogió la solicitud del reclamante de 12 de 

Junio del año pasado y dicho Servicio dictó la Resolución 825 

de 1989, por la que declaró incobrable 27.341,69 cuotas de 

ahorro para la vivienda, repactadas por Manuel Silva Maureira 

y que correspondían a dividendos morosos e intereses penales  

que tenía al 10 de julio de 1985 con el Servicio.  Expresa el 

iseñor Bilbeny, que a tenido conocimiento que la Contraloría 

'ha  devuelto sin tramitar la referida Resolución 825, consig-

nando en el Oficio NQ031355, de 22 de Noviembre del año pasa-

do, que Serviu no tiene facultad legal para condonar estas , 

' -uentas 1,n.tptrab1c. Afirma én  libalo, que este proceder 

'de  los  recurridos  ha  vulnerado  su  derecho  constitucional  de 

propiedad,  contemplado  en  el  numeral  24  del  art,  19  d ,  la  Con- 

titución  Política,  correspondiente  al  equivalente  de  _7.341.61 

cuotas  de  ahorro  imponiéndole  una  carga  al  tener  que  recono- 

cer  en  su  patrimonio  una  deuda.  no  contraída.  El  derecho  de 

propiedad  -expresa-  ampara  la  facultad  de  decidirlos  pasivos 

que  le  puedan  afectar  o  la  carga  que  no  ha  consentido,  en  ra- 

zón  de  que  a  una  de  las  partes  de  un  contrato,  se  le  impongan 

obligaciones  que  no  ha  consentido.  Termina  solicitando  en  la 
, 

Lsonclusión,  que  se  declare  nulo  de  pleno  derecho  el  Oficio  Nsi 
................ 

03 1355  )rnpugnado  y  se  ordene  al  Organismo  Contralor  tomar  ra- 

H 
zjii  de  la  Resolución  N2825  del  Serviu  Metropulitar4. 

• El  señor  Contralor  General  de  la  RePj- 

.';lica  en  su  informe  de  fs.  59,  sostiene  en  primer  término,  gut 

el  recurso  se  ha  Interp.esto  fuera  de  plazo,  ya  que  el  oficio; 
,---- 

N231.255  impugnado  fué  emitido  por  Contraloría  el  22  de  NovieM 

. 	Innfl 	1 	 , 	- 	 .-•-•--- 

ure ue 	 y a r  c  u  . 

1.1  

4 



I 

,,--rj O 	/ 
(, 

//el 13 de :nero de este añoi  por lo que ha transcurrido el  

plazo fatal de quince días que señala el Auto Acordado de la  

Excma. Corte Suprema. A este respecto el informe consigna 

que Contraloría, al tomar razón de los decretos y resolucio- 

nes que emanan de las autoridades y servicios que menciona 

su  ley  Orgánica  Constitucional,  su  facultad  se  ejerce  respec- 

to  de  la  constitucionalidad  o  legalidad  de  la  Resolución  de - r 

la  entidad  respectiva  y  es  a  ella  a  quién  debe  comunicarse 

la  medida  observada,  no  resultando  lógico  que  los  pronuncia- 

mientos  dirigidos  a  los  respectivos  entes  públicos  y  mediante 

los  cuales  c:e  abstiene  de  tomar  razón  de  un  acto  administra- 

tivo,  puedan  posteriormente  ser  impugnados  en  cualquier  tiem- 

DO  sobre  la  base  de  una  declaración  formulada  Por  el  interesa 

o  en  orden  a  que  ha  tomado  conocimiento  en  fecha  reciente. 

__.  
Refiriéndose  al  fondo  del  recurso,  el  Señor 

C.nl  alor  manifiesta  que  al  emitir  su  oficio  devolutorio  Ni 

3 .355 ejerce la facultad privativa consagrada en los artícu- 

los 87 y 88 de la Const. tución Política, que otorga a la Con- 

traloría General de la República la potestad de representar 

la constitucionalidad o ilegalidid de los decretos y resolu- 

ciones de los organismos'sometidos a Su control, agregando du_p 

el Organismo Contralor goza de autonomía, de rango constitu- 

cional y frente a sus actos de representación, únicamente ca- 

be la insistencia del Presidente de la República.  Por ello, 

resulta improcedente la petición del recurrente en el sentido 

que se ordene por la Iltma. Corte, la toma de razón de ',a Re-

solución N2825 del Serviu Metropolitano. 

Tampoco resulta procedente -añade el Informe- 

plantear este recurso en relación 'a controversias que resultar 

de interpretaciones de contratos suscritos con ocasión de 



//venta  de un inmueble de propiedad del Serviu y respecto del 

alcance que cabría otorgar a los actos administrativos dicH 

dos respecto de ess 	misma operación, en atencl6na  la  _natur¿ 

leza misma de la protección, procedimiento de emergencia, que 

no cabe plantearlo en relación a situaciones complejas y de 

di  . il 	prueba 	y 	resolución. 

Respecto 	a 	las 	razones 	jurídicas 	para 	representar 

la 	Resolución 	NQ825 	del 	Serviu 	Metropolitano, 	el 	informe 	cc -1 

signa 	que 	"no 	existe 	dispoyición 	legal 	que 	autorice 	una 	medid 

de 	esta 	naturaleza", 	esto 	es, 	declarar 	incobrable'las - cuotas 

repactadas 	por 	el 	primitivo 	comprador 	Manuel 	Silva 	Maureira, 

puesto 	que 	el 	reparo 	formulado, 	encuentra 	su 	fundamento 	en 

claras 	y 	explícitas 	disposiciones 	de 	la 	Constitución 	Po“ti- 

ca, 	artículos 	6g, 	7g 	y 	62 	inciso 	42, 	N23 	que 	requiere 	de 	un 
, 

texto 	legal 	que 	autorice 	condonar, 	reducir 	o 	modifi ,....r 	obligl 

clones, 	intereses 	u 	otras 	cargas 	financieras 	establ,cidas 	en 

favor 	del 	Fisco 	o 	de 	los 	organismos 	o 	entidades,' 	entre'ilas 

cuales 	debe 	considerarse 	incluído 	el 	Serviu 	Metropdlitano. 

Que 	el 	recurso 	no 	ha 	indicado 	disposición 	legal 	alguna 	que, 

Gon 	arreglo 	a 	la 	Constitución 	habilita 	al 	mencionadoServiu 

para 	proceder 	a 	renunciar 	al 	cobro 	de 	14s cr¿ditos.que 	le 	asis 

tan 	por 	saldos 	de 	precio 	insolutos 	derivado - de 	venta 	de 	biene 

raíces, 	anotando 	que 	existe 	un 	deber 	elemental 	respecto 	de  

crjditos 	Que 	pertenecen 	al 	servicio 	para 	activar.los i medios 

conducentes 	a 	su 	efectivo 	cumplimiento 	por 	parte 	de 	los 	deu- _ 

dores. 	No 	hacerlo 	importa 	un 	detri-ento 	ilícito 	del'patrimO 

nio 	estatal 	, 	que 	compromete 	la 	responsabilidad 	civil 	del 	órg 
1 

no 	encargado 	de 	pre:ervar 	dicho 	acervo. 
1 

Se 	sostiene 	en 	el 	informe, 	que 	el 	derecho 	de 	pro- 

que 	estima 	el 	recurrente 	conculcado 	o 	amagado, 	no 	reul 

a 



//ne los requisitos propio _  __  .......----. 

Ese  derecho  lo  hace  recaer  sobre  los  27.341,69  cuotas  de  aho- 

rro,  propiedad  no  acreditada,  puesto  que  el  crédito  existe  eni 

1 
favor  del  Serviu  Metropolitano  que  al  recurrente  le  correspH 

1 
dería  la  obligación  correlativa  de  pagarlo.  El  derecho  que  ' 

formula  el  interesado,  que  consistirfa  en  que  no  se  le  imponga 

un  débito  en  el  cual  no  ha  consentido,  no  lo  convierte  en  un 

[-derecho  real  de  dominio,  con  los  atributos  y  facultades  susceg 
/ 

tibies  de  ser  ejercidas  sobre  cosas  específicamente  determina- 

da. 

r-  '  Señala  enseguida  el  Señor  Contralor,  que  con  res- 

pecto  al  planteamiento  del  señor  Bilbeny  en  orden  a  que  se  trl 

taría  de  imponerle  una  deuda  que  no  ha  aceptado,  debe  señalar.5 
( 

de  su  parte  ha  mediado  acuerdo  explfcita  y  formal,  al  te- ,que 

nor  de  la  cláusula  cuarta  del  contrato  suscrito  con  fecha  19 

de  marzo  de  1986,  pues  resulta  obvio  que  el  señor'Bilbeny  Po- 
, 

»onio  se  ha  sustituido  como  deudor  del  Serviu,  del  señor  Sil- 

va  Maureira  y  aparece  claro  que  el  recurrente  se  obligó  al  to- 

tal  del  saldo  de  precio  insoluto,  de  lo  que  resulta  que  cual- ,  

quiera  parte  de  ese  saldo  que  no  se  haya  solucionado  para  el 

deudor  anterior  obliga  a  su  sucesor  ante  el  Serviu  acreedor, 

puesto  que,  entre  cedente  y  cesionario  se  convind  un  contrato 

de  cesión  de  derechos  en  el  que  se  estipuló  que:  "El  cesiona.t 

una  vez  aceptado  como  deudor  por  el  Serviu  Metropolitano 
i
rio, 

se  obliga  a  hacerse  cargo  del  servicio  del  saldo  adeudado,  ha 

ta  la  extinción  total  de  la  deuda". 

• Al  término  de  su  informe,  el  Sr.  Contra7or  decla- 

ra  su  sorpresa  ante  la  aseveración  del  recurrente  2e  que; 

"los  actos  ilegales  que  importan  privación  y  perturbación  de 

mis  derechos  emanados  del  Oficio  031355  de  la  División  de  la 



//Vivienda  y Urbanismo de la Contraloría General de la Replíb''- 
I 
ica,,,' 	para 	agregar 	luego 	una 	exposición 	de 	hechos 	que 	se 	han 1 

producido 	con 	anterioridad 	al 	dictamen 	en 	referencia 	y 	que, 

pnr 	rnngiguiente. 	no puecLin 	ser 	una 	consecuencia 	de 	éste. , 	No 

es 	la 	Entid-ad 	Fisrali7adora 	la 	que_ 	Ila 	dado 	por 	gst3blecida 	l 

deud_a 	del 	teArr 	Ri1..11:,- 	sin_n_ 	cuLe_ es 	la 	-- zja 	Re 	lu_ción 	825 ,y, 

-.-v laI ta 	¡i n 	tr vil i- t• , 	I a 	qua 	tieolo 	canl 	'Psy_put 	rilrha -a 	 , 

--CIZL-1-4.9414-i411-,...-11nr 	in 	qu 	1 	recurrente 	h4 	ippugnad_o 	erróneamen• 

G i 	a_fi cio 	31 	355 	P 	19  dia  la  Cnntralorta•ya 	que •la.  rtiii  

• - 	e 	• 	• 	O 	' 	' 	- 	4111 	. 	110 	' 	' 	• 	• 

_p_r_p_r_e_azi j. 	r(phrl arar 	inrnbrable- 	no 	emana 	del 	pronunciamien. .r..,;,..... 

 _Luxiirtn . 	cinn 

4 	

dP1 	Artn 	administrativo 	que 	se 	ha 	devuelto 

sl_l_y  

	. .11--t-r-am4-t 	 , 

l_a_s_co__n s_iLlexanigiLes_ 	nt_a_s_.. 	el 	selor pre_c_e_c 

CQntra.lor 	rs.a.niaral 	kdliritj 	u3 	desestime 	el 	recurso 	de 	protec- 

,-r-i4n—d-e-1—selizr111112134_, 

SP 	trA,Ifirnn 	los 	autos 	en 	relac14x 	y 	si 	tyyieron 	Dor 

acorppariArhaq 	1ng 	dnrurnentnq 	avezados 	al 	i.nfulne pu 	la 	Contr4,- 

-1 	# 	. 	 1 	. 	 I 
, i'••',  

Z_Orl 	In 	rplArinnArin 	jc xonsrandu 

• ..- 	• 	e  -  -  .  -  ae  (00  e  e  0  -  •  - 0  -  • 

CUlo  20 de 	la 	Ccastituri 	- 	Atogtira da 	la IPpdhliQa1 i1 	recur. 

SO da 	pro-tecc i dr 	tíono 	Rz- 	finAlirtArl 	ospecífica4 	restablecer 

sa rvir 	da 	ramal t_a 	rip i d5) 	y 	eficaz, 

frlrlt.d 	d 	+-Ad 	 dp 	horhn 	rpip 	atizprgh 	(*n'otra 	aluna 	gai4n „i_iriJArirín 

I 
.. 	.. 	..... 	.555 	. 	. 	II '" 	• 	á 	• 	. 	• 	• 	' 	' 

LAC  Inq  pfprtns 	IP 	lin 	cIrtn 	arhitraro_ 	o 	ile_ual 	. 	1,ue 	lesione 

iirprhn  innisriltidp i 

Spgunrn 	QIIP 	PI 	rprurn 	CIP 	prntPccidn 	impetrado 	en 

n . la Coritraloria enerl  e  a e24- 



//blica dirigido al Serviu Metropolitano, por el cual se abs-

tiene de tomar razón de la Resolución N2825, de 1989, de ese 

1 (:,2rvicio y con ello no ha hecho otra cosa que ejercer su facu 

tId privativa nue le corresponde, en virtud de lo establecido 

en los artículos 87 y R8 de la Constitución Política y en su 

Ley Orgánica Constitucional.  En el ejercicio de la función  

1 
.de  control  de  legalidad,  el  Contralor  General  debe  tomar  ra- 

zón  de  los  decretos  o  resoluciones  que  'en  conformidad  a  1 

ley L  deben  tramitarse  por  la  Contraloría  o  representará  la  il 

galidad  de  que  puedan  adolecer'.  Resulta,  por  lo  tanto,  una 
.  . 

rinconsecuencia  que  se  le  atribuya  a  los  recurridos  actos  que  ' 
_ 

importan  una  ilegalidad  y  una  violación  a  derechos  que  la  Conl 

titución  Política  ampara.'cuando  es  precisamente  el  Organismo 

Contralor  el  que  tiene  la  atribución  exclusiva  v  excluente  _ 

de  velar  por  el  control  preventivo  de  leplidad  de  los  deCre- 

tos  y  resoluciones  de  los  organismos  administrativos  sujetos 

a  su  jurisdicción,  con  el  agregado 'de  que  dicha  atribución 
_ 

tiene  rango. constitucional.  ''  - 

,  Tercero.  Que  tampoco  puede  acogerse  el  presente 

recurso  de  protección,  en  cuanto  a  que  esta  Corte  declare  de 

pleno  derecho  la  nulidad  del  Oficio  N2031355  cuestionado  y  or. 

dene  al  Señor  Contralor  a  tomar  razón  de  la  Resolución  825, 

de  1989  del  Serviu  Metropolitano,  puesto  que  frente  al  eje  • 

ciclo  de  la  facultad  que  le  otorga  el  artículo  88  de  la  Cons- 

titución  Política  de  la  República  al  Señor  Contralor  de  re- 

presentar  los  actos  o  resoluciones  inconstituciona les  o  ilega- 

les,  emanados  de  los  entes  públicos  sujetos  a  su  control, 

ni:a-rente  caoe  la  insistencia  del  Presidente  de  la  ReOjblica  
i 

Cs-Jr)  la firma de todos sus Ministros o, en su caso,  la revi- 

Hji del Tribunal Constitucional tratándose de 1as situacic- 



//nt2S eSíJeCl'ficas  a que alude el inciso 32 de la disposición  

consitucional citada y que no inciden en el caso sometido a _J 

la decisión de esta Corte. 

Cuarto.  Que, a mayor abundami ente. • sin ..que el lo 

   

signifique desconocer la exclusiva y excluyente competencia 

1 de los recurridos para pronunciarse sobre la legalidad de la 

Resolución N2825, de 1989, del Serviu Metropolitano, 'esta • 

1  Corte comparte plenamente lo observado por , e1 .Seño,r Contralor 

en su informe de fs. :9, en cuanto a que dicha Resolución es 

íilegal,  puesto  que,  no  existe  diposición  legal  alguna  que 
_ 

autorice  declarar  incobrables,  deudas  que  correspondan  a  di-; 

i 
v idendos  morosos  e  intereses  penales  provenientes  de  saldos 

precio  de  contratos  celebrados  pnr  el  servicto  mencionado 

1  

.. 

y  los  particulares.  Por  el _contrario,  la  resnlución  reparad 
f  _  . 

por  el  Organismo  Contralor,  vulnera  normas  constitucionales, 

específicamente  los  artículos  69,,  7º. y.  629  N93,  de  la  Carta 
. 

Fundamental,  puesto  que,  los  dos,primeros  artículos,  señalados 

. 
contemplan  principios  de  legalidad.  y  de  competencia  que  riger 

1 

el  fur:ionamient4  de  los  servicios  públicos  f,‘e,1  tercero  est 
.  _., 

Piece  que  se  gequiere  texto  legal  expreso  para  condonar,  re- 
_  _ 

ductr  o  Tpdificar  obligaciones,  • intereses  u.otras  cargas, fi 

nanciffras  de  cualquier  naturaleza  establecidas  en  favor  del 

Fisco  o  de  los  organismos  mencionados  en  dicha  norma. 

Quinto.  Que,  por  consiguiente,  tanto  el  Señor  Con- 

tralor como la Contraloría General, al no tomar razón  de la 

Ps;01q0/,í, 112¿;'‘I; dql ;erviu zetropplitano, a tr¿vés del Ofí--. 

cio N2031:55, de veintidós de noviembre del año pasado, actu 

dentru de su competencia y con las atribuciones que expresa-

te le confiere la Constitución y la ley, de manera que di 

:no .;r.:.runciamiento no es ilegal y menos puede calificarse 



^ 

//como arbitrario, toda vez que no se infiere de estos antece- 

Odntes que la decisión de la autoridad recurrida esté insOi-1 
4 

^ 

das  a-tribuciones.' 

..  .  ... 
Sexto,  Que,  como  consecuencia  de  todo  lo  consig- 

nado  en  esta  sentencia,  se  debe  concluir  necesariamente  que 

no  se.  'ha  concu':ado  la  garantía  constitucional  establecida 

en  el , artículo  19  NQ24  de  la  Constitución  Política  de  la  R  - 

pública':  ..--  -.- 

Por  estos  fundamentos  y  en  conformidad  a  lo  dis- 

puesto  en  el  artículo  20  de  la  Constitución  y  por  el  Auto  A- 

cordado  de  la  Excma.  Corte  Suprema  sobre ,tramitación  del  re 

curso  de  protección,  se  declara  que  no  se  hace  lugar  al  dedu 

cido  a  fs.  19  por  don  Norbertp—Bilbeny  Polonio, 

Regístrese,  comUní'quese'y  en  sú  oportunidad  archí 

vese. 

Redacción  del  abogado  integrante  don  Sergio  Guz- 

mán  Reyes.. 

i,1229-90 

'  
—.74°Q 

, 

f:"---7 

....... 

1—,.....J-2.a..= 

.'qr•—• 



PRoNeNC!ADA—Pon—DT—nsnrs—MINts-hof—do 

 	/411  t r91-15 19'¿ 	1-71  7  • 

--c7trb- 

/ /ly 

. 
• 

.. ,.,..... 
_. 

-- 	,. 
, 	.,. 	• 	, 	, :,...• 

En Santiowo, a_ 	 de .,...,.... ,...Z.A....,:..........,&-.... „.. 

r4. . 	, 	-ieritcri 	 ,,,-,....,...%—  :•-, - 1;. , •:-::: 	por 	ei 
1 , 	. 

*- 
1. 

, 

., , . 	.. 
, 	• ' r 	' 

. 
I. 

CONFORME: SANTIAGO, 	20 	de 	febrero 	de 	1990,- 

i 
i 
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HU1NAN  CERECEDA  B.  EFREN  ARAYA  V.  y  LOS  AbOGAUOS  INTLGRANTK 

SEÑORES:  LUIS  COUSIÑO MAC-IVEB  y  ANDRES  ALILI4UE  U. 

/ 

(1 

LL 
I,  

Firmado:'Carlos Meneses Pizarro, Secretario. 
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INGRESO CORTE DE APELACIONES NI1 1916-92 

BUZETA CON MINISTERIO DE EDUCACION Y OTRO 
C.C. POTE. AB. L.O.M. ESTUDIO 

Santiago, 
I ' 

L),  do a , 

noviembre de mil novecientos noventa 

 

  

   

VISTOS: 

A fs.17 don Miguel Arturo uzeta Wachtendorff, 

en Bocacio. n4 580, de esta—ciudad, interpone 

i;ecurso de Protección en contra del senor., Ministro do 

4 

clucación Pública, don Ricardo Lagos, Escobar y,  contra 
7 

19 

20 

21 

22 

23 

2 

25 

21,3 

pl Contralor General de la República, don Osvaldo Iturriaga 
E 

kuiz, por haber concutado a su respecto la garantía constitu- 

zional establecida en el número 3° del,,artículo 19 de 

la Constitución Política.- 

Expresa  T1  recurrente. que .con,: fecha . 21 de 

liciembrA de 1990, el señor. Subsecretar9,,,de Edupaci6n 

ordenó instruir*,  sumario administrativo .en_ qsu, contra y 

,:umplida la etapa indagatoria el •senor ,Fiscal designado 

resolvió, con fecha 17 de Julio de 1991, formularle 10 

r:argos, sobre la base de los antecedentes. disponibles. 

Con fecha 19 de 'Agosto de, 1991, la Fiscalía, emitió el 

)ictemen a que la obliga el artículo .133 y siguientes 

Jel Estatuto Administrativo, que-regula este.tipo drriproce- 

los.  En tal, Dictamen la Fiscalía iconcluy6 , que del,  mérito 

Jel proceso y agotadas las diligencias,subeistían, 9 de 

los 10 cargost. formulados, proponiendo: la _medid^ discipli- 

:taria de destitución.  • .13.1j4i4P.k'lg 

Tal medida disciplinaria. fue :acogida por ,Oficio 

n°210, de 13 de febrero de 1992, en contra _de ,la cual 

(!1 recurrente interpuso el recurso-contemplado ,an, el articulo 

1135 de la ley 10.834. 
23 	

Agrega el recurrente que 4  con, fecha 9 de, Julio 

12 

12 

14 

15 

15 

17 

de 1992 le fue notificada la resolución n°'287, del Ministerio 
30 



4 

5 

6 

• • 	7 

8 

9 

10 

11 

12 

13 

14 

16 

16 

17 

de Educación, por la que se le destituye, tramitada total- 

mente  po  la  Contraloría  General  de  la  República.- 

Expresa  que  la  propia  Contraloría,:  según  juris- 

prudencia  uniforme,  ha  sostenido  que  estos  procesos  deben 

conformarse  a  ritualidades  mínimas,  ales  como,  oir  al 
_ 

inculpado,  ponderar  los  hechos  y  resolvr  conforme  a  derecho 

ai.mérito  de  loe  autos.  ' 

Afirma  seguidamente  el  recurrente  que  si  bien 

ely 
tuvo  la  oportunidad  de  formular  sus  descargos,  ellos  fueron 

-burdamente  preteridos,  ya  que  sin  consideraciones  que 
411~1~~•••••••• •••  

los  rebatieran  o  demostraran  su  inocencia,  lisa  y  llana- 

mente  se  prescindid  de  los  mismos.-  Luego, cita,  a  modo - 

de  ejemplo  algunc  caes  en  que  5l  habría  abordado  los 

cargos  debidamente,  comc  v.  gr.  1,  irregularidades  mante- 

nidas  en  el  Servicio  de  Sienestar  del  Magisterio  (lo  que 

rola  a  fojas  610  del  expediente  sumarían  para  luego' exten- 

derse  en  reseMar  diversas  otras  irregulariades  que  se 

e  habrían  imputado  y  que  a  su  juicio  habríansido  infundadas. 

De  todo  lo  anterior,  concluye  11  recurrente  que  m 

se  habría  configurado  la  causal  de  destitución  'contemplada  en 

la  letra  j)  del  artículo'  78  de  la  ley  n°  34,  que.  es 

la  disposición  infringida  a .  juicio  de'.-la  t  lila,  pues 

él  no  atentó  contra  los  bienes  de.la  institución,  ni  cometió 

actos  que  proeujeren  la  destrucci6n  de  materiales,  instrumen- 

tos  o  productos  de  trabajo  o  disminuyeran  su  valor  o  causaren 

su  deterioro. 

Termina  P.  solicitando,  en  lo  principal  de 

su  escrito,  que  se  acoja  este  Recursp  de  protección  en  contra 

del  seMarlAlnistro  de  Educación  Pública  y  del  Contralor 

General 	de 	la  República,  quien  tomó  razón  de  la  le7alidad 

CC1V1S3 -130 VSN3d3C 3a 0f3SN03 
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j¿ 

! 7  

trarnzacIón contienen todos los elementos necesarios 

• 
con:,..gurar un debido proceso y aseguuar una adecuada 

.•[ 

, nla  los inculpados, toda vez que ellos establecen 

-!etermlnar responsabilidades;  las normas que regulan 

e 

lo 

la resolución que le aplicó la medida disciplinaria 

destitución y que esta Corte resuelva 'dejar sin efecto 

,Jo o obrado en el proceso sumarial y las consecuencias 

ordenándosele restituirle a su cargo y se designe 

nuevo juez instructor para que inicie un nuevo sumario. 

A fojas 28 y siguientes la Contraloría General 
u 

Lo República expresa que dicho Organismo Contralor 

limitó a tomar razón de la Resolución'.n°287, de 1992, 

del Ministerio de Educación Pública, mediante la cual 

7 ,.. destituyó al% recurrente, como consecuencia del sumario 

ordenado instruir por resolución exenta 'n°3666, de 21 

diciembre de 1990, de dicha Subsecretaría;. y que en 
2 

cllo no hizo otra cosa que ejercer la facultad privativa 
-2 1  

le corresponde, de acuerdo con lo establecido en los 

3::iculos 87 y 88 de la Constitución Política y en su 

Or7Inica Constitucional n°10.336. 

Señala que por mandato expreso del, constituyente, 

ectablecido en el citado artículo 88 de-  la. Constitución 
la 

5-1 encuentra radicada en la Contraloría' la potestad de 

tomar razón de los decretos y resoluciones afectas legalmente 

,1 este trámite.  Agrega  que  el  Recurso i- de  Protección 

no se na establecido para solucionar conflictos que se 

encuentran sometidos a normas .y procedimientos establecidos; 

un este orden de ideas es preciso señalar que los procesos 

.:',.ariales en la Administración tienen por objeto establecer 



las autoridades llamadas 'a conocerlos; los plazos dentro 

de los cuales deben realizarse las actuaciones;' las for-lali- 

dades de notificación; la formulación de cargos y su debid, 

emplazamiento; formalidades de declaraciones y testimonio,  

prestados en el sumario; práctica de diligencias proba':triol 

solicitadas por los afectados, y los medion de ducns; 

e que.pueden hacer uso los inculpados.- 

De lo anterior concluye que la normativa que.. 

regla estos procesos, en la especie el, Título V de 

Ley n°18.834, protege adecuadamente a los ,*funcionarios 

"Prerr5i-a sus 'isposiciones, en un régimenjde pleno imperio 

11 
del Derecho, de donde resulta la improcedencia de este 

12 
recurso, por cuanto ello import.-!a desconocer el pro.cedil 

miento fijado por tales orde-.- lentoe, pare precisar 1 

14 
responsabilidad funcionaria. 

15 
Refiriéndose. específicamente al caso de autos 

16 
expresa la Contraloría que por resolución_exente n°3G66, 

17 
de 21 de Noviembre de 1990 de la Subsecretaría de Educación, 

se ---7----"w"'rdenó instruir sumario al recurrente para determinar'  

a responsabilidad que pudiere corresponderle en los hecnos 

. 20 
contenidos en el informe n°201, de 5 de noviembre de 1990, 

21 
sobre visita efectuada por la Contraloría General al Servicio 

22 
Bienestar del Magisterio.  Luego_de finalizada 1 

23 

     

     

     

     

     

     

     

     

     

     

     

     

   

etapa indagatoria, se formularon los cargos de rigor contra 

24 

    

   

inculpado consignados en .01 acta que.'rola a fojas .1537J' 

25 
y 010 del expediente aumarial; el interesado ejerció 

     

     

26 

27 

28 

29 

30 

derecho de defensa, en extenao escrito;::de descargo3 que' 

rola a fojas 639 a 658 del citado eXpediente y que 
4  

íriscal instructor,  trao pormenol'izado 	análisis  C.0 

hechos, estimó que se había af:r2ditado suficenenc  

OGY.1.13 13G VS,43..d3C1 3a "f3SÑO:. 
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vec...lrrente,  recomendando sancionarlo ' con  la  medida 

que solicita el rechazo que reculan la. materia, por 

a derecho por ende, su toma de razón. 

. J -.1 JLDICLU. 
CHILE 

'on pl mérito do las probanzas la responsabilidad atribuida 

disciplinaria de destitución. 

Estima la Contraloría que el ocurrente faltó 

gravemente a los deberes que le imponía ,  cuy calidad de 

Jefe de Servicio; que incurri6 en actusciones'que causaron 

perjuicio al patrimonio de la entidad a su cargo y que 

infringi6, entre otras, las obligkaiones funcionarias. 

que contempla la ley n'18,834, .en* su trt14444-,55-pr letra 

c) y U letras a) y b) que se refieren a las autoridades 

y jefaturas, seMalando la forma en quo éstes, deben cautelar 
11 

el funcionamiento del organismo .que dirigenfly el cumplimiento 

de Lis-normas de su administración. 
13 

Puntualiza y rebate algunas afirmaciones espe 
14 

cíficau  efectuadas  por  el  recurrente 1.1,  relacionadas  con , 

forma del procedimiento ,  seguido y expresa que en la 
16 

- -- 
especie se cumplieron cabalmente las reglas.de.procedimiento 

17 

la 

20 

21 

22 

23 

24 

26 

20 

27 

28 

29 

30 

5 

e 

10 

A fojas 43 informa el señor Ministro de Educaci6n 

quien en forma suecintai reitera lo ya ,informado por la 

Contraloría  General  de  la . Repablica, i'dagnaga".411-, que.-an 

la especie no se ha cometido algún acto arbitrario o ilegal, 

que esa Secretaría de Estado, en el presente'caso se ajustd 

las  normas de la ley ne18.834, que' en-.el sumario - so 

observaron respecto del recurrente todas i las,  garantlaa 

aleaciones dispuestas en los procesos. administrativos. 

:ermia solicitando declarar nin lugar el recurso de autos. 

CON LO RELACIONADO Y TENIENDO PSESENTE: 

nel recurso ya que el acto* administrativo se ha ajustad 



- 

1*. Que el inciso 1' del artículo 08 de la 

ConatitUción  Política  del  Estado  exprese:.,  "En, el  ejercicio 

de  la  función  de  control  de  leanlidad,  elq Contralor  Genernl 

tomará  razón  de  los  decreton  y  resolucionea  que,  en  conformi- 

dad  a  la  ley,  deben  tramitares  por. la 'Contralorla ' y  repre- 

sentará  la  ilegalidad  de  que  pueden-adolecer;  pero  deUerú 

darles  curso  cuando,  a  pesar  de  su  representación,  el 

Presidente  de  la  República  insista  con  le  firma  de  todos 

nus  Ministros,  caso  en  el  cual  deberá  .enviar  copia  de 

todos  loe  respectivos  decretos  a  la  Cámara  de  Diputados". 

Atendido  lo  anterior,e1  ejercicio  de tal  facultad 

por  el  Organismo  Contralor,  0:1  cuanto  establece  la  toma 

do  razón  de  decretos  y  7'esoluciones  quo  la  ley  orúana, 

ca  una  atribución  exclusiva  y  privativa  de 'tral  Organismo. 

,--"- 
el  Titulo  V  del  actual  Estatuto  Adminis- 

trativo  regula  en  forma  minuciosa  las  sumariow'administra- 

tivos  y,  con  vistas 	a  ressuarg4r 	silldritervi 	. 	Iallietivo 

o imparcial  del  Fiseal  trpnte .al 	sumarlado,i-en 	su 	artículo 

127  faculta  a 	los 	inculpados  pera  recusarlo,  señalando _ 
_ 

como 	causales: 	tener 	el. 	Fiscal 	oil 	, actuario  interés 

directo  o  indirecto  en  los  hechos  que  se  investigan;  tenor 

amistad  Intima  o  enemistad  manifiesta  con  cualquiera  de 

los  inculpados;  tener  parentesco  por  consanguinidad  hasta 
_ 

el  tercer  grado  y  de  afinidad  hasta  el  segundo  o  do  adop- 

ción  con  alguno  do  los  inculpados.  / 
--..„ 

\ 
V.  Que  conviene,  en  primer  término,  precisar 

si  la  acción  conutitucional  do  protección  rouult..1  aur 

ci  medio  idóneo  para  solicitar,  como  lo  hace  el  recurreta, 
q 

que  cita  Corte  deje  sin  efecto  todo  lo  obrado  en  el  pruceso 

eumnrial.-  Al  efecto,  debe  recordarse  que  lennyfisli.tilly~31 

sl--Idumisurátre/t// 
30 OCING.) 
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pr,.pia del redurso de protección es la de restablecer 

2 
lu vigencia del derecho, reaccionando frente a una situació: 

In::•rnaL y evidente que atente contra alguna de las garantíad 

es)_ublece la Constitución, 
4 

Se  trata , pues, de brindar protección a quier 

n:t sido afectado en un derecho incueetionable; per 

en principio no es la va adecuada JPare solicitar declara-, 

• 
ciÚn'es oe nulidad de determinadas actuaciones de la Admi* 

trac i6n en ella los afectados eStiman haber sidO 

perjudicados,  como ocurre en  a especie, :idonde,  en lo 
10 

fundamental media una discrepancia de criterios entre 
11 

el inculpado y el Fiscal en cuanto a la apreciación qu4 
12 . — 

debe 'darse a las probikozaiL  /G  que- 4st4, 
11 

'inc a r;us descargos.- 

• 

14 

(.4°) Que del análisis que esta Corte ha hechO 

del voluminoso proceso sumarial puede concluirse que 

ne, ajuJtó a las normas que prevé el ya citado Titulo Y 

uol actual Estatuto Administrativo, que el afectado present$ 

su j descargos y, además, que no hizo uso dei la facu1ta4 

)4u): le otorgaba el ya citado articulo 127 del Estatuto 
2) 

en orden a recusar al Fiscal.- 
21 

Que, a mayor abundamiento, consta do 
22 

documen ación acompanada quo el inculpado; con fecha 

Lu de febrero de 1992 interpuso el recurso de roposició 

24 

y en subsidio de apelación, previsto en el articulo 135 

21, 

de1Eutatuto 0  por haber sido notificado 
de la Resoluciói 

20 

rl'11) de 13 de febrero Je 1992, de la Subsecretaria d 

leucación, que aprobó el sumario Y  le aplicó la m¡did 

28 
(scie11naria de destitución.  Con fecha 20 de Marzo 

29 

del mismo año de 1992 se rechazó, con fundamentos, e 

JO 

••• 	 ••••• ••••••••• 	
.•••••-••••-•.. dp 



10 

11 

12 

13 

14 

15 

15 

17 

18 

19 

20 

21 

22 

23 

24 

26 

27 

28 

29 

30 

recurso de reposición, atendido que de 103 diez carEos 

N 
que  se \le  habían  formulado,  subsistían,  nueve,  acreditados 

juicio  de  la  Autoridad  y,  con  la  misma  fecha,  se  rechazó 

l  recurso  de  apelación  subeicIlir.i#„1.0  .,..,4,..,  1 
.......- 

W  —  Que  conf  - me  e  nuestro  ordenamiento  jurídi- 

co,  _:s  'rocosos  sumaria.  :.  en  la  Administración  que  conclu- 

yen  con  la  medida  disciplinaria  de  destitución,  se  aaotan 

en  vía  administrativa,  Ion  el  trámite  de  toma  de  razón 
_ 

por  la  Contraloría  General  de  la  República,  sin  perjuicio, 

por  cierto,  del  ejercicio  de  las  acciones  ordinariau  que 

pudieren  asistirle  al  inculpado.,  

/  
.....00~4 

En  tal  sentido,  pues,  31  recurso  de  protección 
___•. 

no  tiene  como  fina  Eaci  el  trar  ar  r  a  las  Cortes  de 
._.  _ 

Apelaciones  en  Tribu -  -o  de  segund4,,  .1  .ncia,  p.ira  conocer, 

por  la  vía  de  la  *pe-ación  reclamos  czatra .medidas  o  reso- 

luciones  de  las  autoridades  de  la,  Administración  Central 

o de  la  Contraloría  General  de  la  República,  adoptadas 

haciendo  uso  de  sus  facultades  privativas,.  con  vistas 

revisar  lo  actuado  por  ellas  y  .onderar  diferentemente 

o valorar  en  forma  distirita  aquello  que  el  propio  ordena— 

miento  jurídico  entrega  a  tales,autoridedes,111-  411, 

Y  teniendo  , además,  prAsoh144,,-.. lo  dispuesto 

en  el  articulo  20  de  la  Constitución  Política  del  Estado 

y  Auto  Acordado  de  la  Excma.  Corte  Suprema,  publicado 

el  27  de  Junio  de  1992,  se  declara  SIN  LUGAR  el  recurso 

de  protección  deducido  a  fojan  17 	por  don  Mijuel  Arturo 

Buzeta  W.  . 

Regístreoe  y  archivesc  en  su  oportunidad. 
# 

Devuélvanse  Ion .agrelladoo  y  documentos  tenidos 

la  viata. orri153-13CIVSK3S3C  30 01! 
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CU11.1 
JIJUICIAL 	 ciento veintinueve...129 

• (71cir - 	 r ., 

VIIHU::;: 	 i 
i 

1 (1 	Pi.„..jili_irmit; 	Kam;.rpr 	.fl_lin_p 	conetruLlor 
ww--- 

liOmiL:ll ,.:Ilir ) 	in 1 	9110 	clUd ari 	t:al le 	GenRral 	Mac kerma  

inl:ervolie 	ri,Lsirgo 	de 	protecckón 	en 	contrade ' 	1 a 

.,Ln-1 	kr..i.j \ i'll..4 i 	1 ¿I 	1•.: o , r. r r2 t-,11 r .U1 	Re 	iona l 	de 	Ul'Jras 

l •  ,15,9 	(II? 	i r-1 	1 x 	I qL9 1.11. 4~uce 	dice 	que 	con 	La 	do 	1 a 

c,1,,i.i1..u: i Cm 	1 1,1:: 	(Jt 	q 	(la 111:t11J)ra 	deZ 	1.990.1 	la 	Dirucción 	de 

VI.Ilid,Id 	IX 	Intlit:Iri 	act,ptL:1 	su 	oferta 	por 	$16.114.475 	para 	el 

,r(.1 vc:Lo 	1.1(-, 	"Cunsprvación 	rntinaria 	camino 	Carahue-Puerto 

1 )1 ,011cluwz 	Km. 	0.1.10 	.il 	Km. 	26.0tr. 

I.a 	kesolución 	debía 	remitirse 	6 

1.( In I r- --11 °ría 	par..1 	!.i.1 	r f22' 	iStru• 	 I 

,-) 	.pruar 	do 	H512 	trAmite 	no 	se 	di:mural 
rI 

fI, ? 	un 	par 	de 	dials. 	han 	Jasado 	man 	el , 	(Tiises 	sin 	quo 	su 

sk. 	i. omunique el 	tutal 	du diljgenciamiontu de 	la 	resoludión, 
1 

In 	ti 	1' le 	ha 	irrnuado 	/if2rinio, 	puus 	desde 	el 	momento 
I 

1,110(1 	quo 	zo 	lp 	cldjudicó 	la 	propuesta, 	comenzó 	hacer 	los 

prepartivos 	para 	la obra, 	celebró contrato 	con 	terceros 
1 

el 	apruvizj.on,smiento 	dR 	matoriales 	tomó 	bOleta 

1 
n,,knr:aria 	do 	gar,:knti.a 	cuya 	mantención 	implica 	desembulnos 
— 	— 

mvbsulen, 	contrató soc.furo do responsabilidad civil 	pagando 
i 

riera 	de 	/,0(.1 	U. 	.F 	comprometiú 	su 	capacidad 1 111,1 	p 	m 
_ 	 • 	I 

onomica abstunióndoeu do participar en otras 	propustas. 
I 

clDmo 	nu 	lo 	ha 	mfurmado y Como 	obviamente 	Lal 	ofdisión 
_ 	 I 

(111r3r1t0 	(_19tor, 	(105 	MCSUS, 	interpone 	el 	recurso 	el 	ild 	de 

dvul~re tic 	1~, 	iwoulta irregular, 	ha estimado que' 	este 

adu 	dw 	durrirhc, 	cfUedece, 	a) 	a 	que 	de 	hecho 	Dircicdin 

í 
dd 	Vialidad 	ni:, 	hubiere 	unviadb 	los 	antecedents 	a 

1 
1:~1.1-,A1ori.,1,; 	b) 	o 	bien 	,1 	que 	Contraloría, 	en 	vuz 	de 
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rruplhn do una "toma de razün", formulando 
.• 	 •• • .•-•._ _ 	• _ .111.1•••• 

 

 

inporul.. o abstuniendeso de registrar y din qua nada du ello 
- - - - - 

nnOluru inrc.rmodn. Ante veas huir.1.04iss  171 puntualica 
1 

nn rlo(7.ton a la U1r4,Lt.:ion du Vialidad en el caso propuesto 

1 
trata di uno ctrhitir edad por omisión manifiesta que 

• 

..muriLaria la intarut:ciho de un sumario administrativo. por 

ttL ,  iI%rc. cumplimlunto ml cometide funcionario; 	i en 

t: ¿It: eJn 

1:1 J 1CUJ 41 bimplu registro escudería dul marco ler.jal 

L1  'L .:onforme o 	lo resolución NU 11.V.50 du 1900 dul 

ikmurul di, lo HepOblica, la w resoluciones eue 

1 
y 4diudic. ,01 contratos para la ejecución de abriles 

pindicos, do un monto inferior a 1.54%, Unidades Tributar¿as 
alMl• 

IlLtht.,ttolud ust‘Nut iilajlitls de toma do ra-ón y afectas j al 

tromIto du rutii...trn y por uso, como lo dispone la 

tolución 11.72 do lu Dirección do Vialidad ella debía 

,nmutpruu ul tramhLu de rugistro y en el cual, lin resuil ta 

,r - cs:nchmto que sn uturtnun oh~vaciones  o repares ide 

t4uu y hJ up haem ulguno tranegrude el marco 

ontil:ituyondu unu ut.tuación arbitraria. 

1..mhvOn clan relación a la Contraloría 

" I • Inutura algun ropuro podría decir relaciOn con las 

I - um.11.~145 do qui, la opwrtura de propuusia SU voriTice 

LA hora suAalada en ul aviso publicado un el Uiario 
••••••••• 

1.- 1.1I 	y Di.grlo ~it.rol, puro que no cbrruspondia 4 ila 

1 
.olio lada nn lay, 1,.:$1.1p:í administratIvas. 	Esta 	matertm 

.-•-••---- 

conylldurodo por i 	sistuntes al meto du ,.:pertora e 

	

y 	twucartada por irrelevante. Ello Un 

 

t t I tts tc)  iii,tr  r  it 1 	pr no: C01.0 di, 	¿Idjudic..tc115n, 
1." 

a la (:ont.t.iloria: si el Contralor no se hubiere 

I 	• 
SI 

ciento veintinueve vuelta. 129 vta. 

tímil.rtse "al simple rugistro" do la resolución, efectuó 



l'ODLII JUDICIAL 
CIIILL ciento treInt3....130 

11111.! u5it3ban prin›LI.utu todos ldu 	cuncursantos, sin ' que 

obuervoción al reupectn, tambleni  el tUr1WildC0 (1111q1W1U 

du Obr. Publlca% 	wl Directur de Viulidad, Fiscal 

du Uhrau 	Julo del Dupartamdnto du Contrato,: el 

C~Jlructor 	Hl Auutsor del Ministerio de qbras 

rUblIcaN. 	L.i 04, 1- Jr, 	el principio du 	la igualdad. duudó 

plpdamoriLe garadilzddu. ndumas dicha situaciOn fue valá'dada 
•••• «MI 

pi r 	propla r~luLión quo aceptó la propuuuta. 

Los 	~echos  afuctados 	vulneran' 	el 
I 

principio du 	indaldad 	dnto  la  ley,  al 	habersu 	discrimi
I
nado 

u4t. bu contra 	uu 	lu privaría su ca1ld4U Os adjudIcataril, 	uu -. -. 	 I - 
.imunilw.,4 	o purturha 	tau durucho a dusarrollar una 	lctiv . 	ad 

múm‘ca, 	y 	la 	lihttrtad de 	trabajo 	y 	su 	protección, 
I 

vdInurrid0 	ln 	wt,tiatilocido 	un 	el 	artículo 	1,9 	NP 	;ii,  lid 	T1,1, 	y 
I 

1.  :jolicita quo uu acoja el recureo y que mu diuponga; 	que 
- 	 I 

1,4 	DiruLcáCin 	du 	VlialldaU 	remita 	móturialmentU 	la 	c 	'Ición 
.......-„, Y. 

11/*2 du 	4 	du oct:uhro du 	19942 a Contraloría para wl 	tr4amite 
i 

(11.! 	ruqiutro, 	9 	()mil 	duclarar 	la 	aq't-Dvacil'Jn ,de 	su 	prupdesta, ....., I 
1,oa Juuta a doruuhu y que Contraloría debe procudur s In  mau 

tc¿mito al 	reqiuLro du 	la ruturicJa precudentumunte.. 
.—. 

I 

1') 	fu. 	1, 	un 	acumpaRó 	rollución 

impugn¿Idu. 	 1 
1 .-- 	--- .-- 

-  n  fu. 	11, 	uu trajo a 	la vista rucurlao 	du 
1 

prutucción 	qua 	si:lidia. 	 ,* I 
1 ______ 	_ . _ _ _ __ . . . • . . . _ 

n 	Pa. 	b5, 	la 	1:oiltr¿41uríta 	Guriurl 	,de 	la 
1 

“upnUlic41 	Divi,:ili'in 	de 	la 	klivlunda 	y 	UrLanlumu, Obras 

Públicas 	y 	Iransportes, 	iewerciam4 el 	Mauruo, 	por mudio 	dul 
I ..... ...— .01.• 11•1~1 

i:unlr.itur 	Umijmnal 	dd 	la 	nraucanla, 	pidiondm 	sua 
1 

dut.uutimauo, 	r441¿,LIVAL,  1.2 	ruwoluclOn 	do 	la 	cu.:11 	tu 	ruclrma es 

6 

1. 
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12 
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17 
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ti 
la du Jl 1u otztuhrd du 199W dirigido a la autoridad umisora 



oís:int° trointa vuelta 	 13 

• 

del octu por ),i Lontraloria N152 3410 du 31 de octubre de 

l99W y habiondohu interpuesto ul recurso el 	16 de diCiembre 
_. • 

do 	u ,zo 	allo,ustA 	absolutamentn 	fttriN 	do 	pla2o 	conformk, 	a 	lo 
i 	 A 

dlupuesto 	un 	J. Auto Acordado sobre la materia de ' 29 	de 

mar.:o de 	191.7. 	 1 

f-'sdemas 	yendoum 	al 	fundo, 	la 	resiolución 

impugnada 	ws- 	aTecta al 	trámite de toma 	de 	razdn, 	por 

cu,uito 	1.,-rrrle do 	1.t100 Unidades 	Vributarias y su valor 	es 

.4, 16.111.175 	, 	por 	lo que en nada, 	en ose 	aspecto 	se 	ha 
.. 

LIbMolido alguna arbitrariedad. 
1 

hutima, 	que 	no obstante lo 	dicho .debe 
• 

dutsubLimarse ul 	recurso porque no ha oxistido falta , o abuso 

ziuu que ue ha viurcitado lo dispuesto en el ullímILIQ.10 de 
i 

L a 	Concitituclón 	Politica del Estado por 	ser 	superior 	a 

J.51)0 	Ihild,.1ds 	Tributarias Mensuales, 	por 	lo que no v• 	ha 

tr0sgrddido 	el 	marco 	legal, 	además, 	sostiene 	que 	se 
1 

¿Iditkdic0 	la 	prnpueuta que riel 	aviuo publicado en el' 	Diario 
I 

nlItiLral 	y oticial, 	pero no su corrigió por el 	cc:mecimiento 

rptu 	du f!llo tuviuron 	los proponentes porque no se l cumplid 

uil 	vurm..1 eNtrirLa 	las baueu del 	contrato y do esta 	manura 

su 	trlui5grt:dió 	I4U bOVIWU 	1  y du obta suerte han 	dusultado 
. 

illt14,.; 	_los 	krulnup.,;(. 	quu 	uo 	hizo 	y 	por 	eso 	tranug 
I 
edió 	el 

Igh~~1. 

prindipio 	Uu Juualdad du 	loS 	licitantou y el 	de. estricta 

u.iooidn 	4 	149i 	haseu. 	 I 

Wicu  que si  st? duvolvió sin 	tramitar 	el 

dL.crI,Lu, 	u:il...1;11zilgia 	a 	1.00 Unidaduu 	rridutariau era 
r 

1.1)1::1,  Unid,Iduw 	y 	ul 	conocimiento 	debo 	dirigiruo 	a 	lou 
_ 	 1 
uruoniumou wegi:m ul 	artículo 80 du 	la Constitución! Política 

dul 	l:!itodu y 'n'a al 	interesado 	tampoco so 	ha 	vulnurado 	10 

f 
Lipbyjdd 	alill. 	l.A 	luy, 	ni 	su 	priva 	ildgitimamunte 	l'a 	calidad 

_ 

2 

Jkl 

1,1 
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CHILE 
,clento treinta y uno...131 

adjUdICiaarla, Luniu3C0 se amonaza o perturba %u derecho 

4 dau.urrullar una acLividad ucundmica y en 	la 	forma quu
I 	

lo 
r - 

douarrolla 	d 	fi. 	70 	y 	,idiguiunte. 	 1 	i 

	

_.. 	 I 

trA 	rontraloría 	acompaAo ducumuntos 'quil.1 	su 
•• 00~~,  . 

mencionan 	a 	fe. 	71 	y 	72. 	 1 	I 
-- 	 I 

a 	fq. 	7,9, 	el 	Ministerin 	dil 	Chrzs 	Públ licas -- 	. 

do 	la 	ix 	Kwg115H, 	hí,, tkunit 	que 	producida 	la 	adjudicacióil 	a 

(pdt 	au 	rufi.ure 	ol 	recurrente 	se 	envió 	copia 	de 1 	la 
1 

iruwoluciCdn 	NU 	iln 	du 	4 da octubre 	de 	1990, 	parill 	su 
1 -- 

rduletru 	4 	la Conirplorla porque su monto era 	inferioir 	a 

1.!:,04*.thlidduti 	Trlimlariaa, 	Flaw 	la 	Contraloría 	uu 	¿k1.214.1vo 
.--- 
4 ro11.511.1,1r4r 	141 r~luoión adjudicataria ustimandola vicii'da 

pGr 	la 	I.,k11.:1_ 11.2.41rmunia 	cw existió ontrJ , 	hora 	filiada 
1 

¡hára 	la 	techa do 	la aperLura de 	las propueutas 	fi)aUd1 	en 
1 

14s 	batJus 	Uvl 	rt...male y agsmalléle que se 	seRalaron 	ori 	la 
i 

plitellc - iL5n 	un 	los 	Diarios que se 	llevó a cabo, 	y 	quj 	el 
1 

miniuturio 	du 	Mora% Públicas en su servicio 	Regionall 	de 
1 

Yi.,lidad 	no 	tut.Jilió quo era un 	reparó 	eubtancial 	dada 	la 
1 

Lmoo....Lhilidad 	do 	quu 	tuviera 	conuecuenciau 	practilcas, 
1 

porquu 	no iha a sor rt:clamado pnr lus interesados, 	lo i que 
I -------- 	—. 

uo 	oLdurii:I. 	Milsode quu 	la 	Dirección ffiagional 	de 	ViaXidad 
[ ........ 	_ 	—.. 

IdiffiL5 	u4!Lut4.trio 	in“,i , tir 	en 	el 	registro 	du 	su 	resoludibn 
-__ 
NI! 	1172 	de 1 do ocLuUru de 1990 por oficio 	ordinario 	NI2 

t . _ . _ _ 	_...• .. _----- 	_ 	. 
Iliti du O do nilvÁ~lird de 1990 nilL2 la alizilloría Reg4onal 
......____ 
du 	1,:i 	Aradt:,411La 	:.11 	ahutuvo 	nuevamilnLe 	Cu 	rnistrvt 	la 

roterida 	rwáolucil'Jn por 	las razonas quo su saAalan 	un 	su 

utii:lo Z.l276 fuchadu un Temuco, 	el 	10 du-diciembre do 1790 y 

ialt:u 	dIcl.~nuu 	!:;u11 	rlhll 	aterimmi 	para 	la 	administr4ción 

aol 	Lutado un 	tai 	1Wrind que uso Ministurio ni 	ninguno 	de 

liurviciol., 	ni 	urqunibonod o uniUmUuW 	dependiente.% 	ha 
I 



Luis que por su recurso de fu. *y 

1.N /s. U4 y siguientes 50 agregaron 

ahLecudentub pc,r puri:o del recurrente y a fs. , 120 ,  y 

iscrito de "tengaso presunLe" al inrorme 

Laclo por" J 	t ra loríGÁ. 

Lstando la causa en eutado_pe trajp para 

su fa /lo. 

CUN LO nELACIONAPO Y WINSIDERANDO: 

Toluz.:x, ha recurrido contra la Dirección da 

1/4,,,41.1.11,111 y la Cumtrziloría Regional do la IX Región 1  porque 	rimmu~"._ 	  

cJi quu conuta de la resolución N2.1.1221 de 4 de 'octubre 

A2 1990, la primura aceptó su ofert por $16.1.14.45 para 

, ul proyocto "Con5ervación rutinaria camino Carahuy-Puerto 

Domínguez Km.O.OU al Km. 26.00". Indica que la resolución 

r~tir.J!  a Contraloría par,:l su rel;stro, /:c3a 

puuar du la fecha Lranscurrida, interpone el recursó el 10 

diciembre Je 1990, han pasado mas du dos meses . in que 

comhniqbw ul toLal diligonciamiento da la resplución, 

lu 1111Q 1' h4 	unormemunLut por los dostzmbolsos 

i2c.micus que hu hecho para ruali¿ar los trabajos] do la 

,Jhca 	 como no so la ha informado ni4Ua, ha 

C, Lim o ad que ello obIlL,co:? a t..1 quu du hecho, la -Dirección 

i 
kli Vialidd hn hubiere enviado maturialmuntw la r'solución 

y lc.pi untet:edt:riLbri a C 	 Q 	
e ontraloría; y 	quu d habeJ llegado 

• 

4 Ccmtralbri,1 ho lo r~tió para su "r7enlsIrp"  ,?ino que 

l declrO ,A 	w,a4b.1 ,kt 	c, uct a "Loma de rr. ¿tdn" 	la , con 	cual 

	

9:251.1~~gi  •  

w;;ct_.(lió nhs; ctrIbbcicJnes procodiéndose un forma arbltraria, 

y tn cuanto a 1,.¡ 1:ontraloría adem,ls o rsi SQ hubiery fundado 
------------ 	- - 

kfll iplu 1o ,,piyrLtkra (tu 1a propumsta S* verificLb a Ha hora 

2 

4 

hía 

oionto treinta y uno Vvelta....131 vta 

prw:edido un «torda ilegal u arbitraria en cl presente caso. 



,1J1.1( JUDICIAL 
C11111- ciento treinta y cloe...132 

(:ilalado un ol aviun publicado en el Diario Oficial yi ul 

r;u:itr.41, 	pum n ncl .  a 	la hura 	seinalada en 	lau 	bases 
11.1.•••••• 

admLnistrativa, 	wat:caria fue considerada por !lou 
3 
osítuntuu, te f.mperd, no hubo reclame, vulnera el 

principio du IrtialdaU du proponentes y afecta el principio 
5 

du la ignaldod ontv la luy, contemplado un el artículo, 19 

N9 2 du 	la ConutiLurldn Política 'del 	Eutado; 	su 	le 	iriva su 
- 

colidad Uu odJudicatario, 	que untaría violando la 	garantía 

Lit:1 	ts452 	''hl 	del 	miuffio 	artículo, 	se 	amenaza 	o 	perturba, 	su 

doroc.ho o deuc3rrolléAr una actividad económica que 	menciona 
- - 

vi 	VI 	 21, 	y 	su voi: uu amunazu o perturUa 	la libertad 	de 

tr...sbajO 	O liti 	prntw(ciún 	que regula el 	NW 	16 de 	eue 	9ismo 

1 
proLepUn 	logol. 	ido ,Jcogur el 	recurso y te d isponga qLle 	la 

Plroti.:ilimi 	Ou 	Violidad 	rumita materialmente 	la 	rusolción 
- 
L1/ 2 do M do oLtuhro de 1990 a Contraloría para el 	tramite 
__. 

do 	ruglut.ro 	o 	blun que so declare la 	aceptación 	de 	su 

prc.lwouta 	uoa 	juula 	a derocho 	y 	que 	Contraloría 	t debe 

r---- 	 1 
procunivr 	uin 	máu 	lrámites al 	registro 	Ut. 	laResolución 

. 	. 
roturida; 	• 	 I 
__. 

'..J1J. 	que 	han quedado comothuchoui dtí 	la 

LOULa y no hon LiOu controvurtidop luu siguiunteu: 
— 

¿I 	con 	fecha 4 du octubre 	de 	1994 	la 
-__ 
oírvLctUn Rogiunal 	do Vialidad dictó la rusolucien NQ 	172, 

quo 	acupto 	lo ofort:i del 	rucurrentu, 	ascenduntu a 	la' 	suma 
. 	 T 
do 111;J.114.471 paca 	lo ujuducidn de 	la obru á que el 	ilismo 

dorumonto 	wo 	rvlivru. 	Un 	lo formal, 	dicha 	reuolucióill 	su 
1 

diu:35 (:on 	LorJx.13...r 	do 	"pjillula" 	y uu diupuuo 	la 	romisi&I 	do 

c!11.1 a 	14 Controlnrío nuoienal 	para 	uu 	riulmuitre 	y 	coltral 

pouturiur"; 

(1 	por 	oficio NIQ 3440 du 	fecha 	iL 	do 

211  

2.1 
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sw 

OCLUbrQ de 1990 • 	Cnntralor  Renional devolvió 

	

N 	 

reuoluciCin 	DIrecInr Regional de Vialidad por lau razones 

iivnc¿Arldn la juriudrudencia indicada en ól 	(fs. 

qU v rm); 

	 0  por oficio ordinario NU 15W3 dE 

nuviumWC: del ...1rie 1990, el Director Regional du Vialidad 

ru.L(.41)G, Idi ,rril'In del criterio wípuesto en elloficio 

    

,„„ 3440, 	.:-oltez.t. mencionado pidiendo que Sta rIpctiuran en 

'citada 

defjuitiva las reueluciones a que se refiere entre otras la 

N9L.4-7.,;= (rs. 46); •	 

que mediante oficio N9.1 :5276 dt0 10 du 

0.clembru 1.1(4 1990, la Contraloría Re ional de la República 

21117Trirrilnevamwnle dar IllicaorInniár  a las resolluciones 

HUs. 117. y 1172 Uel Director Regional de Vvalidad, 

acompaFíande esto vez copia fotostatica dl dictamen 19U 

33263 du 199W del Organismo Contralor Central 	evacuado 

eupecí(Icixmento respecto de los documentou de la IwupeCie 

(1. 52, 19 y '50). 

En este Ultimo dictamen UQ d'id 

establecido, ademas que las resiolucioneu en ruferegcia no 

pticult..n tinler el 
	

d "eEentas" toda ve: que su monto 

. tzuJI?ra 1, 	1.500 Unidades Tributaria 	Mensuales Y que 

  

cunformu ccm ul articulo 5£1 letra C) NU 2 de la resolución 
• •..m...mma • • • • • . 	• 	 •mm 0.1•• 	d.1~.• 

hIg 	Ju 1'U, el icor Contralor Ueneral de la República 

Liu LTitzuurltr,th .Ifectas al trámite ciu "lnma de rn"; 

quu el 21 do diciembre du 11990 por 

rev.ú1ut:11:in NW 1'..6t3 del Ministerio de Obrasiblica 

DirucciCpt 111 Vkalidad IX Región, vi ,  ruchA:á la propuest¿k 

      

públ1La pr. J1 1,1 "Conservacien rutinaria camino F:arahue- 

[ 
PuurLu Doillínguew soctor in. 	.W0 al Km. 26,00 y sei  orduhd 



1 	1  
..t;elnci(!Jn 	oí 	7 	de 	(:nuro 	último; 	 1 

I  I 
. 	que 	formal~nte como 	lo 	indica I 	la 

LnnLraluria 	kunInnal 	a 	fs. 	b7J, 	el 	auto 	acordado 	del 	la 

, 	T  
V;a:ma. 	CL)rtu 	Ijkiprt~ 	du 	29 	do 	marzo 	de 	1977, 	que 	regula! 	la 

1 

Ir111,11,+c1ón 	del 	rw:ort;o 	do 	protccuin 	contemplada 	Uni 	el 
1 

.trl.Pulp 	20 	de 	la 	r:onstJ.tucion 	Politica 	dul 	Estado, 	dimrione 

lil 	uu 	NQ 	I 	qucl dtLho 	recurso 	au 	Interpondrá 	dentro 	Idel 
r 

l a.k..- - 	r,,(,LI  _i_L 	clitic,rH 	días 	corridou, 	ante 	la 	Cartel 	de 
.4.1. 

i 
ileladiunut. 	un 	cuya 	jurisdicción 	me 	hubiere 	cometido' 	el 

1 
Ic.Iti.) 	o 	incurrido 	un 	la 	omisión 	arbitraria 	e 	ilegal 	'qui/ 

1 
L..:41cini.: 	prlycti,n. 	perturbación 	o 	amenaza 	en 	el 	legítima 

1 
.!jereicJo 	de 	lau 	qarantias a que se 	retieru 	cl 	ciltado 

i 
pr- eceptu 	consLituciunal. 	 I 

1 
De 	la norma se infiere que el 	recurso en 

r 
e;:amen debe ser deducida dentro del 	termino fatal 	de quince 

' 
lias 	corridou, 	contados dedo que ocurrió el 	hecho que 	lo 

lfwera. 	lrl 	lp,st(c,iso, 	de 	acuerdo 	con 	el 	propio 	tenor AM ! 	del 
I 

l.bule de 	protecc.N'Jn, 	si 	bien 	en 	el 	caso de 	la 	DirecciCn 	de ,....--.. 1  

.siulldad, 	a 	V:ste 	se 	le acuua du 	una 	eventual 	omisión, 
1 

Lcal„%lidoue 	du 	1;4  t7nr,11-1112.:ítmlusiljnal, 	la 	se 	d.irige swinWn 

1 
!!spedificamente 	y concretamente contra ella 	para 	el 	co en 

1 

pit! 	el 	argan)-mu 	hedianill, 	no 	au 	haya 	limitado 	"al 	sxmple 

;edi,:itro", 	de 	la 	resolución 	NU 	1172, 	la 	que 	"e;:cedería, 	del 

haro 	legal". 	Hl 	consecuencia, 	la 	¿cdin 	recl¿Imada 	y 	que se 

-,Ulina 	Ileq. 	.4rbitrar1ll....pe 1 	,\cto 	Juridlco 	en 	vLrtud• 
....... 	____ 

í 
h.:1 	ckla 1 	1 ..1 	rj,rt tra.1 or ,Lii, 	e4vc1e 	ren 7 S tr- J,r- 	'Qra 	y 

;I1/mi, , ,h2nto 	1,1 	1.:. ullicinn 	N9. 	1172 	Uu 	1990 	du 	1a 	DIrcidlón 

4 

111 

II 

CIMA.; 

,cianto treinta y tre8...133 

conocimipnim del contratista Luis Kamíre: Tolbza 

aludida 	 ( fs. 	34), 	Y 	(21 	recurrente I ha 

suutenidu que sel;Imente tu vo conocimiento du 



IaJoLunal 	Vi:Ikidad la r(' ,r-rylit') mediante el Nn oficio 

. treinta y sirca Yuoltu 	133,vtle. 

i 
WilU 	de 	let:h4 	..'. 1 	du 	e(Jtubre 	du 	1990 dirigido 	a 	la 	autoridad 

emisora 	del 	acLui 	eqto 	es, 	al 	Director 	Regional 	de 
1 

Vialidad. 	 1 

111 	respecto, 	cabe hacer presente que 	el 

rucureu 	dw 	aul.o.z 	ha sido iptrrniT212  con. 	fecha ' 10 	de 

dics(~bru 	11 • 	1951 	(fu. 	2), 	con 	la 	finalidad 	concreta 
........~.~.--, 

-aunque 	tics 	la hulla aparecer como eventual- de impugnar 	el 

mencion.4do 	cificio 	N52 3440 du Z1 	do 	octubre 	último, 	del 
-- 

I 
ConLralcr 	1 .02111una1, 	afirmación quu puede hacerse 	pon 	la 

I 
lu 	lecilwa 	dul 	recurso, 	en 	que 	su 	muncippa 	la 

- 

Dirr:cuiún 	du 	Vindidad, 	como al 	pasar 	justificándose 	la 

iill.%)f. pouicióu 	diJ1 	mimo 	fuera 	de 	plazo 	en 	el 	muy 	imerobablu 

I 
tilunt..ie 	du 	usu 	Uurvicio. 	 I 

i 
C s 	dable 	reflexionar que un 	mlnimo 	de 

111 

oil 
diligunciaw. 	pur parte del 	recurrente, 	debió 	impuUarlo 	a 

I 
concurrir 	trucu~nuntu a la Oficina Uu Parta del 	t:ieryiciu 

1 
Je 	Vialidad 	para 	inquirir noticias sobru 	el 	estiado 	de 

I 
Iramitaciói 	do la reuelución que lu interupaba, 	y gue 	por 

lo 	t,Inte, 	no cd!. 	verosímil 	que no 	haya 	uutado 	ir iformado 

dbru el 	parLicular. 
_ 	—.. 

Concordando 	con 	la Contraloría 	ilambión, 
I 

du 	lo u::pouutu raparecu que aún 	on 	el 	evento cJo ue.dt.: 1 masio 
,-- . — 

que 	el 	r 	I( 
I 

t:~Il 	rufaridu 	ha 	Cunstituídc 	t., - ,1 	,cci.:n 	del 
4' 

I 
Ciirllralor 	l' 	fi. 	tunal 	que 	ha 	vulnerado 	las 	g¿Irantias wmilamm~  _ 	---- 

cons,Lituclonalum en cuyo resguardo se puede duducir recuruo 

I 
du 	protuk:ción, 	ul 	plazo 	f¿ttal 	'para 	inte

11
rpenurlo 	5e 

* 

uncuutrada el .:vilclduf 	cuando 	el 	intereuadu 	previefl?tó 
t 

I 
Lorrugpondiuntu rPcurec; 	 l 

I 
.W. 	quu 	nn 	puude, 	por 	otra, 	parte 

1*/ 
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Id/ o u.. 	s. • 1.•• 	A. ••• 	111.:1.9 4141 Ir. g s , 	1.1411014 	WWWWW r sA y 	di-111G~ 	111.115 	lag.  riru. n
I
Qb 	' 

al411 	prolijamunte 	¡Analizados un 	el 	propio 	crito 	pl*ra 
- 

Iol,,,, trIm:ur 	umi 	~Jumentos, 	juridicos, 	porque 	upo 

mpurtaría suutonur que 	lo rauuulto por la Contraloría, 	l en 
I — 

que ur u;:.i.mina, 	sólo producu efecto dedo 	que 	l ee 

tilifIL'i 	al 	liliganlo, 	un 	circunutanciau 	que 	ue 	trata 	dulun 
1 - 

11j 	diriqido 	a 	13 	rnpartición 	pública 	que 	remitió
! 	

a 

nntrol 	prevunlivo 	du ilegalidad ul 	acto 	administrat 'yo ' 
_- 
:1*t:illentd, 	~quo c.nn una 	fórmula que no uu ajusta 	.a 

_.- 
la 

uualrad 	vigunle, 	y que us 	la Contraloría 	14 	llamada 	a 

alifiLar 	en 	uu 	último 	caliu. 	Pur 	lu 	tatito, 	lou,.0funtrju 	kJel 
I _ 

II L.  d.1cLamt:11 	han 	da 	antunderuu 	en 	zu 	relaciión 
l 

inculanlx: con ol 	rvicio público respuctivo; 	I 

que 	un aute uentidu, 	uu 	dul 	ciase, 
_- 
ucorJar 	qm./ 	la 	función 	que 	el 	articuln 	HO 	de 	I 	la 

. . 	- 
:1.11titución 	PolítAca 	¿issigna 	a 	la 	C:rntralnria 	Ceurali da 

..,,,,r- 	razen 	du 	lnu 	ducr*Los 	y 	rusoluciones 	que, 	I 	un 
1 __ 	--.---- 

nntormidad 	,A 	la 	lr.l.y, 	dueen 	tramitare* por, ese 	organismo, 

u 	ujurcu 	rualluclo 	dm 	los 	actos 	quu 	emanan 	de 	Ilas 

ntorldaduu 	y 	uurvIciou 	quu muncionan 	uu 	Ley 	Orgailica 

cait,tiLuLional 	MtlIvl 	'T 7.4.› 	y 	de 	los 	demás 	quu 	duturminen 	ilos 
loommilmisio 

LgIn1J 	1uija1nli, 	du manera quu 	la ducisión 	que 	uu 	alloote 
_____ 	 1 

1,1irw 	!..;11 	(.:pm.d.1Luicton¿Alid.áLl 	U 	ilugalldad, 	dolm 	(:vimuntLi4 	4 

14 	PillIdod 	dP 	1,1 	1:tiill 	mliwicd3 	ul 	ducrutu 	o 	rusulucln 	y 

1...i , 	111, . 1 -QI:u 	rnnt-Amil 	uLf 1 I 	Util  la .11112b 
- 

r- r , "t ir ,:ri - 	.ill'in 	p..kra . 	11.-)r, 	tureurns 	quo 	su, 

7 

II 

1U 

.12 

1 

/3 

por lu ditLermInJull!)n Uu lo c:ntI lUdild 

pkw,tu quu 5141.1 tratia 	un propunclunt0 

JUDICIAL 
C1111.11 

ciedlto treinta y cuatro...134 

/,tirbi: quo dic7hu lpso no uu empeaba a contar reupw;it' 
L  

rucurrento per-cilio aún doscunoca ul dictamun de 
,11

1a  



Y -C71JYro ciunto treinta 

a 

O 

1 1 

[ c.;:itstió r,:quoriffil~ch previo al tino di+1 intHred0 rUICIa 1 

Cuiltralrí.1 qm. inntivara la nui:utáid4dr1 	notIfil:arlo el 

	

Id 	 N1.2 	nue centianu u 1 actu que ocasinna su 

ructiruo; 

hP que, a mayur abundamiento, cabe 

rusulLa lógico nue las prenunciamientas 

ilirig¿dou 	rillpuutivos uervicion públicos y mudiantu 

cualut, la Cuntraloria so abstiene de tomar rar.L'Ini da un 

aclu arlmilin-J'r.t1ivo, puedan posteriormente ser impugnados, 

Gualquilhr lwmpo sobre la l.)41"iel de la mera decharacian 

1nrmulada [m'u el interesadu en urden a que lo desconoce y 

 

14 m   

para el CAU de e;:istir, puestO quo tales digtámenes 

prnthwi(Ii) ol efuutu quo lu ul prapiu, de imoqdir que 

la ato rupr~ntado adquiwra eficacia, como us¡ en 

quu tambien iqlur  0114_,  urinalar un primur trmino, 

que UU 
1»1  

rf2curuu 	1-.11,Ántu 

que utz rul,u14iLi.'.1, 1\1! 1172 de 4 d54 octuLru du 199U un 

Jt! 	 t(q.f,r-  1 ml 4.-..n1 o dr,  

alvdida 	y porque/ adumáu, en el casa en e;;amen nu 

-o  

7c2 quu pur eutas circunutanpiau Y 

purtwu ul ructirliu ha uido inturpueuto Iftiora du p1az1  legal 

ra;:onum pruculia1c.lu con ul eHamun de la acción du prptoccieJn 

dnbo sor dut.m.,,timado; 
• 

I 

que, con todu, y prosiguierdo por 

I 	, 
dítj.11~3a LitaL la WirtJCL:iM1 de Vialid ad rumita maturila¿mentu 

.41111 su agroga a fu. 1 a la Cuntralurila para 
1  

1 

11J 

I t 

/11 

idaU nue gnu 	un 	nn 	r,nuitv.ntr.1 su luto a n171.- 	fnri 
4 	mmannme. 	 

gazjimam,,m) 	1 a 



1. 11gusli=14 vo 	)1 ida 	a Contraloría Rugional su 

Id 
ii ul ;IrlitIoltJ ull y U:1 0.112 la Constitución PoliLica y uni su 

quo Qb procedentu duJar eutaUlecido 

uncuentra k‘i: la munclon.;.da ro111,11141JUlmiljm1172 du 1991d, bQ 

1.1 

14 

1 

du ronl,:itra, tanto 	dicho trámite no 

nrimeramuntu y ueoundo, pordne justamente esa 

du dicha tramitación, so laIlzió por  medio de 

Iriscción do Obra% ~ticas en la materia y nuevamente el 

wnoniumn Lontralor por e..: timar improcudonto bU rtniutro se 
r 	 

Mutuvo du nacc!ri() pnr manera, quo Que circulo ya ' se 

.ndue.ntra cd.rrndo; 

quu por otra partu es nwc*sário 

Ir.ner un cunuiduradlon que la to;tr1orjI 	butdnersU 

de 14 reuulución NU 1172 do 199U, doj la 

legicinal do Vialidad y emitir al respectol su 

.11( Id dLwuldtoriu t412 191 du1 mismo aRo l  no ha hacho otra 

qu Li 1 	ul td prtjti y qnQ correspundal al 

:uollralor Gvnurni de la Hopública l  dultnado por C:stv enilos 

unir4lorut. 1<ugion,qtt:.o un la rwsolución NU 21 de 1972 ylsus 
•11•111,  

~dJtic.tolon•.d pot,turioruc, du acuurdo cun lo estaUludido 

Oruánlo... Lon..,titociunal NQ 1.14.,111; 

IcrtJ 11 cL&iLr.ip_Ito de toma  de razOn por cuanto ac pta 

por valor de 1.16.114.47b con fucha 41 do 

II 

I 
, 	I 

•fio — 

• •• 

ciento treinta y cinco...135' 

do 	vor consigusuntu dicho valor Lo‘me:u= da 

irt1,1t1:.,r1On 
mwIrinalos, calculaUau úuta51 do 

•••••1 

:11 ILUI:rdU con tu :Idnelado en el artículo 11 du la rusolupOn 

L!!1 L 	du 1~, dul Urgnismo Contralur que dilipOnU 'que 

numurcd guu ruprut:IlLan lau Uniddus 
4u danLid4du 	Ia  

4 Uplu 	ruliere uuta re.oulucion, ddlerminada 

el 	 UQ Impuestos 
	lnturnou serán Hau 

alink 



• • • 

; ir re..ipun0JontQ” u 1Oli MUZCS du enuru y jullo Li. C1Lj4 	Ku. 

el,tu fundo 14 :Suma equivalente 4 l¿I5 Unidad QU TrlbUtari451 

je cinc:ro purmanecur-In inalterablos hustd junio incluuivo y 

,"Jt.. Julio 	dlciomUro de/ aPin ruupectivo. La Unidad 

r luutarl,A (:urrre!,windlentu al MUS du j ilio du 1990, 	cuyo 

.alor do Luma un LunuiduraciOn hauta diLiemUre del mismo 

ki;J alcanJO a 1, 10.634,16. Por cundiguluntu ol 	cdntrato 

ráursClon0011 	por ri., utuOlOn 1172 de 19914, ul tunor un 	valor 

Un.dadus Uridutariuu Munuualuu du Lonformiclud 

L'Un t.11 articulo tit), lotra C), 1\112 2 da lu ya citada 

rurSoluClu 149 1010 du 19130, cnedá ,Ifl.pcta al Lrmite UQ toma 
••••• 	••••• 

• y uu 	unr:onlraba drJ1 mi tnoI, como 

i 	 en el recuriso; 

quo sentadu lu prumila dnLurliur, ue 

   

nweesurio Luner presunto el inciso 11-: dol articul de la 

CarLa l'undamvnLal diupone quu "un el ejercicio, de la 

tnción du dunLrul du luyalidad, 11 1 quiptralnr iGeneral 

rr Ju luu ducretos y ruuolucuiunew 'que un 

eun I drmidad • a 	1itá luye, duUun tramitursu 	flor 	la 

tJuntraluría u rupresuntura la iluud/idad qua puedan 

udulucur, peru deberá darlas curso cuandu 4 pusarl du su 

u1 Presidente di la Repúdlica inuista con 

1,1 	Ikrm..4 di/ lodu huta Ministrus, cuuu un ul cuuli dt,tura 

Unviur cupia du lou respuctivuu decretus 	la Camara de 
• • - -••• • - _ • . • _ 	 M.EMII••• 

Ln 	IlJnijún CdUL1 durá curuu 	1 oi 	crptos do 

q‘b..LuG quo wiLud..t ul límite wuríuludo un lu CunutiLucidn Y 

rLIIILLir,N 	(-Aqui% 	íntwura 	de luu 	Lucdn t.i 	a 	1,1 tui 

• 

C,Iimaru; • 

 

    

que cumu puudu advurtire por 

      

uHlrutwQ del conutituyunLu 



pICIAL 

_ alt1  

ciento u:cinta y asís...136i 

lo% oicu4ullldc./on41ida 	u d C.) IlgallUod du  

juieb y rut,utudloi:uu ul,tá rfildicada un 	tclrma 1,4 >: 1 
	1 V Y 

      

      

i,":111yudli! 
>1- 

ul Cod1r4lur Gonural, y Trunte a wvu acto de 

   

114•1$14111,iletepli 

 

1:1i ILI 41111.ir I Le 	cabe 	lu 	• inuiutenoi. 	Oul 

       

       

      

1.1 hupudilco, o un uu céttiu 14 lcuyidi Oul 

Cimp-LkLuLludol Lratandouu du 14W IiitUbACIUOJU 

.!,puLitid:it, .4 4114u 	IiiI 	iL incisd 	del mitsmo articulo 

ylo do 	uu oi 41.untn Uu 14 uhpucie. Cunviene 
••••••• 

,Iirutjur quo u t 14cultad privativa cobra vbpecial 

cuuidura que ul Urganlamo Contralur gaza 1,1 !vt 

Q.1.,U11: 101mdia, do r~ 1:uneLitucional, según lo dispuuuto 

, 	I 
l ckrtiLdlii U/ du lo L 	im 	 n uy Supra, atributo usuciul quw 

iu gitrod1.4..:a 1U 	uhuoluta independlíncia do los ~nes 

/1  

— 	 
rq:Allos o1 htLad 	Udu au. 	uol la usp ied ec 	puos, la Cun trl i a?ría ,, d  

duulcu du 	cumputuncia y con las atr2buciunus 

I 
1iiii::pr 	lu confiere 1M Conrititucidn y la Luy, 	ue 

~duro qdo ul prunuuciumiento que bid ObjUtiAlflU U:5  

pdodo 	dlii‘rtaxtr•drlp  tudu vu..;  quu no uu 
• • 	0.•••••.•••••••• 

lul.ure du 	onLucudunlus quu la deciulCm L1(.1 la 

,4141wLdud 	ruLurrido 
1~11111••••• 

wate inspirado un ul 	ujuridio 

de lae mertcionadaa atribucions 	do 

dUU U10 dondurriendd WIDO primcr prusupueuto citt 	la 

du prid.u.41511 QUiAl UMI que umiuta una accir u 

um4ulán arLitrary) o Llou;r1 por mucJia dul cual una lusé.sona 

1rIVOL:J1.41, 	pUrtinljaCIOn 0 UMW1dJU en el 	leg Itimo 

duruchu u wtr,1111; 	quu eutublwco el artículo 20 dO la 

 

------- •~I•• 

dul Estado, el r(!curso no Uuede 

 

pi 	ll.!1'•,t 	; 

11.! -que para naceruu cargo tomUlun Idu lo 
	1 	 

do.0 1.1 	rt!,.drrudte un ordun 	que los mulivuJ que 
•••••le • 

.1 



:144 - 

^ 41.3iib ,..1 	1•14.1••••• 

h;:tdrí,:t t.ui.Jt 	la LNntr.41oría 	r • -5- y tramitar N 

ru!-.0locián 	NI.: 	tlfJ du 	199U dw 	la 	Dirección 	de 	Vialidad 

pnrildu 	ia 	apwrLdra liQ la'propuesta quu su 	adJudicara 	en 

ulla uu etdc.tun ¡I 	la llora señalada en el 	avisa publicado un 
- 

1 

4,. i 	luitrio 	biti•ial 	y 	n 	el 	diaria 	Auutrál 	quu 	no 
-- --- - 

curruhpolidíwn; 	u 	1lu 	fijadas un 	la bases 	adoi-listrativas, 
_ 	 .. 

Ilikchu 	que 	fui 	c¿ilificado 	COMO 	irrwhavante 	par 	'los 

¿I ti lLuoLL!1, 	,II 	.3t.t.r.) 	que 	tu 	fueran 	todou 	lcku 	concuruantus 

lata 	udialrid..id(1, 	rorilonaluu 	de 	OUráu 	K4b1icau 	a 	uu 	parecer, 
--- - 

dubidu 	u ullu di 	principie de igualdad du 	loe 	licitantwe 
------..- 

inispió plunamv1114: uarantizadu por 	lu quu 	pide quu su ideclaru 

quu 	la 	..LL'3LA4. i 	Uu 	eu 	prupueuLa bUil justa a durdche y quu 

_ 	 1 
J u 	>lrutdJilu 	du Vialigad dube 	rumitir 	maturiulmonte 	la 
— 	 I 
'ruullicJI:in 	Lmilau 	veces 	inividual 	áuuU 	lü 	. C:untraloria 

i 
IL..1.01.hiG.k1 	poru qou 	proceda a uu 	rugiStro, 	Uwbu 	a):presarse 

i 
qo, 	4.:._k 	.ito4jahcit'lo 	1.4mbián 	dutUu duseutimaruu, 	zoncomJánd~2 
- 	 I 

t - ol 	lu 	4otur~liu 	por 	1:% 	Cuntraloria 	a 	fs. 	b- :.5 	y 	ulguJ,untes; 
- 	 t 

1 él lid . 	que 	la 	Contraloría 	siempre 	ha 
1 

1.\ 	
wt.1~du 	Ifivari4b1wmunte 	que 	el 	prneddl 	'ci 	(-11.1? 	la 

.— I 
II 	1 41111 	1.4 i 	1 3 1114 1 	I 1„4:.1 	kit: 	rijw 	ir tnc i 	J-slmen te 	Jar 	(1i.a, 	Dr .1.2..C...i....1., 

' ' 	 - Jr• 	 — 1 
14i di. 	dt!ruGliu 	pi'dflil:u 	que 	eon 	la 	uUservancia 	outrictaide 

-2---- 	........... 	--- 	4 
i 

l' 	 4 	qui, 	ráju 	ul 	ruupuctivo 	contrato 	y 	la 	lcu , 	didu 	lou 
-__-_ 	__..... .....__ I 

lah. 	Ll 	prImefe de ellus 	radica 	en el 	hwuhl)idu 	que 

I 
luu 	ulauul.m. Ow 	lau balus administrativas 	constipaye 	la 

i 
tuuliLd 	1ir:ii;c311,41 	du 	luir 	dureohew 	y 	UUlly4CIOnew 	Luripo 	Uw 	la' 

r 
udminvuLrar ik5ii 	Lum0 	LIU 	1UG 	apsuluntww, 	Uta 	manera 	¡ que 	tiu 

lcault.aln!h.lúlt 	(111hvrtíla 	Ludu 	ul 	.pruCudimiunto. 	1:1 	der.o 
rallW  .-- 

1.u.  II it: ipici 	si utr ...in 1.1 »a 	thl 	acLulAcidil 	lmparclul Uu 	1 u 

1 
admi131.2tr,ái. 	Iruntu 	a 	toUuu 	lus 	prupwnwnLue, 	yi 	a 	lul 

• . -- 	. 	. 	 1 
tivuillu411.., t. 	‘• 	p1.t.:11C1411$1.11 	upouluntde, 	y 	p..ir:á 	dl lo 	du 
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lo 
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tuipuruuNJ1uti 	du aplicación grneral Y o ti umtryma 

abur cuLurrentu ..-d2pdada como tales, valu ducir, 	por 
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Arsprwwc nd 	qu'o las Pasas 	establezcan 	ruqutos 

irL'IIL:i. 	Lumplu 	t$ 	la 	auLuridad 	.11Uministrativa 	vular 	1  

ptirquil 	amLusa 	priht:iplus 	wumn 	respetadus 	(dictámuntlsi 	N12 
I $ 

db, 	1~ 	yU.1....:::.J:3 	de 	19(92). 	 $ 	1  
1 

Hl 	la 	lidiLación 	du 	la 	1.2spociu 	las 	,1).';sigul 
~~~ 

allov$119.itr,(LIva 	uuliul-rAl 	establuciwron 	un 	lou 	inturusee 	un 

Lir 1 it:$1 1 h 	l'll! 	t ii 10 	las 	pos turas 	du 	1 as 	propues tau 
— — -- 

r........, 	 
se 

4!ip$:tuarí,a,,en 	lall 	luchas, 	hora y 	lugar 	ostablucidos en 	Ilas 
._--- 	 $ 

h~b 	,Idinlh4t•Lr4liv$:ts 	espucialus y un 	conformidad 	a. 	lo 
— 

IlL414:tbsto uh 	ul 	í. 	u1 	LIZ 	del 	reglamento 	para contratos de 
— 

uhreiti 	pL:lhlJeas, 	$r$ 	particular 	un 	sus 	artículos 	:::1/ 	y 	"J,0.IPor 

r 	L1.4 	ho.ius 	administrativao 	uspecialuu, 	eM 	su 
$ 

ar.  L í L111 c, 	/,...: 	5.$$..1..i..$ 1 ;Ir oh 	que 	la 	resolución 	y 	apertura 	du 	, lau 

propuubla% 	t: wrutAllara..., 	en 	las- fechas y horas 	que. 	%e 
—. 	 1 

1.h.i.“, s11• 1 	4 	Lunlihuación: 	"Propuesta 	econdimica' 	an 	1 	la 
1 

iucruLarla 	Kuuldnal 	Ministurial 	do Obras PaPlicas 	de 	1a1 	IX 
1 

ÑpyLón, 	t:allu Dtt1w4v4 Nia 590, 	bº piso, 	el 	2b du 	septisporw 
— 

Uu2 	1990 	a 	lvis 	15 	horsau." 	 I 

1 r1 -7 	publicacinnws 	ufuctuadas 	un 	1 	los 

1uluti 	Wicidl 	y Austral 	indican como fecha 	y 	hora 	4u 

' --. 	--- 	 I  
.ipurlitum 	Uu 	1,t,-. 	prupueutas el 	25 de septiembre du 	19'40 	a 
____— 	--- 
1 $!. 	11 	hor$,!$. 	Lou 	publicaciones 	y 	la 	apertura 	. a 1 	lim 

prkvituul..as 	luvrou 	lug4,--  ..ncontr,Ivunción 	4 	141 	dam ,u por 

H$ 	$.,~1 	,.,,r2 	ha 	. , ,,,ir.,,,f- 	dn 	el 	principio 	du 	Igualdad 	de lo% 
..._. 
111.1Lanlus, 	y 	t.0 	ha 	v , 	-rado ul 	de 	estricta 	sujución 	t 	las 

11,1', 4 ."a 	j 	 1 

1 tv.,1. - 	cl  u d 	t i11411~ 	11  i ' 1-1 rl 	consIdol-arus 
r 	 $ 
..1- Lttr. 	laci 	jy 	itl.u.4cionus 	de 	la 	qintro,ltria 	Rogionall 	quo 

t. 
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LoHlr.slor, 11~11 .;,(:! limitó por dos veces en oficio 	fundado 

COmo 	ha dIchu Nq 1440 du 199U, y el 10 du diciembre dul 
- • 
. • 

ffilLIMO CiliU por csticio NW U:5676 ue informó lat¿vnente, 

GIcümpdií¿IncluUu Lncluso rufurundia du dictamen du la 

LunluolucíyA Uunoral de la HwoUblica y jurisprudunciA que 

apoyu t111 port:Lvr, 	 1 

LeJ9 - que no ha rfl:istido discriminación 

      

1 
dwl rucurrentu rjuc1u 	lats cousalutá ,n(nuna (ira 	C.:GOL 

      

lipmcatlitu ror la iiIntralorla para duvolvor sin tramitpr 	la 
•~•••••• 

N'? I  du 1990 no dk:ciun relación cpn uu 
	 amerew 	 

,!rt,uhle% 11110a 	la irruuularidad du proceUimienl.o de 

I 4 - 	 uc n CIUM hl* habría formulado igualmen t 
• ~1~~~~1" 

1 
(liai(rulura hoblutio uido ul corriente favorucido cpn la 

^ 

cionto trointu y oloto vuoltu 
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0.11:1,.(AU1tu  1 i  11. ar un documento in:onto du toma del razón 

ittudr LK:  rsu 	 porque su ha indicado 

wAu pnr  un rnntrutn  ryu vdlor  de 1,;515, 

ilolaiddwb Irinntorlau de acuurdo con las normas iegalus 

tal UramataLion y nu la quid indica Rumiruzy Tampoco 

• v,aludizro Lit,tuLu tel actor emprusa que no su 	lu dio 

lonot_iwiwoLu dol ut..1.ado del documento porquu lo Cuntraloria 

lniCoM4 oh twq,Inivimu, y es de responsabilidad de este o 

d.41 interwáado tal conocimiento pero no del organismo 

adjudicxionuu. 	 eu posiblu uuLener quo su priva\ 
_•.•••••____- 

1y1 calidad adjudjuaturia que dicu tener 

1 
ruturramLu, aUviertiwndo quia no ha dado calificación 

juridi.  4 1..0 "dt~:ho" du adjudicación que dicu posucfr no 

1 
1.."11~11 IIMFICIMia LA qnrantla constitucional quu en.(i*Ju9 CdULD 

.11.41)Jurw ifi-,Lont4cldu, munos ¡ludri -1 hipott5tic-Ilmente 

    

.•••• 

 

• _ 

    

un la IpIrmiLim qua 9torga el N1.2 24 del artíclo 29 

du la CunutiLuci(J,n Politica del estado porquu ,  (11 

. • _ • • • - • . 	••••••• 

•~.• 

el 



lidjudicaLario" pnr consiguiente, su atrimonio no 

ro puden L:arLa i-bild'Aillubtal. Un talcos condiciones 

r, 1.  purttIr11..tr tulus garantías constitucionalus las 

1os oh ubn du sus facultades lleven a sfucto 

-- 
I uirido 	lubión alljuna derivadas da 	la % actuacionuu 	da 	1 . 	 I 	a 
1 

LI.,blralori¿I  I;1".olobvAl.  Madióndoso 	quu 	los 	decrutos i  y 

vkl, )1ucionut,  di!  1.1  udmvnistración 	sujutos 	con rol 

rru~Livo 	do 	la 	lutjalidad dm la 	Contraloría 	no 	pu lvdun 

.)4:.:L41,Art.»  mil..nUr‘lt.  bu  h«,yan 	cumplido 	con 	WGW 	LramiLe, 1 	lo 

I 
t¿4111puco  pucmle  hacerse 	con 	aquellos 	qua 	hón 	Ildo 

, 
I 

1.,iraj.4 ub 	por 	Vb0 	organismo. 	estos 	principio 	adymás 

~:nantrun ..Iii tunda~nto un lo dispuusto en ul 	artículo I 	
89 

....-- 
••• 	• 

du 	lir%  Ley 1b.U40 un lo texto refundido 	aprobado 	por 	el 

Docroto NU 21/4 dul 	19U4 dul Ministerio dw Obras Púd1ic4 	y 

dul 	Neglz,munto 	para 	Contratos 	du 	Oras 

I'Ciblic,1,uprídiodo 	por 	Ducreto 	N2 	134W 	dw 	1965 	'del 1 -,-- 
ULFILIJturIn  de. 	Obran 	PUblicas 	y 	me 	módificaci 	nus 

pi.sLuriorws; 	 I 
I 

que 	tIppoco uu 	ha 	amena:ad° 	el 
'd)  

dl,,r1?rno 	a 	dflbarrullar 	un_a 	artlyládadaronómica 	al 
------s----r 

t L'currun te. 	:.iJ.ri 	embargo,  para 	al 	Caso 	que 	ella 	consista en 

Qi ~echo "a 	la  1iburip..........-22.5.1 c...1.11...ZWJD jicz...y.2t.i..........A proteccidn" 
.. 

Y 

"Hl uilLuwrhn 	nurrnllar cuainui= actividqp económica que 
...____ 

nu 	1.k:u 	unntr.iria 	u 	la moral, 	al 	ardan 	público 	o 	a la 

!mgurid¿Jd 	ilaclonal, 	rusputando 	las normas 	legales 	quídi  la 

ii,:g4tIdut"  uuLuhluciduu 	un 	los Nros. 	16 	y 	21• 	dul 	articulo 19 

la LuJnlitItticáon,  es  preciso poner 	ad 	relieve 	que ,41j1bas 

,1..r.ailtlal  colv,,LILlacLunalue  deben  e  ,.rctir-IiH  de  cnnFQrm dmd 

1.thil 	l'1.rill'u.JALLI (11  ir'llal  establecido, 	como 	aparucu'do la 
...— 

ciento treinta Y ocho...138, 

pa'trImunio dul  Ilamíroz TologA no ingruld "tal dsrucho 



cionto tro1nta y ocho vue1ta.11138 vta. 

- 

01.~.hou colistilucinpales predicamento ron el determinado 

otuL.I.o 	dt: 	cailtel,Ir 	el 	ordenamiento 	legal 	vigente; 

AbIt 	que 	por 	las 	razones 	que 	se 	ha 

dutzarrolldo 	di.:1)(2 	dwihscharsu 	el 	recurso 	do 	protecciOn 

1-IduciOu 	il 	tH.'.: 	por 	Luis 	Ramírez 	Toloza 	en 	contra 	' de 	la 

UlruccLiSn 	lie VLJilducl 	y de 	la Contraloría Regional, 	y 	visto 

adPniu 	hl diepur.vito an el 	Auto AcorUado de 	la t:xcma. 	Corte 

doprubla 	do 	29 	du marzo de 	1977 	sobre 	tramitación 	del 

ww' 

- 

, 
ruclhico 	día 	proturción 	da 	garantías 	constitucJonales, 

	

-T-- 	 1 

jIrLáCUIOn 	IV 	1,4 	2, 	164 	21, 	24 	y 20 	Un 	la 	Constitución 
, T 

costas HiliLLCu 	de 	3.-4 Ropública se duclara 	'IN LUGAH, con: 
.n4 1 

Hl 	rHcuruo ou prntyl:ción deducido a 	fu. 	2 por Luis 	¡Ramírez 

- 
Moza 	un 	coillra 	de 	la 	Dirección 	de 	Vialidad 	y 	la 

• 
- 

, 
Contraloría Hoglonal de está 	IX W. 	ión. 	 ! 

i 
Rogistrekse l 	cz—iniquewe l 	.rchtvwsw 	Y 

r 
uk.v11.5lva,.. 	ul 	L,;:pudiento 	tenido 	a 	la 	vista. 	1 

1 
Redacción 	d*1 	Ministro 	sdor 	, Antonio 

_ 
Castro Gutiórroz. 	 i 

1 
Su Oída constancia que al 	fallo se expide 

_ 	 I 
don usta fuchi4 pur haberse hecho uso de 	lo dispuesto •en 	el 

- 1 	. 
artículo b2 dul 	1:Chdigo Orgánico do Tribunales. 	1 

- 	No 	firma el Ministro seAor 	Hactor 	Toro 

E:o-rasco 	por 	uncontrarse con furiado logal, 	no' (obstante 

h4bor entuáliAo 4 	la vista y acuerdo de 	la ca.5a. 
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,-1 ... I 
o 
-; 

...:x 

• . 
; 

>4  
SANTIAGO,  1 8 OCT 8 8 * 03 7 2 6 7 

. < .< 
5x ..,.-1 

tt • 
PI .-4 
5 	 La Iltma. Corte de Apelaciones 	de • I 

e Z 

z 	Santiago, en el recurso de protección rol N° 174-88, inter - w o ..• 1 	puesto en contra del Contralor General de la Replblica, ha - y. 
n 'rl 

 
dictado sentencia con fecha 3 de octubre ultimo, en cuya par 

• n 	te resolutiva, acogiendo el libelo, "se decide: 1°) Que sé 
'.c 1 
..) 	deja sin efecto el dictamen N° 7.574, de 30 de marzo de 1988, 
m 

... 	del señor Contralor General de la República; y 2°) Que el se 

u ñor Contralor General de la República tomará razón de la res5 
m  lución N° 059, de 24 de febrero de 1988, del señor Director 7  
A.: 	General de Aguas, sin perjuicio de los derechos y debido y - we 
a  oportuno cumplimiento de las obligaciones que confiere e impo 
e ne al recurrente la concesión provisional de la merced de -- 

agua subterránea". 	Cabe tener en consideración que dicho fa 
lb o no está ejecutoriado, por cuanto el infrascrito ha deducí: 
do apelación ante la Excma. Corte Suprema. 

El Tribunal, al dictar esa senten-
cia, ha excedido los límites de sus atribuciones, afectando - 
gravemente la competencia privativa que constitucionalmente - 
corresponde al Contralor General de la RepCblica. 

Al respecto, es necesario tener pre 
sente que el inciso primero del artículo 88 de la Constitu r 
cidn Política dispone que "en el ejercicio de la función de 
control de legalidad, el Contralor General tomará razón de - 
los decretos y resoluciones que, en conformidad a la ley, de 
ben tramitarse por la Contraloría o representará la ilegali 
dad de que puedan adolecer; pero deberá darles curso cuando, 
a pesar de su representación, el Presidente de la República - 
insista con la firma de todos sus Ministros, caso en el cual 
deberá enviar copia de los respectivos decretos a la Cámara - 
de Diputados. 	En ningún caso dará curso a los decretos de - 
gastos que excedan el límite señalado en la Constitución y re 
mitirá copia integra de los antecedentes a la misma Cámara". 

A LA 
HONORABLE JUNTA DE GOBIERNO 
PRESENTE 
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Si la representación tuviere lugar-
con respecto a un decreto o resolución por ser contrario a la 
Constitución -previene el inciso tercero de la misma norma--
"el Presidente de la República no tendrá la facultad de insis 
tir, y en caso de no conformarse con la representación de 11 
Contraloría deberá remitir los antecedentes al Tribunal Cons-
titucional dentro del plazo de diez días, a fin de que éste - 
resuelva la controversia", en concordancia con lo establecido 
en el N° 6 del articulo 82 del mismo texto. 

Como puede advertirse, por mandato- 
expreso del Constituyente, la potestad de representar la 	in 
constitucionalidad o la ilegalidad de los decretos y resolu 
ciones está radicada, en forma exclusiva y excluyente, en el 
Contralor General, y frente a ese acto de representación úni-
camente cabe la insistencia del Presidente de la República o, 
en su caso, la revisión del Tribunal Constitucional. 

En este sentido, es útil anotar que 
el decreto de insistencia consiste, precisamente, en una or - 
den dada por el Presidente de la República para que el Contra 
lor General tome razón de un acto administrativo previamente: 
representado por éste. 

De lo señalado aparece de manifies-
to que el referido fallo de la Iltma. Corte de Apelaciones de 
Santiago transgrede la normativa mencionada, ya que, dejando-
sin efecto una representación de ilegalidad formulada por el 
Contralor General respecto de una resolución administrativa , 
le ordena que tome razón de la misma. 

La situación descrita cobra aGn ma 
yor relevancia si se considera que este Organismo Contralor r 
goza de autonomía, de rango constitucional, según lo dispues-
to en el articulo 87 de la Ley Suprema, atributo esencial que 
le garantiza la más absoluta independencia respecto de los de 
más órganos del Estado. 

quiera que las normas 
modo que exista entre 
nia, resulta evidente 
la Carta Fundamental, 

En razón de lo expuesto, y como 
jurídicas tienen que interpretarse 	de 
ellas la debida correspondencia y armo- 
que la facultad que el articulo 20 	de 
relativo al recurso de protección, con- 
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fiere a la respectiva Corte de Apelaciones para adoptar las 
providencias tendientes a restablecer el imperio del derecho 
debe ejercerse dentro del ámbito de acci6n propio de ese Tr 
bunal y, por ende, con estricto respeto de las atribuciones 
especificas que el mismo Constituyente reconoce a otros órg 
nos del Estado, como es el caso de las potestades contempla 
das en el citado articulo 88. 

En estas condiciones, aquellas pr 
videncias en absoluto podrían afectar la representación de 
ilegalidad formulada por el Contralor General, pronunciamie 
to que, por lo demás, constituye un acto fundado de contro 
jurídico, destinado precisamente a tutelar el Estado de dere 
cho. 

La situación precedentemente exami 
nada configura una contienda de competencia entre dicho Trib 
nal y el Contralor General de la República, cuyo conocirient 
corresponde a esa Honorable Junta de Gobierno, por mandato d 
la letra H de la Disposición Décimoctava transitoria de la 
Constitución Política. 

Es oportunc anotar que mediante of 
cio reservado N° 9.047, de 13 del mes en curso, el President 
del Consejo de Defensa del Estado destaca que "atendida 1 
extrema gravedad que involucra la resolución transcrita en s 
parte pertinente -la sentencia aludida- el Consejo de mi 
Presidencia en sesión de fecha 11 del presente resolvió dir 
girse a US. a fin de que estudie la p:sibilidad de plantea: 
una contienda de corpetencia ante la Junta de Gobierno... t 
da vez que eventualmente, de confirrarse el fallo citado rt 
arriba, esta última -la Contraloría General- vería vulnera 
da sus atribuciones constitucionales y legales exclusivas, 
que sólo permiten cursar un Decreto c Resolución que la Con 
tralcrfa se niega a tomar razón, mediante un Decreto de Insi 

tencia". 

Por tanto, el Contralor General vi 
ne en promover ante V.E. dicha contienda, solicitando se sir 
va darle el trámite correspondiente y declarar en definitiva 
que la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago, en la senter 
cia antes individualizada, al dejar sin efecto el oficio  d 

representación N° 7.574 de 1988, del Contralor General, y c 
denar a éste tomar razón de la resolución N° 59, del present 
año, de la Dirección General de Aguas, ha vulnerado la corpe 



CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA 

4 

tencia privativa que de acuerdo con el artículo 88 de la Ley 
Suprema le corresponde al Contralor General de la Repalica. 

En tal virtud, el infrascrito soli-
cita a V.E. que tenga a bien oficiar a la Excm,... Corte Supre-
ma, a fin de que, mientras se resuelve la presente contienda-
de competencia, se inhiba de seguir conociendo de la apela - 
cien deducida en el recurso de protección rol N° 174-88, 	de 
la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago. • 

Finalmente, para la mejor ilustra - 
ción de V.E. se remite fotocopia de los documentos que se in 
dividualizan en el anexo. 

Dios guarde a V.E., 

o 
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ORJ. : Comunica Acuerdos de la H. Jun-
ta de Gobiernn. 

REF. : Snsión Legislativa de la H.Jun-
ta de Gobierno, de fecha 04 de 

julio de 1989. 

SANTIAGO, 

DE LA JUNTA DE GOBIERNO 

A S.E, EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA 

Tengo a honra comunicar a V.E. que en la Sesión Legisla 

tiva de la "REFERENCIA", la H. Junta de Gobierno tomó los siguien-
tes Acuerdos : 

A.- CUENTA: 

1.- SR. SECRETARIO DE 1LGTSLACIUN: 

a.- Cuenta Urdinaria : 

1) Por Oficio P.P.C.L. ORDTNARIO N° 6583/60/5, de 
fecha 27 de junio de 1989, el Sr. Presidente de 
la I Comisión Legislativa, en relación con el 
proyecto de ley que  "  Introduce modificaciones 

al Código de Procedimiento Civil y al Código Orgá-

nico de Tribunales " (BOL.: 1020-07-A) expresa 

que, por Oficio N9  7, de fecha 5 de junio de 19b9, 
el Sr. Presidente de la II Comisión Legislativa 

se ha servido elevar a la H. Junta de Gobierno 
el informe de la Comisión Conjunta relativo a di-
cho proyecto de ley. 

LE.  Agrega que, estudiado el referido informe y las 
tres alternativas que allí se acompañan, viene 
en expresar a la Excma. Junta de Gobierno que 

las discrepancias relativas a los artículos 752 
del Código de Procedimiento Civil, 54b del C(;digo 
Orgánico de Tribunales y 35 del D.L. N° 2573, 

de 1979, a las cuales deberá agregarse la que 
señalará más adelante, hacen inadecuada su inclu-

sión en Tabla toda vez que se trata de' materias 

con un alto contenido técnico que obligaría, en 
la práctica, a reproducir en Sesión de la H. Jun-

ta de Gobierno los debates de la mencionada Comi- 
sión Conjunta.  En et-ecto, la forma de cumplir 

los fallos en contra del Fisco a que se refiere 
el artículo 752 del Código de Procedimiento Civil 
- en el cual, se ha omitido referirse al cumpli-
miento de sentencias que no obliguen al pago de 
dinero-, es una materia en la que aún quedan aspec 

tos técnicos en que los miembros de la Comisión 
Conjunta podrían encuuLi'ar puntos de acuerdo. 
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En relación con rl artículo 871 del mismo Código, 

señala que, a esa 1 Comisión le parece que el 

texto sustitutivo, en su inciso segundo, es obscu-

ro e impreciso por lo cual se insiste en la indica 

eión original de esa Comisión.  Igual rosa ocurre 

con el resto de las discrepancias que se advierten 

en los proyectos. • 

Finalmente, considera que es dable que la H. Junta 

de Gobierno estudie alternativas en aquellos casos 

en que debe escogerse diferentes políticas u crite 

nos, pero no cuando existan alternativas de cará7 

ter técnico-jurídico como ocurre en algunas de 

laspresentadas. 

En virtud dr lo anterior, viene en proponer a la 

Excma. Junta de Gobierno que este proyecto sea 

devuelto a la Comisión Conjunta, a Cin de que 

reestudie las normas precisas en que inciden las 

discrepancias y proponga un texto en el cual sólo 

puedan quedar -si Fuere ineludible- alternativas 

que digan relación con criterios o políticas en 

que la H. Junta de Gobierno deba pronunciarse, 

Al respecto, la H. Junta de Gobierno tomó conoci-

miento y acordó devolver el proyecto a la II Comi-

sión Legislativa, a objeto de que reestudie las 

normas sobre las cuales existen discrepancias. 

2) Por Oficio P.P.C.L. RESERVADO N° 6583:s, de fecha 

30 de junio de 1989, el Sr. Presidentu de la I Co-

misión Legislativa acompaña proyecto de sentencia 

relativa a la Contienda de Competencia entre la 

Contraloría General de la República y la Iltma. 

Corte de Apelaciones de Santiago, preparada por 

la Comisión Conjunta que preside la I Comisión 

Legislativa, en el cual no concurre el señor repre 

sentante de la 11 Comisión Legislativa, por esti-

mar que en la especie no existe contienda de compe-

tencia. 

Al respecto, la II. Junta de Gobierno, por no haber 

so producido Acuerdo en orden a si el,i,te o no 

contienda de competencia, dispuso devol\er la 

totalidad de  antecedentes acilmnlado-;, a la 

Excma. Corte Suprema. 

Por Oficio ORD. N' 90-1, de fecha 26 de junio 

de  19Sn , (.1  . Pres den( e de la II Com i • 	ji 

en  re 1 .1( mciii  c 1,11  1,1  Con( ielida  cli  (  ei,. 

cia suscitada entre la lltma. Corte de Apelaciones 
de Santiago y la Contraloría General de la kept'ibli 

ca y que incide en el recurso de protecein N'1747:`, 

caratulado " Sociedad de Servicios Urbanos • del 

Litoral S.A.", expresa que al tomar conotimieoto 

del proyecto de fallo que acoge la reCerida : cnn-

tienda di compelen( ia, pudo tomprobar ininpirsim 

mente que al dar lugar a Lal contienda wasolo 

se violaban expresas normas de la CoustiLl'ición 

Política de la República, sino también se ate.¡Itaba 

seriamente contra principios fundamentales que 

habían servido de base al dictarla, muy espodial- 

monte, aquellos quo protegen al individuo  sus 

4 
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derechos, frente a demasías o abusos de poder 

de los organismo,, que conforman la administración 

del Estado y de sus autoridades. 

En virtud de lo anterior y en atención a las demás 

consideraciones que expone,viene en manifestar que 

no concurrirá con su voto en el proyecto de fallo 

sometido a la consideración de la H. Junta de 

Gobierno, por estimar que los tribunales de justi-

cia son plenamente competentes para conocer el 

recurso de protección en que incide y que, en 

definitiva, será la Excma. Corte Suprema la que 

resuelva si en dicho recurso es procedente que 

se disponga la toma de razón de la resolución 

del Director de Aguas, N' 59 del 24 de febrero 

de 1988, como lo había dispuesto la Cuarta Sala 

de la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago, 

en la resolución que acoge ese recurso, de fecha 

03 de octubre de ese mismo ario. 

Al respecto, la H. Junta de Gobierno Lomo conoci-

miento. 

4) Por Oficio ORO. N" 92-1, de fecha 27 de junio 

de 1989, el Sr. Presidente de la II Comisión .egis 
lativa, en relación con el " Proyecto de Ley Orgá-
nica Constitucional de Educación " (BOL.: b00-

04-A) expresa que dicha Comisión preside la Comi-

sión Conjunta encargada del estudio de la citada 

iniciativa legal. 

Agrega que, debido a la extensión y trascendencia 

de la materia y, con el objeto de efectuar un 

análisis más acabado sobre la iniciativa rn comen-

to, la Comisión Conjunta no podvá eva(uar el inUor 

me dentro del plan scilaladu, cuyo vencimient-o-

es el 13 de julio de 1989. 

En virtud de lo anterior, viene en solicitar a 

la Excma. Junta de Gobierno, el cambio de califi- 

cación del provecUo de " Simple Urgencia "  a 

" Ordinario ". 

Al respecto, la H. Junta de Gobierno acordó acoger 

lo solicitado. 

5) Por Oficio N" 03488, de fecha 16 de junio de 19b9, 

la Excma. Corte Suprema, en conformidad a lo dis-
puesto en el artículo 74 de la Constituci("w Políti 

(a de la República, emLLe informe prevto respect.7).  

del arLículu 70 del Lexl.o su-,LitnCivo del proye(to 

de ley que " Establece un nuevo Estatuto Gnneral 

para las Cajas de Compensación de Asigna(ión Fami-
liar " (BOL.: 992-13), y manifiesta que viene 

en prestar su aprobación al citado artículo 70, 

sin perjuicio de las observaciones que Formula. 

Al respecto, la H. Junta de Gobierno tomó conoci-

miento y acordó reanudar laJtramitación legislati- 

va del proyecto.  A 
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E.- Cuenta Extraordinaria: 

Por Oficio P.P.C.L. ORD. N° 6583/150/3, de fecha 

03 de julio de 1989, el Sr. Presidente de la I Comi-

sión Legislativa, en relación con el proyecto de 

ley que " Modifica el D.F.L. N° 1, de 1982, de Mine-

ría, Ley General de Servicios Eléctricos " (BOL.: 

1049-08) expresa que, en Sesión Legislativa de Fecha 
27 de junio último, la 11. Junta de Gobierno tomó 

conocimiento de una indicación aditiva de S.E. el 

Presidente de la República formulada al reFerido 

proyecto de ley, cuyo estudio particular está radica-

do en una Comisión Conjunta que preside la 1 Comisión 

Legislativa. 

Agrega que, la mencionada indicación, junto con propo 

ner un nuevo procrdimienUo arbitral para solucionar 

las controversias en materia de servidumbres eléctri-

cas y peajes, formula algunas regulaciones a que 

deberán sujetarse las cooperativas (Inc  participan 
en el negocio elóctrico, básicamente como cuncesiona-

rios en materia de distribución. 

Por otra parte, señala que durante el estudio en 

particular de la iniciativa, la Comisión Conjunta, 

asistida por asesores de la Comisión Nacional de 

Energía, ha drbidu abocarse al análisis eNhaustivo 

de conceptos 11..cnicos esenciales en el proyfreto, 

tales como : AVC,1 di influencia, peaje básico. peaje 

operativo y peaje adicional, respecto de los cuales 

no ha podido obtenerse acuerdo en consideraci¿n a 

que una conveniente definición de ellos exige que, 

sin descuidar su condición esencialmente ti''enica, 

permita el necesario Uuncionamiento de la norma. 

Finalmente, señala que del análisis del proy.,cto 

referido se ha apreciado que en la normativa propues-

ta HO aparece debidamente resuella la situación que 
surge del uso de la b instalaciones de empresas distri 

buidoras por generadores para transmitir energía 

a clientes i'inalvs, materia ésta que el representante 

de la Comisión Nacional de Energía ha maniCestado 

estar estudiando para dar una salida que resulte 

justa y resguarde debidamente los intereses de las 

partes y el interés pCiblico comprometido. 

Por lo expuesto y en atención a que el plazo para 

informar la iniciativa vence el 06 de julio de 1989, 

viene en solicitar se cambie su calificación a la 

de " Ordinario Extenso ". 

Al respecto, la H. Junta de Gobierno acordó acoger 
lo solicitado, cambiando la calificación del provecto 

de " Ordinario " a " Ordinario Extenso ". 

2.- SR. SECRETARTU DE IA JUNTA DE CUDIURNU: 

Por carta de fecha 21 de junio de 1989, el Comité dr 

Defensa del Sector Pesquero y ecursos Marinos de la 

XTT  Región, MagallaneN y AnU:(11 '1 .1  exp~ 

opinión y puntos de visLa stlbre el proyecto de ley que 
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" Establece normativa para el sector pesquern " (BOL.: 
1017-03) y formula diversas peticiones sobre esa materia. 

Al respecto, la H. Junta de Gobierno acordó acusar recibo. 

B.- TABLA: 

1.- BOL.: 1041-10.- 

Proyecto de Acuerdo que " Aprueba el Acuerdo sobre el 

Sistema Global de Prererencias Comerciales entre Países 

en Desarrollo, adoptado en Belgrado, Yugoslavia, el 13 
de abril de 1988 ". 

- Se aprobó el texto propuesto por la Comisión Informan 
te, sin modificaciones. 

2.- BOL.: 1014-05.- 

Proyecto de ley que " Modifica Ley General de Bancos". 

- Se aprobó el texto propuesto por la Comisión Conjunta 
Informante con modificaciones formales, facultándose 

al Sr. Secretario de Legislación para efectuar las 
enmiendas pertinentes. 

3.- BOL.: 1059-07.- IDEA DE 1UUTSIAR 

Pruyeuto de ley que "Modiiiva la Voy N° 1S.707,, que dicta 

normas sobre adopción de menores II 

Se retiró de Tabla en espera de un OfiLio de S.E. 
el Presidente de la República. 

Dios guarde a V.E. 

POR LA JU TA DE ( BIERNO 

J( SE T  lERINO CASTRO 

ALMIRANTE 
COMAN ANTE EN JEFE DE LA ARMADA 

PRESIDEN' E DE LA I COMISION LEGISLATIVA 

DISTRIBUCION: 
1.- S.E. Pdte. Repúbl ca 
2.- Sr. Pdte. I C.L. 

3.- Sr. Pdte. II C.L. 

4.- Sr. Pdte. III C.L. 

5.- Sr. Pdte. IV C.L. 
O.- Sr. Min. SCOPRES 

7.- Sr. Sec, legislación 

8.- Archivo S. J. G. 

8 Ejs. 5 Hjas. c/u. 



CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA 

DIVISION DE LA VIVIENDA Y UF/RAMIS/10 Y 
()ORAS P1BLICAS Y TRANSPORTES 

VUOPT : 1268  DEVUELVE RESOLUCION 185, CURSA RESOLU- 
Refs. : 12911, 13315,  ClOnES 216 Y 221, DE 1993, DE LA DI- 

14072, 14350,  RECCION GENERAL DE AMAS, Y SE REFIERE 
15e,91:1, 17722/93  A PRESEYTACIONES DE  SEÑORES SERGIO 
20526/93  LARROND) ESPINOZA, VICTOR AYUB NAUVA Y 

FaRlAgOO YTIRIAM 7:=Z4AN.71 TORRES, 
SOCIEDA1) CIVIL ZtAICA 7 CIA. Y ET,PRE.SA  
DE AGUA POTABLE a HEABIILLO S.A. 

2. 

SANTIAGO, p  áPil'•;4""Tú ç/S7r"3  

Por las resoluciones del epigra-
f., se resuelven diversas solicitudes de los señores Fernan-
iu y Myriam Fiscnmann Torres ante la d:rección 3enerai de 
Ijun3, 41 l' ,IlitCJI51 :In el (4.ere-::lo de u)-o'fnr,arlantl :11:e-
dtdo provisionalmente mediante re,solución ,g)11, de 19d1, d2 
esa Servicio, según el siguiente oetaile y 2d urden de pre-
santactón. 

1) Resolución 221 de 24 de junio 
de 1993. Deniega solicitud de modificación de la resolución 
68, de 1981, en al sentido de precis.lr la .bic¿ción del 
punto de captación. 

El fundamento invocado para 
el rechazo de la petición es que la Dirección Ceneral de 
Aguas carece de facultades para oodificar le modo aluno 
una merced provisional de aguas otorgada bajo el imperio de 
Códigos de Aguas ya derogados, contarle a la jurisprudencia 
sentada por la Contralorla General, ízlitre oto, en dicta- 

12.328, de 1989. De los antecedentes adif.ntos se des-
prende, ademts, que la solicitud fue objetada por adolecer 
de uriblaGedad, ya que no se trataba de ual siople Precisión 
del punto de captación sino de su traslarfp a un punto si- 
tuado aproxiiiiadamente 500 letros aguas abajo, corno también 
por el hecho de que ese nuevo punto de captación se ubica-
rla dentro da la zona de prohibición de nuevas explotacio-
nes de aguas subterrtneas dispuesta por la resolución 15, 

de 1983, de la Dirección General de Aguas. 

AL SEÑOR 
DIRECTOR GENERAL DE AGUAS. 
PRESENTE  
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2) Resolución 216, de 16 de ju-
nio de 1993.  Deniega solicitud tendiente a ca7ibiar el punto 
de captaclbn de parta de la aerced provisional ya referida. 
Se fundamenta en que el nuevo punto se encontrarla dentro 
de la zona de prohibición estapiecida por resolución 55, de 
1983, y en que ese Servicio carece de rdcultlaes para liodi-
ficar Aercedes provisionales, en lns tIrmlnn antes reseña-
dos. En la respectiva solicituu y 2n diversds documentos 
emanados del Servicio se deja constancz. de que tanto el 
punto de captación original como el nuevo que se propone se 
encuentran dentro de la referida zona de »•ohibición. 

3) Resulucibn 1962  de 24 de cayo 
de 1993. Deja sin efecto la resofución 597, 3e 1992, a rue- 
57-557-1  de anrat.?chanionto de lá  otorgeda prov s o 
na dente por resolución 63_, da 19-I-17-7--C-oncede definitiva-
'tiente una lerced de agual- subterráneas de 36 litros por si= 
gundW7-7.71-5TTZW327, con que se ingresó el documento a es-
te Organismo, la Dirección General de Acues hace presente, 
entre ptra,: conpileraciones, 1.1e el les:uc..ite Geográfico 

"corroboró la tesis sostenida ':or este Servicio en 
a que el punto de captación debla entenderse en un 

neeto sitello en la ribera sur del estero ¿l sletabrillo, a 
2.400 metros, medidos en línea recta, nguas arriba de la 
desembncadára del citado cauce en -il oclano", y que por re-
solución exerta 514, del presente año, la Dirección Rejio-
nal de la V Re5TIn  Modificó la N* 707, de 1992 aorobando 
nuevos planos presentados porr rot interesados en los que se 
subsanan los errores de qüe - adoleclan los sancionados por 
ene último documento, todo ello en relación con el oficio 
4995, de 1993, por el que este Organismo devolvió sin tra-
mitar la resolución 597, concerniente a la misla materia. 

Por otra parte, han recurrido 
a esta Enttdyfi los senores Fernando y Myriam Fischciann To-
rres, asistidos por el abogado don AlbertnidIvar La-
rraln, para exponer consideraciones v antecedentes que es-
t1,14.n conducentes para fundanentar !a leillidad de la reso- 
lucNe 115, y  qn inf)r7J en derecho 
en or.1.4-  se estulta lo relative a la fijtc15n 121 ,)unto de 
capta:AY, del recurso en la legislación aplicable al 
otorgaliehto de la iarced de la especie. 

A su vez, el señor Sergio La-
rrondo Eseinoza ha solicitado a este Organismo que deje sin 
efecto su dictalten 19.931, de 1'D92, y consecuente7ente se 
establezca que 7,roce declarar 1.3 caducidad de la Jerced 
provisional concedida por resTinción 68, de 1931, de la Di- 
rcir  de Aguas, Pot-2.2_1Aber presentado los inte- 
resados los er:.-;ectos de obras dentro del plazo corresebh-
dieete. Al efecto acoepaña un inforlie en derecno en el que 
se dialiTan itve!..sos aspectos del asunto planteado. 
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Finalmente, el abogado don Pa-
tricio Aylwin Vivas, en representación de don Victor Ayub 
Hauva, de Sociedad Civil Mñiga y Cia. y de Empresa de Agua 
Potable El "lembrillo S.A., se ha dirigido a esta Contralo-
rIa General exponiendo diversas consideraciones acerca de 
Laca.ducidad que en concepto_de, los recurrentes afecta a la 
referida merced provisional, por FO--  que adhieren a la pre-
sentación antes aludida, y solicita que se abstenga de to-
mar razón de la resolución 185 ya indtTrlualizaJa, en aten-
C- 1-5-n- a que, rant-orlé a los argumentos y documentos que in- 
voca, adolecerla de ile  dad 2n cuanto a la ubicación y 
caracteristicas da as o ras de captación que se aprueban. 

La Contraloría General, por su 
parte, nabiendo examinado lis diversos antecedentes acompa-
hados a los actos administrativos en cuestión y ponderando 
las consideraciones hechas valer tanto en ellos lis.los como 
en las presentaciones reselaJas, ha llegado a los pronun-
ciamientos que se consignan a continuación respecto de la 
legalidad de aquéllos. 

En lo que concierne a las reso-
luciones 216 y 221 se ha procedido a su toma de razón, por 
esticar este Organislo, al igual que el Servicio leisor, 
que no resulta procedente en derecho ilt_erar el punto de 
captación establecido al constituirse una lerced provin-6--
naI en conTormidad al intírsior Código de Aguas. Con ello no 
se hace sino aplicar el criterio sustentado por la juris-
prudencia administrativa sobre la materia, especialmente en 
dictamen 12.323, Je 1989, que se cita en amuos documentos, 
fundado en el texto y sentido del artículo 6º transitorio 
del actual Código. 

--\ 
Tocante a la resolución 135, en 

cambio, se observa que la Dirección General de Aguas ha 
adoptado un criterio opuesto al señalado, toda vez que por 
su intermedio se sanciona, aunque no de manera expresa, un 
punto de captación déI recurso absolutamente distinto d--1 
rilacio. ltediante la resolución Ca, de 1981, por la que se 
constituyó orovisionallente el derecno que ahora se otorga 
en forma definitiva. En efecto, en el punto 2 de dicho acto 
54-  aprueba la ejecución de ciaras que, a la luz de la docu-
mentación acompañada, corresponde a un proyecto que en ese 
aspecto no difiere del aceptado por resolución exenta 7J7, 
d2 1992, sobre el cual esta Entidad hizo .)resent2 en su 
oportunidad -oficio 4995, de 199, devolutorio d3 la reso-
lución 597- que adolecla precisanente del defecto indicado, 
es decir, alterar  la ubicación del ».into de captación ori-
ginalmente autoriz 
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En particular, corresponde tener 
presente en torno a la nateria en análisis, cuya dilucida-
ción resulta determinante para resolver soore la proceden- 
cia juridica de la medida sujeta a control, que dicho pro-
yecto consulta la ubicación de las obras de captación en un 
punto ciLe tanto los solicitantes como la Dirección General 
de Aguas definen como situado a 2.400 metros en linea recta 
desde la desembocadura del estero El Membrillo, lugar en el 
que efectivaAente se habrlan construido y que difiere del 
indicado en la solicitud y documentación que dieron origen 
a la merced provisional, pues al comparar el plano en que 
se individualiza con el presentado en aquella ocasión, se 
observa con facilidad que se encuentra considerablefflente a 
mayor distancia da la desembocadura que el contemplado en 
este último. En virtud de este hecho, por lo de'4ás, resulta 
efectivo lo aseverado por los solicitantes y per la Direc-
ción General de Aguas en el sentido de que el punto de cap-
tación esté fuera de la zona de prohibición de nuevas ex-
plotaciones establecida por resolución 65, de 1983, en cir-
cunstancias que en las peticiones de camelo de ubicación 
rechazadas mediante las resoluciones 215 y 221 ya referi-
das, se afirló que tanto la captación original como la nue-
va se ubicaban dentro de dicha zona. 

Del 4lismo modo, en diversas co- 
unicaciones e informes del Servicio recaldos en esas soli-

citudes se considera que el punto de captación de la merced 
provisional se sitúa en esa zona y corresponde al definido 
en el plano del concesionario original. en especial cabe 
mencionar el ORO. 182, de 1,  de agosto le 1989, dirigido 
por el Jefe del Departa;aento de , 7)erechos da A,41Jas al Direc-
tor General de Aguas, en al que se señala expresalente »co-
lo consta del plano de ubicación presentado en su eeortuni-
dad por el solicitante de lo que es actualmente la conce-
sión provisional en referencia, ratificado por la nemoria 
explicativa acolpañada en la eisma oportunidad, el punto de 
concesión provisional se encuentra en el ramal oriente de 
la curva en U ya citada", ubicación que fue la que se con-
sideró en todos los trámites pertinentes y que es absoluta-
mente distinta de la que ahora se atribuye al acto consti-
tutiva de la lerced provisional. debe agregarse que al ofi-
cio mencionado, de cuyo texto aparece patente que el punto 
da captación autorizado está a una distancia aproximada de 
2.400 metros de la desembocadura del estero El lenprillo 
siguiendo las sinuosidades del cauce, y que fuera citaeo en 
el oficio devolutorio 4995, de 1992, de este Drganismo, se 
incluye en esta oportunidad en copias en que figura manus-
crita la leyenda 'oficio original anulado°, sin indicación 
de facha, origen ni dato alguno sobre tal aedida. 

En torno a lo expuesto, este 

Servicio Fiscalizador na debido tener asimismo el conside-
ración el hecho de que la Dirección General de Aguas, sin 
afirmar ni aceptar de lanera alguna que el punto de capta-
ción que actualmente autoriza 30 coincide coa el indicado 
en al plano o croquis que integró la solicitud de derecnos 
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de aguas de la concesionaria provisional original, y sin 
objetar el hecho de que éste último se encontraría a 2.400 
metros de la deseloocadura del estero El mefflorillo medidos 
por el cauce del mismo, segGn se na señalado reiteradamente 
por los contradictores de sus actuaciones y en diversos do-
cumentos emanados del propio Servicio, na insistido an que 
la distancia mencionada, que en la resolución de concesión 
provisiodal se fijó sin indicar la forma de ledirla, debe 
ser considerada en Ilnea recta y no siguiendo el curso uel 
estero. 

Ahora bien, el_problema consis-
tente en clmo debe efectuarse la ubicacl-fi----del punto dé 
captación, es decir, en la especie, la forma en que corres-
5-once medir la distancia desde la deseAbocadura del cauce 
en el ochno, no constituye evidentemente una cuestión teó-
rica que pueda resolverse exclusivamente a la luz de cier-
tos criterios de caricter técnico y con abstracción de los 
eleuentos que forlan parte integrant, Jel proceso de conce-
sión de que se trata. Por el contrario, es un neco insos-
layable que al constituirse los derecnos drovisionales por 
la resolución 68 no se hizo sino acoger lo solicitado por 
la interesada, sobre la base de lo expresado en la docullen-
tación aportada al efecto. Por ello, cualquiera imprecisión 
u omisión de que pudiere haber adolecido ese acto adminis-
trativo deberle haber sido salvada, en primer término, en 
armonía con tales antecedentes, más aún cuando ellos eran 
j2 oresentación obligatoria. Así, la falta de indicación 
acerca de la forma de xledir la distancia en que se incurrió 
e;1 dicho acto no podrla dar origen a una intero,retación li-
bre de lo allí estipulado, sin considerar iT plano y la me-
morra aportados Por la interesada en cu:Ipliiento de lo or-
denado en el articulo 251 del Código de Aguas vigente a la 
sazón, en los que fiauri claramente definido el punto de 
captac16n en un lugar determiW-án- de-1 estero mencionado. En 
i-111-Twaí,-  de haber estimado al Servicio que existía contra-
dicción entre lo indicado en la solicitud y lo señalado en 
el plano y memoria, como habría ocurrido de haber aplicado 
entonces el criterio que ahora propugna, no cabía tampoco 
la interpretación, sino Gnicasente el recnazo de aquélla 
por falta de correspondencia entre lo Que se pella y lo 
considnado en los antecedentes exigibles. Co,do en la opor-
tunidad deolde no se actuó de esa lanera, y por el contra-
rio se acogió la solicitud en los mlsmos términos en que se 
hapla fornulado, debe entenderse que la distancia indicada 
2n la petición v-T.-epetida en la resolución de concesión co-
rresponde al punto precisado en los demás antecedentes per-

ttnentes. 

En seguida, debe destacarse la 
circunstancia de que la facultad que invoca la Dirección 
General de Aguas para establecer la fora como corresonde 
medir U13 distancia constituye una atribución de carácter 
t,Scnico puede utilizarse para precisar las características 
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de un derecho al tiempo de procederse a su constitución o 
para resolver situaciones en que no exista claridad acerca 
ce ese aspecto y no concurran otros elementos para diluci-
darlo, pero en caso alguno autorizaría para afectar situa-
ciones jurldicas_la definidas en confornidad a los procedi-
mientos legales, y menos aun, como se pretende en la espe-
cie, para alterar con una ritzº_actividad Je más de diez 
años una característica esencial de una 1.-ler-C11---(71-de el mismo 
--Ser-vicio estimó suficientemente definida en su oportunidad. 

A este respecto as preciso destacar que Id prinera ocasión 
en que se explícita en los expedientes le la especie el 
criterio de 'T'edición que sustenta la Dirección General de 
Aguas, es una providencia Januscrita al pie de una presen-
tación de fecha 17 de julio de 1992  de los señores Fis-
chmann Torres, en la que declatin- 41.17—el ountu de captación 
de las aguas contemplado en el proyecto pendiente de apro-
bación es el ?lismo que determinara la rosuiución 58 de 
1931, providencia-  en que 53 señala 'Conforme. La medi-Ct6ii 
desde el mar al punto que será la ubicación de las obras es 
en linea recta", y se estampa el timbre del jefe Superior 
ael Servicio y la fecha 20/7/92. En seguida, el dle 23 del 
lismo mes los solicitantes acoApañan un nuevo plano, en el 
que a sizole vista se aprecia que el punto de captación fi-
jura considerablemente aguas arriba del indicado en el pla-
no de la petición original, y coincidl con 21 que en esta 
oportunidad se sanciona. 

En concordancia con las conside- 
raciones que anteceden es preciso agregar  el infor5le 
técnico evacuado nor el Instituto Geográfico lilitar, soli-
citado por la Dirección Ueneral de Aguas y que según ésta 
corrobora su tesis sobre la ubicación del punto de capta-
ción de que se trata, no constituye en absoluto un pronun- 

_t1iento sobre tal cue-ylifl. En eruto, como se comprueba 
por l'U-simple lectura, en diono locumento se , xpresa que la 
Tedición de un cauce ouede nacerse tanto en linea recta co-
mo sinuiendo su trayectnria, lo cual lebe dejarie estipula-
do, y sobre esa base concluye que es válido el concepto 
aclaratorio contenido en un documento del ailo 1992 que se 
pronuncia por el primer procedimiento, siendo obvio que 
taJoién en su caso deberle haber entendido válido el segun-
do, pues precisaffiente en el dCtO que se trate de interpre-
tar -resolución 63 de 1981- no se estipuló nill'uno le los 
dos. De ese lodo el inforle referido no resueln el aspecto 
que realmente interesa y sobre el cual no se consultó a 
aquel Instituto, esto es, a qué forma 12 madir la distancia 
corresponde el punto indicado en el plano acompañado a la 
petición original, docuniento que segOn los antacedentes no 
fue puesto en conocimiento del .UL5,710 al sllicitar su oare-

cer. 
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En cuanto a otro antecedente que 
ha sido invocado por los solicitantes de la merced de 
aguas, consistente en que las obras iniciadas por la conce-
sionaria original señora Ana ear1a Larrain talpoco se en-
contraban a una distancia de 2.400 metros de la desemboca-
dura aplicando el criterio de medición sinuosa, cumple se-
ñalar que de ser efectivo tal hecho no podria atr1hu1rsele 
el criterio Je justificar el sistema de medición en linea 
recta, pues aquellos trabajos tampoco se habrían ubicado 
conforma a éste, y Gnicamente habría dado lugar, en su ca-
so, a que hubiera debido rechazarle el respectivo proyecto. 

Por último corresponde referirse 
a lo sostenido en el informe en derecho acompañado por los 
peticionarios en cuanto a que la tramitación de las merce-
des provisionales bajo las normas del Mijo de 1944- estaba 
configurada como un proceso gradual y que cualquiera dis-
crepancia o error en torno a la ubicación de las oPras pro-
porcionada en una solicitud, en relación con la situación 
real, era subsanable por parte de la autoridad administra-
tiva a través de determinadas actuaciones. Al respecto debe 
hacerse presente que las disposiciones que Se citan al 
efecto incid1an en la etapa orevia al otorgamiento de la 
merced provisional, y en consecuencia no resultan aplica-
bles a la situación que se plantea en la especie. Como se 
reconoce en ese mismo escrito, en el acto de concesión de 
la lerced provisional debla quedar fijado con toda preci-
sión el punto de captación, y de ser efectivo que al soli-
citante no se le exig1a un grado tan alto de exactitud, se-
gGn se informa, ello no se tradujo en ledida ni decisión 
alguna en el caso que se estudia, ya que la solicitud y la 
resolución 68 de 1981, que la acogió, expresan exactamente 
lo mismo en cuanto a la ubicación de las ooras. En conse-
cuencia, la  Gnica v1a legal que exist1a para alterar en ese 
aspecto Ti merc-ed provisional consist1a en una solicitud 
formal de cambio del lugar de captación, con sujeción a los 
requisitos y formalidades establecidos en el anterior Códi-
go. Como tal procedimiento no se materializó durante la vi-
gencia de ese cuerpo legal, ya no resulta jur1dicamente 
viable, por pugnar con lo erevisto en el artículo 611  
trinsitorio del actual ordenamiento, tal como se ha resuel-
to en este mismo caso respecto de otras solicitudes de los 
Interesados en igual sentido. 

Con el mérito de los anteceden-
tes citados _L,consideraciones expuestas precedentemente, 
debe concluirse que en el aspecto analizado la resolución 
1.1.L.re la Dirección General de Aguas, presenta la misma 
causal de reparo flecho valer en el oficio 4995 respecto de 
la Ne 597, de 1992, esto es, aprobar obras de captación 
ejecutadas en un lugar distinto del legalmente procedente, 
que es el establecido en la resolución de concesión provi-
sional, y sobre esa Pase conceder definitivamente ua dere-
cho de aprovechamiento de aguas. En consecuencia, este Or-
ganismo Contralor depe representar dicho acto en los térmi-
nos antes consignados 7—Y5stenerse de tomar razón de él, 
sin perjuicio de las pedidas que puedan adoptarse .?,1 su 

oportunidad en relación con las responsabilidades en que se 
hubiere incurrido con motivo de la tramitación de las res-
pectivas solicitudes. 
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Al margen del examen de legali-
dad de los documentos sometidos a trálite, esta Entidad 
cumple con dejar constancia de que en el oficio 327 de la 
Jirección General de Aluas, con que se ingresó la resolu-
ción—G-5, se incurre en inexactitud al referirse -punto 
3.2- a un "error existente en los planos aprobados por la 
resolución exenta 707", puesto que en el oficio devolutorio 
4995, que estaría atendiendo, no se objetó un error en los 
planos del proyecto sino el hecho de que dicha resolución 
hubiera aprobado slnultáneamente dos conjuntos da planos 
contradictorios entre si y un proyecto que se apartaba de 
albos. En el mismo sentido debe hacerse notar que lo ex-
puesto por la Dirección de Aguas de la V Región en oficio 
454, de 1)93, en orden a que si bien habla existido un 
error evidente en la presentación anterior de los interesa-
dos, se le :labia dado curso porque aquél "es despreciable 
por cuanto prima la definición del punto de captación dada 
en la resolución DGA de concesión provisional 14 11  68 de 
1931", no guarda relación con la acuciosidad con que proce-
de examinar los antecedentes que se presenten al Servicio 
para la adopción de decisiones de relevancia, máxime cuan-
do, como en la especie, han sido objeto de controversia ad-
ministrativa y judicial. 

Por otra parte, y atendiendo lo 
expuesto y solicitado por los recurrentes uencionados al 
comienzo en orden a que la resolución 155 es reparable, 
además, porque el derecho provisional que transforma en de-
finitivo se encontrarla legalmente cadiLcado, es preciso na-
cer notar, al iqüil que en el citado oficio 4995, que en 
esta oportunidad no correspondemitir un pronunciamiento 
sobre  .e.s.e—alnto7—atendldo que el presente acto administra-
tivo no contiene una decisión al respecto, la que si se 
evacuó mediante resolución 133, de 1992, de la que este Or-
ganismo tomó razón junto T5-1-1 emitir dictamen en el sentido 
de que en su concepto no se habla producido en la especie 
la caducidad alegada. CeTragregar que consta de los ante-
cedentes acompailados que mediante sentencia de 11 de mayo 
de 1993 la I. Corte de Apelaciones de Santiago denegó un 
recurso de_reclamación Interpuesto por los mismos recurren- 

y con los mismos fundamentos que exponen en esta oca-
sión. 

Sin perjuicio de ello, cumple 
esta Entidad con dejar constancia de que no es efectivo lo 
que se afirma reiteradamente en una de las presentaciones 
aludidas y se repite en el informe en derecho que acompala, 
en cuanto a que en el oficio 16.931, Je 1992, este Organis-
mo nabrla expresado qua los titulares de la merced provi-
sional ce que se trata presentaron los respectivos proyec-
tos de ooras dentro del plazo legal, pues basta leer dicho 
oficio para comprobar que en ninguna de sus partes se con-
tiene un pronunciailiento en ase sentido. Por el contrario, 
este organismo estidia, coincidiendo con lo informado por la 
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Dirección General de Aguas al senor Ministro de Obras P0-
Olidas en oficios 945, de 1991, y 194, de 1992, que todas 
Las Prórrogas _conA70i_d4s 4 _partir de 1936 no se ajustfn a 
diri -nO, por cuanto el plazo original venció el 30 de marzo 
de 1983sin que se nubiere solicitado ni autorizado su am-
pliación oportunamente, y por cuanto la autoridad adininis-
trativa no se encuentra legalmente facultada para conceder 
nuevos t5rrainos. Ue ello se infiere que los proyectos pre-
sentados por los interesados lo han sido fuera del plazo 
aplicable, de tal modo que en caso de que sean rechazados, 
como serle lo procedente con-Urme a lo expuesto en el pre-
sente oficio, cobrarla plena vigencid la respectiva causal 
de caducidad de la merced provisional. 

De acuerdo con lo expresado, la 
Contralorla General ha_dado trilite regular a las resolu-
ciones 215 y 221, y'davuelve sin tralitar la  resollción_j  
135, todas de 1993, del-Y—DTFeccfÓn_General:ji_águas. 

Transcrlbase al señor Ministro 
de Obras Públicas y a los recurrentes mencionados 3i co-
mienzo en respuesta a sus respectivas presentaciones. 

Saluda atentalente a ud., 



ENRIQUE PAILLAS PEÑA 

Presidente 

• 
411,  

al. 

CORTE DE APELACIONES 

SANTIAGO 

c.p.r. 

OFICIO m. /0 5- 
Santiago, 17 de septiembre de 1993 

En el ingreso Corte N' 2563-93 P, 

**curso de protección deducido por FISCHMANN 

TORRES FERNANDO Y MYRIAM, se ha decretado ofi-

ciar a Ud. a fin de solicitarle se sirva infor-

MAR A ESTA Corte en quinto día ese recurso, de-

biendo remitir todos los antecedentes que exis-

tan en su poder sobre el asunto que lo ha motiva-

do. Se adjunta copia. 

Saludaatte a Ud. 

IRENE GILABERT F RRO 

Secretaria 

AL SEÑOR 

CONTRALOR GENERAL DE LA REPUBLICA 
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d HFERIANDO Y XYRIAX FISCRXANI TORRES, factores de comercio.  

9  mbJs con domicilio en Santiago, calle Fortal Fernandez a,  

ripncha 9e0 a SS.Ilma., respetuosamente decimos:  

459, 
, 1 , 

Const:tución Politiza de la República y Auto acordado de la 

e en conformidad a lo previsto en el artículo 20 de la 

\
,  articulo lo 

ba vulnerado nuestro derecho de dominio, consagrado en el 

19 Ne'~-  2 la Constitun Política de la 

r 	? 
Al"./ ~-4 1..:Cri• 	? 

IVÁN MARINOVIC P. /R 	r nam-Es 	o y m  \ A 
AGUSTINAS 972 - OP 507 	 'FI 	1,4 40...) 	Twrves 

NOS: 302769 - 339194 — FAX. 3827b9 st,a2Á  mem Tr7s 	,PdaN,;,,6z r5:0- SANTIAGO 

EN LO PRINCIPAL; RECURRE DE PROTECCION EN CONTRA DE LA 

   

AUTORIDAD QUE SEÑALA. 

PRIXER OTROSI: ACOXPARA DOCUMENTOS. 

4 SEGUIDO OTROS': PODER Y PATROCINIO. 

hr,D. 	• 

11.X.A.CORTE DE APELACIONES 

:  

13 	 

14 I  protección de garantias constitucionales, venimos en deducir 

recurso de protección en contra de dou Osvaldo Iturriaga 

Ruiz, Contralor General de la República, ea razón de que se, 

• 

Excma.Corte Suprema sobre tramitación del recurso de, 

.5 

República, respecto a la merced de aguas prov 

constituída por resolución de la DirecCión General de Aguas,  

12 81.) del tido 1981 de la que sanos titulares,  y en solicitar 

de SS. I. que adopte las medidas que estime  necesarias para 

restablecer el imperio del (Urechco y asegurarnos la debida, 
J1 	  

protección y, oncretamente) para que deje sin efecto el 

oficio de Contraloría 022882 (que se acompata en el N9 1 del 

primer otrosí) del 31 de Agosto del ato en curso, mediante el 

cual 	vulnera nuestrc.) derecho en forma arbitraria e ilegal, 

• como se acreditara en esta presentación. 

1._ LOS HECHOS DEL RECURSO 



Por resolución D.G.A. 112 68 (que se acampada en el lir.2 2 del 

primer otrosí) del a:'10 1981 se cdid una merced de  alruas 

3 •btexran 	Ov.3onai por 44 L/Z: 	dofta Adela Ana María 

4 Larrain Eyzaguirre sobre luz QgJuB del-  estero El Membrillo 

, ubicado en la Comuna de Algarrobo. Dicta resolución indicó en 
1 

5 u punto N2 2 tetual; 

22 El dgua se captará mediante elevación mecánica desde un 

d  sistemm de seis pozos en puntera ubicados ea la ribera sur 

# 9;
del estero El )(cabrilla, 2400 mts, aguas arriba de su 

'desembocadura ea el océano. Las aguas serán conducidas a los 

11 [lugares de aprovechamiento mediante tuberías", 

Posteriormente y debido a una transferencia del predio en que 

se captaran las aguas, la Dirección Oeneral de Aguas dictó 1  

la resolución D.G.A. N2 287 de 1937 en la cual se noz deslEnó' 

como nuevos concesionarios de la merced de aguas subterráneas , 

.1citada pracedentemeute. Como consecuencia de ello, ccmo 

también de la resolución D.G.A. 183 de 1992 que denegó una o 

solicitud de caducidad de la merced y, de la presentación del 

proyecto de obras, este fue aprobado mediante resolución ,  

D.G.A. V,R.172 707 de fecha 6 de Agosto da 1992, 
.1~1~ra 

Por resolución 597 del 10 de Septiembre de 1992 la Direcciór 

General de Aguas aprobó las obras del proyecto de captación y 

se Lcncedió la merced definitiva de aguas subterráneas por 3 
:3 

L/S en favor nuestro, 

Por Oficio Devolutorio 4995 de fecha 25 de Febrero de 195._ 
25 	  

Contraloría devolvió sin tramitar la resolución 597 aducien( 

1 
reparos. 

'Por oficio Ye 327 de fecha 24 de Mayo de 1993 la Direcci 

General de Atsuas envió a Contx-bloría, la resolució 185 1, 
.9 	  

, c , que .k.___1_1_,51,^rksis 	los reparos de Contraloría aprobó nuevamer 

13 

14 

18 



ilegalmente nuestro derecho. a 

'o 

1 	1 

1 ,  

, 4 

' 
II._ ALGUNAS PRECISIONES NECESARIAS 

PARA EL ACERTADO COSOCINIENTO DEL RECURSO. 

Cabe 	señalar que 	tanto 	la solicitud 	de 	merced 	de aguas 

subterráneas presentada por la peticionaria original, 
,...4111111~11~~~~•••••=•••.....• 	 

como en: 

•-•••••••••• 	,/•• or 	Ir.- 	• 

)3 

lo í 

on 

te 

,3  

4 

:15 

IVAN MARINOVIC P. 
AGUSTINAS 972 - OF 507 

FONOS 382769 - 339194 — FAX 382769. 
SANTIAGO 

, el proyecto de obras y nos concedió la merced definitiva al 

igual que la resolución 597 ya citada por 36 L/S.(se 

. acamparían ambos documentos en el Nº 3 del primer otrosi). 

-o1110 se ha mencionado al comienzo de esta presentación . 

. Contraloría por oficio 022882 del 31 de Agosto de 1993, 

vamente devolvió sin tramitar esta vez, la resolución 185 

la Dirección General de Aguas, vulnerando arbitraria a 

• 

,laa publicaciones que ella originó se expresó claramente que, -5 
l el punto de captación de las aguaa se encontraba a 2400 mts. 

aguas arriba de la desembocadura. Es también dable señalar 

is!que esta solicitud y el otorgamiento definitivo de la merced, 

:de aguas se rigen por el anterior código de aguas, es decir 

de 1969, según lo prescribe el actual en su artículo 62 

transitorio, 

En consecuencia es menester agregar que la solicitud original, 

contenía todos los requisitos que indicaba el artículo 250, 

del Código de Aguas de 1969; las publicaciones que exigía ese: 

texto en su articulo 252 fueron hechos de tal manera que 

contenían los datos necesarios para su acertada inteligencia. 

a ello Se suma que dicha solicitud acompadó todos los 

documentos y antecedentes que prescribía el articulo 251 del 

ya mencionado cuerpo legal. Importante también es consignar 

que -t 	el croquis de ubicación que exigía el art. 251 fue 



exactitud. 

   

    

    

Eb entonces  un hecho indubitable que las obras 	captación 

se encuentran ubicadas en el lugar indicado en la solicitud, 

publicaciones Y resolución que concedió la merced 

, provisional, con lo que se ha dado cumplimiento a los que 

       

•  

       

        

        

acompanado. Cobre este particular cate preciEar cvJe dicho 

documento  Junto  con los otros que se requería adjuntar, 

, forman un conjunto armónico que uo tiene otro sentido que , 

permitir  un acertado conocimiento de la ubicación del punto 

de captación, la misma expresión "croquis" está significando 

que no es p no u otro documento de mayor precisión o 

prescriba el articulo 255 del Código de Aguas de 1969. 

A mayor abundamiento se comprobó la existencia del recurso, 

el otorgamiento del derecho no perjudicó a terceros. 

III._ GEMESIS DEL ACTO ARBITRARIO E ILEGAL 

.POR PARTE DE COMTRALORIA. 

Zediante el oficio devolutoric 4995 el 23 de Febrero de 1993 1  
_ • - 

de Contraloría que devolvió sin tramitar la resoluciun D.G.A, 

597 (ambos documentos se acompalan bajo el W2 4 del primer 

. lotrosi) que 1105 concedía definitivamente el derecho del 

:aprovechamiento, se comienza a vislumbrar que el organismo' 
— 

Contralor sostiene que las ...2.1juilitían 

emplazado en un lugar diferente ale fiJó la resoluciónl 

D.C.AN 	3 de 1981 que concedió la merced, En ese cfizio se 
- 

indican contradicciones entre algunas láminas respe,Jto a la 

ubicación de las obras, ,lo que afectaría la legal:dad de la, 

resolución. También se traen análisis la cuestión referida a 

i las obras estaban emplazadas en una zzna que por 
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1.esclución D.G.A. N2 05 de 133, esa prohibido otorgar 

iderechas de aprovechamiento, 

ilIltma.Corte: He aquí el inicio de una situación que traerá 

4 . consigo una serie de actos abiertamente ilegales. En efecto 

la resolución 12 68 de 1981 al fijar el punto de captación a 

2400 mts. aguas arriba de la desembocadura del estero El 

I gembrillo en el océano , ha dado pábulo para que terceros 

'cuestianen el otcrgamiento de la merced aduciendo que la a 

forma de medir esos 2400 mts. debe ser hecha siguiendo 9\ 

I() 
11011EJo'5icl'IT517-1-11-1;,  a diferencia de lo que es usual: medir 

'la distanci en Inea 	rectI entre desembocadura y punto d a  

:captación.  Derechamente las obras se encuentran ubicadas 2400 

mr..s. aguas arriba de la desembocadura, medida esta diatancia 

ien línea recta. Ahora bien si el criterio ea que la distancia ,  

debe medirse en forma sinuosa naturalmente esas obras no 

• estan acordes con la resolución N2 (512, pues dicho punto 

ubicaría en otro lugar y, posiblemente dentro del área de: 

Iprohibición ya referida. 

,Deaafortunadamente siendo el criterio de medición en línea 

recta el  úniQa_técnicamente sustentable,  como lo probaremcs 

en esta presentación, la Dirección General de Aguas en razón. 

1 	
de lo obrado principalmente entre el período 1983-1985, ha 

debido recorrer un largo camino no exento de indecisiones y 

contradicciones respecto a este tema, para finalmente 

.a 1  

, 
'legalidad  en el otorgamiento de la merced de aguas, 

iamparandosa en una supuesta discre?ancia entre el punto de Dr 	3; I 	  

'3 

	

'4 	 

	

, 	 

es la medición en linea  recta y  par anda conceder 
_ 

a ,I  la merced definitiva. 

En otrosentido es claro que Gontraloria pretendió reparar la 

concluir que el criterio correcto para determinar el punto de / 



Mediante el oficio devolutorio 022882 d 1 31 de Agosto del 

1993 que devuelve sin tramitar la resolución 185 de ld' 

Dirección General de Aguas. el Sanar Contralor ha lesionado' 

I r nuestro derecho a usar de las aguas alumbradas, privandonca' 

. captación 	que 	señala vl "croquis" que acompañara la 

peticionaria original y el 1u3ar en que efectivamente se 

'construyeron. Ello es francamente un abuso: El texto escrito 1 
	 .eumm===ew 	  

• , de la solicitud original, su publicación y la resolución Y2 1 

C.8 que concedió la merced establecieron que las aguas Se 

. captarían 2400 mts. aguas arriba de la desembocadura del 

. estero El Membrillo en el océano. Pretender otorgar valor 

, único a un "croquis" desentendiendose del texto escrito de 

una solicitud, ignorando la publicación que se efectuó y 

desconociendo el Claro texto de la resolución N2 68, son los 

antecedentes próximos del acto arbitrario e ilegal que ae 

sancionaría a través del oficio devolutorio 022882, 

IV._ ACTO ARBITRARIO E ILEGAL A UN DERECUO 

CONSTITUCIONALMENTE GARANTIZADO 

de una merced legalmente otorgada por la Dirección General de: 

lAguas, en Uso de sus atribuciones y competencia, 

ISubyace en ese oficio, tras una serie de argumentos, 

, engorrosos, tales como que: las obras se habrían construido:  

'en un lugar diferente al señalado por la resolución N2 68 de 

1981, 	discrepancias entre el punto da emplazamiento da las 

obras y el señalado en un croquis por la peticionaria 

original, discrepancias entre diversos oficios de la D.G.A 

sobre el camino a seguir, inexistencia de la facultad del 

Director de Aguas para resolver problemas de indole tecnica' 
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, etc., la doctrina en cuanto a que Contraloría tiene 

competencia en materias de tipo técnicas que igualan 

exceden a las de los Jefes de reparticiones públicas que 

4  conocen de ellas, cuando en realidad el trámite de toma de 

5: razón no es sino un control preventivo de la legalidad que la 

I coustitucióu política de la República le otorga al Contralor 

i,en sus artículos 87 y 88. 

a, Es también dicho oficioCcontradictorio. En efecto como esta 

Iltua.Corte podra apreciar dicho documento tomó razón de las 

soluciones D.G.A. 221 del 24 de Junio de 1993 y Resolución 

1216 del 16 de Junio de 1993, en que solicitamos a la 

Dirección de Aguas precisión y cambio de punto de captación 

respectivamente. En esas resoluciones la D.O.A. puede aplicar 
13 ' 	  

1  sus facultades pero no en la 	185. 	Pero donde 	lo 

,contradictorio de ese oficio se hace ya francamente insólito 

1 es 16 	 cuando trata un asunto accesorio relacionado con la 

 

71  caducidad de nuestra merced. Trata  esta vez de anular— 

Rdictamen anterior, concretamente el N2 (18931 de 1992 en que 

;ese organismo se pronunció abiertamente en contra de la 

:caducidad por estimar que dicha medida era una facultad del 

1 
;Director General de Aguas, medida en todo caso que podía ser 3 

_decretada hasta la presentación del proyecto de obras. 

1 Examínese el texto del oficio devolutorio sobre esta materia ,  
73 

--N 

:9 

'4 
 y comparesele con el oficio 18931 de Contraloría emitido 

anteriormente y se podrá comprobar lo que afirmamos. (se 

:6 
 acompada dicho dictamen bajo el 112 5 del primer otrosí).A1 

1 invadir competencias privativas de los organismos de la 

i 
iadministración, como lo son la Dirección General de Aguas y 	/  

lel Instituto Geográfico Militar, el oficio devolutorim de la 
.9 ¡ 	  

, resolución D.G.A. 	135 concuca y 1=siona 	una garanti.a 
3C I 	  



   

elzio • 

    

    

constitucional, es patente dicha invasión urbitraria de 

-competencia, a vid de ejemplo, en lo relativo a la facultad 

c.ue el Udigo de Aguas concede en el articulo 300 al Director 
5  1  

General de Aguas, norma que indica textual: 

art. 300 El Director General de Aguas tendrá los siguientes 

res y atribuciones. 

a 	tctar las normas e nstrucciunes in' u.as que sea. 

necL_Irias para la correci aplicación de las ayes y de los 

reglamentus que sean de competencia de la Dirección a 

cargo, 

Bastenos expresar algunas conclusiones indubitables que 

gen del análisis de todos estos Lechos; 

(1) Lu ley de organizacibn y atribuciones de Contraloría N2 

103C6 de It-)4 no otorga al Contralor competencia técnica 

alguna sore aquellas resoluciones «obre la. cuales debe 

ejercer el respectivo trámite de tom... de raz.i. El ccntrol 

preventivo de la legalidad llevado a cabo por el Contralor no 

lo habilita para emitir opinión techica sobre asuntos que son 

competencia de los organismos especializado* de 

administración, como es la Dirección General de Aguas, 

(2)\La Dirección General de Aguas y concretamente su Director 

lera son compesentes en materias relacionadas con el 

             

             

kztorg 

  

_rato del 	7'echo de aprovech: •.ento y con cuestic 

             

             

             

anexa_ .1 ello. Asi .o conlirman los 	:ículos 22,12,4,141 
4 

y300 del Cógigo de Aguas, 

(3) )En cuanto a la forma de medir lu distancia para ubicar el 

punta de captación, cabe solo hacer presente que la facultad 

tecnica resi(le en la Direcci‘5n General de Aguas pero si 

alguna duda existiere sobre el procedimiento que empieo, 

e*:cisten informes del Instituto Gecgrafioc iltar que 
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conUruan el correcto proceder. A mayor al;undamiento y aunque 

'el oficio devolutcrim lo desconozca, dicho Instituto es la • 

j  autoridad oficial en representación del estado, en todo lo 

4,que se refiere a la geografía, levantamiento y confección de 

cartas del territorio, según lo establece el DFL C.1. X2  2090 5 	  

, del 30 de Julio de 1930. 

(4) Es arbitrario e ilegal qua el organismo Contralor 

3,
:desatienda el claro tenor de una solicitud de derechos de 

aprovechamiento, el extracto de su publicación, y la 9' 	  

40 	
 resolución que concedió una merced de aguas, para luego 

fl Ica richosamente examinar un "croquis" y atribuirle un valor 

superior a todo otro antecedente y de ahí concluir que existe 

,discrepancia entre al punto de captación seftalado en la 

solicitud y donde Se construyeron las obras de captación 

'efectivamente, 
15 

En eate sentido si la forza da medir la distancia entre 

ocáano y el punto de captación pudiera ser efectuada 

,indistintamente a través de la línea recta o la sinuosidad 181 	  

,del cauce podría legalmente alegarse que el "croquis" indicó 

lun punto diverso al lugar donde efectivamente ae 

I construyeron. 1 

	

-1 ! 	  
1 
I'erc.1 ello no es así, a despecho de lo que afirma el oficio 

	

1 	  

 

devolutorio, 	el Instituto Geográfico Xilitar por oficio 

 

del 9 de Septiembre de 1993 dirigido a la Dirección General 

de Aguas indica que para el caso concreto de la resolución 

 

D.G.A. 1512 C,8 la forza de medición correcta es la línea recta 

 

(pues al medir silluosamente se determinarían una infinidad de 

puntos y no dos), tal como lo concluyó la Dirección General 

 

1 , de Aguas lo que excluye absolutamente toda posibilidad de 

\ srtl einterpretar la resolución 68 y la solicitud que la originó, 



Milt•;~ - 

,en los términos que pretende el Senur Contralor, (se acompana 

o el Nº 6 del primer otrosí). 

(5) No es ilegal y tampoco arbitraria,‘, pero si demuestra ! 

,parcialidad en el análisis de toda esta s tuacn, que el , 

organia- mo Contralor no considere el fallo de esta I.Corte de 

Apelaciones, que co'.aciendo un recurso de reclamación en 

I I 

contra de la Resaluo.in D.G.A. 183 que denegó la solicitud de 

caducidad de nuestra merced de aguas, al rechazar dicho 

o recurso declaró en su considerando 42  textual: "Que la 

4W realización de las obras correspondientes a la merced 

provisional 	deberán 	referirse 	fundamentalmente 	al 

cumplimiento de lo dispuesto en la resolución Nº 68 que da 

origen a la merced provisional y que tienen por objeto 

determinar el caudal de agua disponible que será el 

fundameato de la concesión de derechos definitivas por parte . 

de la Dirección General de Aguas, y deben respetarse 

j 	estrictamente las cláusulas relativas a la ubicación. 

Es entonces esta misma I.Corte lo que en un acto de plena 

competencia declara que las obras se deben construir 

ateniéndose al cumplimiento de la resolución Nº 68. Nótese 

que para la I.Corte ni siquiera el tenor literal de la 

!solicitud original tiene valor superior al texto de 1 

resolución que concede la merced. 

Este fallo tiene fecha 11 de >Cayo de 1993 y tiene el rol . 

Ingreso 6338-92-C, 	se acompata basio el 12 7 del primer 

otrosí). 

(6) Es arbitrario además de ilegal, COMO tambien un acto 

conculcatcrio de cualquier garantía constitucional, que 

Ccntraldria en al trámite  de toma de  razOn, primero de 

resolucin D,G,A. 597 del 10 de Septiembre de :992 y, 



En efecto en recurso de protección caratulado "Empresa de,  

17  Transportes da Pasajeros Intercomunal Nueve S.A. contra1 

Contraloria", Rol ingreso DI2 3380-92 mediante fallo del 22 ue, 4 

, 
textual: 	 , 

1 
"Que no obstante lo anterior, estima esta Corte que el exámenl 

de 	legalidad y constitucionalidad que corresponde realizar a 

través del 	tramIte de 	toma de razón, 	no habilita al 	orzan° 

Contralor para incursionar en el ámbito de la interpretación 

contractual 	privada, 	como sucede en el 	caso de autos y cuya, 

impertinencia se hace tanto más notoria si se considera que 

-7  la indagación no 5C hace sólo al tenor literal del contrato, 

siuo que se prcx.ura desentradar la voluntad e intenci(5n 

'o 

'4 

:5 

Marzo de 1993 se ha declarado en el considerando 39 y 49 
'9 

r.  

e 

r 

:t0 
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posteriormente de la resclucin D.G.A. 15 del 24 de :lavo del  

atim en curso  demore en promedio más de cuatro meses parai 

3,  manifestar su opinión. En efecto, tómese nota de la fecha de; 

lcs oficios develutoriza correspondientes y se podrá  

5  comprobar lo que afirmamos. Ni la ley o el prudente estudio  

6  de una materia, habilitan a Contraloría esta liberalidad en; 

i  1  los plazos que Be auto otorgó, máxime cuando ella está  

I: llamada a ejercer un control que es eminentemente legal. No1 
1 

j, es ocioso recordar que el no acatamiento de los plazos ha1 

1 traído severas consecuencias, inclusive  a miembros del mas 

\.:2 ! alto tribunal de la República. 

I.Corte de Apelaciones: 12 

La 13 actitud de Contraloría en atribuirse competencia en 

 

, 3  materias en que no la tiene, ha sido reparada por esta 

1, ',Corte recientemente. 

.9  posible de los contratantes: 

, Cuarto.- Que desde esa perspectiva los fundamentos dados por 



Con matices propios da 	_aciones diversas, la es :,cia del 
A ' 

1 

problema es similar y dice relación con la extensión Jurídica 

en opinión de esta defensa no puede llevar Contraloría a 

transformarse en un ente técnico que conozca en el fundo 

que se pretende atribuir al tramite de toma de razón, el que 

la Contraloría General de la República, para devolver la 

resolución N2 105, no  encuadran dentro del  campo de SUS 

atribuciones y configuran una ilejalidud qe vulnera el 

4  legítimo ejercicio de las actividades económicas de lus 

, recurridos desde el momento en que les impide perfeccionar un 

contrato concesión relacionado con el transporte público de 

superficie". 

materias de aguas, transporte, vivienda, etc,etc.(se acompata 

dicho fallo en el 112 8 del . primer otrosí). 

o 

En síntesis I.Corte de Apelaciones el funcionario recurrido _ 

ha conculcado nuestro derecho de domdnio sobre el derecho de 

aprovechamiento de alUdS subterráneas concedido por 

resolución D.G.A. 185, al no tomar. razón de ella, en contra 

de la ley,Czaprictosamente 

 

sin razóri causándonos un dalo' Y 

  

de proporciones. 

Por las razones antes aludidas, venimos en deducir el 

res: 7tiVO recurso de protección, a fin de que rc  1 adopte 

laJ _didas que Juz/ue convenientes y que seftalaremos, para 4 

restablecer el pleno imperio del derecho y darnoa 14 debida 

,protección. 

POR TANTO, 

'en mérito de :.as razones e.:puestas y de lo previsto en loz 

,.artículos 19 N2 24 de la Constitución Polit'..ca de la 

Recública, auto acardado de la E;,-...Corte Supre, artiouloz 



a 4ra que se r establezca el imperio del derecho y se nos de 

ar :ularmente  se ordene al recurrido ue 

w.Cokt:aloría tome razón de la resolución D.C.A. 185 del 24 de, 

'retección 

,I Mayu de 1993, deJando sin efecto el  oficio devolutorio Y21 

022881 del 31 de Agosto de 1993, con costas. 
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1  22,134,141,299 y 300 del Código de Aguas, ley 10336 de 1964, 

:DFL. C.1 2090 del  30 de Julio de 1930. 
- f 

jSírvase S.I. tener por interpuesto el presente recurso de i 

4.protección en contra de don  Osvaldo Iturriaga Ruiz,  Contralor 

5 	

: 

General de la República,  acogerlo  a tramitaión, disponer que  

6  el  recurrido informe en el más breve plazo _posible y. en  

finitiva,  hacer lugar al mismo, dibpuniendo las medidas  

3 —;Tiií1176TROSI: Acompaftamos a este recurso; 1  

1) Oficio 'devolutorio de Contraloría N9 022882 del 31 de 

Agosto de 1993 mediante el cuál devuelve sin tramitar la, 

resolución D.G.A. Nn 185.  3. 

7 2)  Resolución  D.G.A.  Nº 68 de 1981. h 

, ,3)  Oficio D.G.A. 327 y resolución D.G.A. N2 185. 

• n 14) Resolución D.G.A 597 y oficio devolutorio de Contraloría: 
1 

4.995 del 25 de Febrero  de 1993. 

1 
5) Dictámen N9 18931 de 1993 en que Contraloría se pronuncia 

2-len contra de la caducidad de la merced provisional al 

diferencia de lo sostenido en el oficio devolutorio 022882. / 3 	  

6) Oficio del 9 de Septiembre de 1993 emitido por el: 

Instituto Geográfico Militar en que seftala que para el: 

caso de la resolución D.G.A. N2 68 es correcto medir la 

distancia en línea recta. 

7) Fallo de esta I.Gorte de Apelaciones de fecha 11 de nayo 

de 1993 dictado en los autos Rol ingreso 6.338-92-C. 

8) Fallo de la 1.Corte de Apelaciones Rol 33,80-92. 

25 

-7 

:e 

29 



/ 

Sírvase W.1. tenerlo presente. 

4a 70 w 	 
5-(37p /‘ J.JflT 

Sar - 

RO; Sírvase SS, 1. teaerlus por acompanados con citación. 

SEGUNDO OTROZI: Dea1.6:-.amos abogado putrucinante y confLlrmos rec 

poder a don IVÁN XARINOVIC PACEY, patente al día :4 412.Z12-5 	evac 

su la I.Xunicipalidad de Santialc, con dcalicilio en Santiago, 
que 

calle Agustinaa 972 cf. 507, quien tdzbieu firma e.“e e.szrltz 
el 

en selal de aceptación. 	 al f 

	..,i9415'nU17171U/1., 

, 



CONTRALORIA GENERAL DE LA REPU3LICA 

Ref. : 23401/93 INFORMA RECURSO DE PROTECCION 
INTERPUESTO POR LOS SENORES FER- 
NANDO Y MYRIAM FISCNMANN TORRES. 

   

SANTIAGO. 
O 14ccT93*0:26327 

En respuesta n su oficio NI 
1256, de 17 de septiembre de 1913, recibido en esta Entidad 
Fiscalizadori el 21 del 111NO 14$ v ano, medite el cual 
v.S.I. solicita le informe en el recurso de protección In-
greso Corte NI 2511-93, interouesto oor lo: señores Fernan-
do y Myriam lischmann Torre:, el Contralor General de la 
Repóblica cumple con manifestar a ese ritmo. Tribunal lo 
siguiente: 

Mediante el recurso de autos se 
impulna el oficio NI 22.882, de 31 de apesto de 1993, por 
el cunl este Organismo devolvió sin tramitar la resoluciOn 
N ,  1,35, de ijual ano, de la Dirección General de Aguas, que 
dejó sin efecto la resoluel6n N. 597, de 1992, de ese 'isla° 
Servicio, aprob6 las obras de aprovechamiento y concedi6 
d.4fin1t1vamente una merced is agua subterránea en favor de 
don Fernando y Myriam Fischmann Torres. 

Expresan los actores que esta 
1:nti1al Fiscalizadora fundament6 su decisi1n desconociendo 
°el claro tenor de une solicitud de derecho d2 aprovecha-
miento, el extracto de su oublicaci6n y la resolución que 
concedi4 une merced de aguas, para luego cnprichosamente 
exemtnar un 'croquis" y atribuirle un valor s9;,r1or a todo 
otro antocelemte y de ahí concluir que existo discrepancia 
entre el punto de captaci5n señalado en la solicitud y don-
de se construyeron las obras de captac16n efectivamente'. 

Añaden que 'la Ley de organiza-
ct6n y atribuciones de Contraloría NI 10.336, de 1964 no 
otprgs al Contralor competencia tócnica alguna sobre aque-
llas resoluciones sobre las cuales debe ejercer el respec-
tivo trámite de toma de razón. El control preventivo de la 
legalidad llvedo a cabo por el Contralor no lo habilita 
para emitir colni6n t4cnica sobre asuntos que son de compe-
rnncIa le! los organismos especializados de la Administra-
cl6n, como es la Dirección General de Aguas". 

AL SENO* 
PRESIDENTE OF LA 
ILTMA. CORTE n1 APELACIONES DE SANTIAGO. 
PRESENTE  
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Finalmente sostienen que la ac-
tuación ilegal del recurrido ha significado violación de la 
garantía constitucional que les asegura el número 24e del 
artículo 19e de le Constitución vigente, por lo que solici-
tan se 'deje sin efecto el oficio de Contraloría Pie 22.882, 
de 31 de agosto del ano en curso, mediante el cual se vul-
nera nuestro derecho en forme arbitraria e ilegal'. 

Como cuestión previa al 
analisis de fondo de las alegaciones que se formulan en el 
recurso de autos, cabe manifestar que éste debe ser deses-
timado en todas sus parte: por esa Iltma. Corte, por las 
razones que se expresan e continuaclén; 

Al respecto, es necesa-
rio tener presente, desde luego, que en la situación en 
examen la Contraloría General ni ha hecho otra cosa que 
ejercer las facultades y cumplir las funciones que le co-
rresponden de acuerdo e la Carta Fundamental y su Ley Orga-
nice Constitucional, MI 10.336. 

En este sentido, es nece-
sario tener presente que el Inciso primero del artículo 88e 
de la Carta Fundamental dispone que 'en el ejercicio de la 
función de control de legalidad, el Contralor lenerel toma-
ra rezón de los decretos y resoluciones que, en conformidad 
a la ley, deben tramitarle por la Contraloría o representa-
ré la Ilegalidad de que puedan adolecer; pero deberé darles 
curso cuando a pesar de su representación, el Presidente de 
la RepOblica insista con la firma de todos sus Ministros, 
caso en el cual deberá enviar copia de los respectivos de-
cretos a la Cimera de Diputados. En ningón caso dera curso 
a los decretos de gastos que excedan el límite **Melado en 
la Constitución y remitir& copia Integra de los anteceden-
tes a le misma Camera'. 

Como puede advertirse, por 
mandato expreso del constituyente le potestad de tomar ra-
zón o de representar la inconstitucionalidad o la ilegali-
dad de los decretos y resoluciones esti radicada, en forma 
exclusiva y excluyente, en el Contralor General, y frente a 
ese acto de representación Onicamente cabe le insistencia 
del Presidente de la RepOblica o, en su caso, la revisión 
del Tribunal Constitucional tratandose de las situaciones 
específicas a que alude el inciso tercero del mismo articu-
lo 881  y que no inciden en el asunto en examen. 

Conviene agregar que esta facul-
tad privativa cobra especial relevancia si se considera que 
este Organismo Contralor goza de autonomfa, de rango cons-
titucional, seg0n lo dispuesto en el articulo 871  de la Ley 
Suprema, atributo esencial que le garantiza la mís absoluta 
Independencia respecto de los demás órganos del Estado. 
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ti por las razones imita-
das que el infrascrito, sin perjuicio le emitir informe al 
tenor de lo solicitado por V.5.1., cuelo', con mecer Presen-
te que se reserva el derecho de recurrir a 142 1111t4MC141 

que correloondan a fin de que se adopte una resoluci6n de-
finitiva sobre el alcance de la &envio/da de este Organismo 
en relecián con la catarla. 

Por lo demás, cebe desta- 
car oue ese litio. Tribunal he tenido ocailóm de declarar 
que los oficies expedidos por este Organizad Fiscalizador 
dentro del trámite de teme de rez6n munan del ejercicio de 
le facultad que le oterga el articule ells de la Constitu-
ción Polltica de la Repdblica, en virtud de la cual se es-
tablece que la tome de rerefe es esa atribución privativa de 
este Organisso, de lo lee resulta que dichos actos no pue-
den ser tildados de arbitrarles o ilegales. (Considerando 
segundo del fallo de 13 de noviembre de 1967, recurso de 
protecctdo rol Me 212-87, deducido per empresa Constructora 
Inca Ltda.). 

Además, cebe destacar que 
ese cisco Tribual, en 14 senteecle de 19 de febrero de 
1990, dictada en un recurso de pretecciée interpuesto por 
don gorberto illbeny Polonio, rol Me 29-90, confirmada Dor 
la Cecee, Corte Sioreea, expresé, ea relación coi, la l'ovo. 
neci6e de un oficio de esta Contrelerta Seseral por el cual 
se abstuve de temar razas de le reseleciés que indica, que 
con ello esta Entidad 'ni he heshe otre cese que ejercer su 
facultad privativa que le corresponde, en virtud de lo es. 
tablecide en les articules 117P y Oil de la Constitwc16« Po-
litice y en su Ley Oryénica Conititucienel. tn el ejercicio 
de le 'unció, de control de legalidad, el Contralor Sonora' 
debe temar razde de les decretos o resoluciones que, en 
conformlded a la ley, debes tramitarte por le Contralor!a o 
reoreseetarl le Ilegalidad de que pueden adolecer. Resulta, 
por lo tanto, i104 iftconsecueneta eee se le atribuye a los 
recurridos «tos eue lepertae lee ilegelided y una viola-
ción a derechos que le Constitución Pelttice ampara, cuando 
es precisamente el Orgemisme Contraler el que tiene le 
atribucleon nxclosive y excluyente de velar por el control 
preventivo le legalidad de los decretos Y resoluciones de 
los orgahisoos aditnistrativos sujetos e su jurisliteci6n, 
con el agregado de que dicha atrtbucibm tiene rango Constl- 
tuclonal'. 
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La misma sentencia agrega 
que tampoco puede acogerse dicho recurso, en cuanto e que 
se ordene al Contralor General tomar razón de la resolución 
de que se trata, 'puesto que, frente al ejercicio de la fa-
cultad que le otorga el artículo 88e de la Constitución Po-
lítica de la RepOblica al señor Contralor de representar 
los actos o resoluciones inconstitucionales o ilegales, 
emanados de los entes pellicos sujetos a su control, Onica-
mente cabe la insistencia del Presidente de la RepOblica, 
con la firma de todos sus Ministres o, en su caso, la revi-
sión del Tribunal Constitucional tratindose de las situa-
ciones específicas a que alude el inciso 31  de la disposi-
ción constitucional citada y que no inciden en el caso so-
metido a le decisión de esta Corte'. 

Finalmente, el citado fa-
llo manifiesta que la Contraloría &mural, al no temar re-
zón de la misma resoluciée, 'acte4 dentro de su competencia 
y con las atribuciones que expresamente le confiere la 
Constitución y la ley, de Ramera que dicho pronunciamiento 
no es ilegal y menos puede calificarse como arbitrario'. 

En este mismo orden de 
ide:s, es Otil agregar que de acuerdo con lo manifestado 
por ese litio. Tribunal, en sentencia de 23 de cayo de 
1984, recurso de protección interpuesto por don José Miguel 
Narbona Fousse, rol 81  7-44, 'si bien es cierto que el re-
curso de protección tiene por objete se dicten las provi-
dencias necesarias pera restablecer el imperio del derecne 
y asegurar la debida proteccióe del afectado por causa de 
actea w omisiones arbitrarles e ilegales, no constituye una 
instancia de revisión de las medidas adoptadas por autori-
dades administrativas en ejercicio de sus atribuciones'. 

Acorde con le anterior, no se 
advierte cómo la actuación de la Contraloría lemeral, al 
abstenerse de tomar rezón de la resolución Me 181, de 1993, 
de la Dirección General de Aguas, por medie de la cual se 
disponía la aprobación de las obras de aprovechamiento y 
concesión definitiva de una merced de aguas subterrineas en 
favor de los recurrentes, podría configurar uno de aquellos 
actos arbitrarios o ilegales que puedan servir de fundamen-
to para la Interposición del recurso en examen, y, en con-
secuencia, corresponde que ese litio. Tribunal desestime el 
reclamo, el cual, por las razones indicadas, debe declarar-
se inadmisible. 
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II.- No obstaete que este Orga-
nismo estima que las consideraciones precedenteeente ex-
puestas son suficientes para que se rechace sin mas tramite 
el recurso, ha estimado procedente formular las precisiones 
que siguen en cuanto al fondo del problema. 

En primer térwieo, cabe 
manifestar que de los propios antecedentes y argumentos que 
se hacen valer en el recurso de autos, aparece que los re-
currentes carecen del derecho real de aprovechamiento que 
invocan, derecho que ellos mismos señalan como la base de 
todas las alegaciones que formulan en dicho libelo, así co-
me de la aplicación del N' 24, del artículo 191  de la Coes-
titución Política. 

Para sostener que som ti-
tulares de tal derecho real, expresan los Interesados que 
éste sería una consecuencia de le concesión provisteeel de 
una merced de agua suiterrénea otorgada a la señora Adela 
Ana Marfa Larrain Eyzaguirre en la cunea de Algarrobo, 
provincia de San Antonio, Quinta Región, por la resolución 
NI 68, de 1981, de la Direcctén General de Aguas, ya que 
posteriorsente y debido a la transferencia del predio en 
que se captaría', las aguas, ese Servicio dicté la resolu-
ción NI 297, de 1987, em le cual se les designé come nueves 
concesionarios de la merced de aguas citada precedentemen-
te; por ello consideran que sobre dicha merced teedrfan un 
derecho de domielo, motive por el cual el oficio 11,  22.882, 
de 1993, afectarla su condición de propietarios, vulnerando 
de esa manera la garantía censtituclemal consagrada en el 
articule MI, sémIre 24. 

Pues bien, de acuerdo coe 
la clara y categórica disposición del artículo 258' del Có-
digo de Aguas, sancionado por el Decreto con Fuerza de Ley 
Of 162, de 190, de Justicia, la concesión provisional 
otorgada por la autoridad produce el efecto de conferir 
'título provisional pera practicar ea el terreno mismo los 
estudios de las obres de aprovechamiento segén los croquis 
presentados y para obtener la concesión definitiva una vez 
cumplidos los demi: requisitos legales', sin que de noria 
alguna pueda inferirse que esta clase de concesiones puedan 
dar margen, por sí solas, al nacimiento de derechos reales 
de aprovechamiento, come se pretende en la especie. 

En otras palabras, acorde 
con dicha normativa la concesión provisional de que se tra-
ta representa una etapa preliminar en la tramitación de los 
procedimientos de constitución del referido derecho real y, 
por lo mismo, sus efectos dicen relación con trabajos y ac-
tuaciones necesarios precisamente para dar origen, en vir-
tud de un nuevo acto de autoridad -la concesión definiti-
va-, a aquellos derechos. 
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Lo expuesto se corrobora 
ampliamente por el contexto de les disposiciones del citado 
Código de Aguas, especialmente per el inciso tercero de su 
articulo 3011 , en cuanto prescribe ame el efecto de la cadu-
cidad de una concesión provisional, coco la que interesa, 
consiste en que quedan 'sin valor las tramitaciones efec-
tuadas', vale decir el procedielente, y no algin derecho 
real de aprovechamiento, per la obvia razón de que en tal 
etapa ese derecho e* se he constituido. 

Al efecto, resulta étil 
destacar la trascendencia eme revestirla la transfermacióm 
de lana pura espectativa en me derecho real, esto es, ea una 
clase de derechos previstos de especiales atributos en 
cuanto a su eficacia y extiectów y cuya retened« se In-
fiere del hecho de que se existencia debe estar siempre 
prevista en la ley. 

Ubre este punto, el ac- 
tual Código de Agees, aprobad' per Decreto cee Fuerza de 
Ley II 1122, de 19111, de Justicie, le dió el carécter de 
derecho de dominio al aprevechasiento de las aguas,  dife- 
rencia del anterior Código de Aguas del Ole 1,4,, el cal 
en su artículo 11,  le define come "un derecho real adminis-
trative que recae sobre las agua: y que consiste ea su ese 
con los requisitos y e* conformidad a las reglas que pres-
cribe el presente Códigos. Ademés,o1 actual C$41go sólo es-
tableció en derecho de aprevechamieete de carácter defini-
tivo y no consideré en derecho de aprevechamleeto provisio-
nal. 

La relación en lo ante- 
rior, el articule  transitorio del actual Código de Aguas 
preceptila que 'les derechos de aprenclaniento otorgados 
pral:lealmente de acuerdo a las norma del Código que se 
dorsi'', entinaré', tramitlnese hasta obtener la concesión 
definitiva conforme a dichas mermas'. 

As!, de la lectura del 
texto transcrito aparece que en él se regula la situaciée 
de derechos de aprovechamiento en curse de constitución, 
cuyos procedimientos no alcanzaron bajo le anterior norma-
tiva a superar la etapa de concesión provisional, agregée-
dese de manera explícita que 'entinaría tragiténdose has-
ta obtenerla concesión definitiva...', acte administrativo 
del cual macera propiamente el derecho real de aprovecha-
miento. 

Por otra parte, el aceptar 
el predicamento que limita el alcance de la dtsposición en 
anélisis sólo a la obteeción de la concesiée definitiva, 
desvirtla el claro tenor literal del precepto y le niega su 
sentido, puesto que si esa hubiera sido la intención Malaria 
bastado con seMalar que se transformaban en definitivos los 
derechos de aprovechamieeto que a la fecha de vigencia de 
la ley tenían el carácter de provisorios. 
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laja el criterio ante-
riormente expresado, una mera expectativa de acceder al de-
recho de aprovechamiento, no se puede haber convertido en 
un derecho real, puesto que la resolución l  68, de 1981, 
de la Dirección aeneral de Aguas, se refiere simplemente a 
un acto de concesión provisional. 

In tales condiciones, no 
puede sino estimarse que les ónices derechos reales de 
aprovechamiento que consulta el ordenamiento legal, son 
precisamente los emanados de actea de concesión definitiva, 
ya que solamente e éstos he pedido referirse la Carta Fun-
desmota' en su articule 111., mesero 24. 

en consecuencia, corres-
ponde informar a ese litio. Tribunal que los recurrente: no 
tienen, en rezén de le resolución de concesión provisional 
citada, el derecho real de aprevochamiento que te Sibila 
como objeto de su propiedad pare invocar la garantia cons-
titucional antedicha, motive por el cual procede que ese 
Mea. Corte desestime el recurso de autos. 

tstablecide conforme a lo 
expuesto que los recurrentes no han sido afectad*: en le 
relativo a facultades emanadas del dominio de en derecho, de 
aprovechamiento, per cuente no sin titulares de tal dere-
cho, cumple hacer presento, pare ene completa información 
de ese iltma. Corlo, que el oficie de esto Orlualase que 
pretenden impugnar se ajusté enteramente a la legalidad 
aplicable, mem pasa e demestrarse.  fe efecto, en dicho 
preemnciesteete se consignan de manera clara y precisa las 
diversas ceesiderecieees y antecedentes que llevaran a la 
Contraloría temeral e representar la resolución 188, de 
1143, de la Dirección General de Aguas, en cumplimiento del 
mandato contenido en el articulo 84 11 , inciso primero, de la 
Ceestituciów Politica. La causal hética del repare e su 
juridicidad radicó en que per su intermedio se aprobaba la 
proyecte de obras de captación ubicadas *A en lugar distin-
to del que procedla legalmente, esto es, el correspondiente 
a la merced otorgada provisionaleente por la resolución 64, 
de 1141, del mismo Servicio. 

La improcedencia legal de 
tal medida -cambie del lugar de captación del recurso fija-
do para una merced provisional- obedece a la aplicación es-
tricta de lo previsto en el articulo fa transitorio del ac-
tual Código de Aguas, que *entere la vigencia de las normas 
del de 1968 respecto de las concesiones de esa clase para 
el solo efecto de que continuaran tramiténdose hasta la ob-
tención del derecho definitivo. All se ha entendido por le 
jurisprudencia administrativa -dictamen 12.328, de 1989- y 
por la Dirección General de Aguas, que oropel:aliente sobre 
esa base dicté las resoluciones 216 y 221 del presente ene, 
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por las que se rechazaron sendas peticiones de los 
recurrentes para cambiar el punto de captación de la misma 
merced de aguas de que se trata.  Este criterio, por lo de- 
reís, no ha sido objetado por los recurrentes, quienes se 
limitan a sostener que en :u caso no se habrIe producido un 
cambio en el ponto de captación.  En cuanto a la circuns- 
tancia de que las obras en cuestión no se ubican en el lu-
gar fijado para la merced provisional aludida, debe este 
Organismo dejar constancia de que al examinar los antece-
dentes acopiados en los respectivos expedientes de la Di-
rección General de Aguas, llegó a la convicción de que 
efectivamene se daba tal irregularidad, de manera que haber 
procedido a la toma de razón de la citada resolución 185 •O 
de la N« 597, de 1982, que la antecedió y presentaba Igual 
defecto- habría significado dejar de cumplir, con pleno co-
nocimiento, el deber constitucional de representar los ac-
tos administrativos Ilegales. 

Cabe precisar que la di-
versidad de ubicación entre el punto de captación de la 
merced original y el de las obras proyectad., por los recu-
rrentes se configura inequivocamente por el hecho de que el 
prilero se define claramente en el croquis y mecerla expli-
cativa acompahados a la respectiva solicitud como situado 
In el estero El Membrillo a una distancia de 2.400 cts, de 
su deseibocadura en el océano medidas per el curso de esa 
corriente, en tanto que el segundo se encuentra en el mismo 
cauce pero a mayor distancia de su desembocadura, pues se 
ubica a 2.404 cts. de ésta en lige& recta. Ambos dato: 
constan de los respectivos expedientes y de diversos decw-
mentos de la Dirección General de Aguas -algunos citados en 
los oficios develutories de este Organiza,- y han sido re-
conocidos per los propios recurrentes en presentaciones en-
te ese Servicio. Por lo demás, oo se he intentado contro-
vertirles abiertamente, sino restarles nitidez por la vle 
de presentarlos en forma parcial y atm contradictoria. 

Con la breve explicación 
general que antecede ese Iltme. Tribunal podré apreciar la 
procedencia de la causal de ilegalidad hecha presente por 
Contraloría General en el pronunciamiento que se impugna, 
así como la objetividad de sus fundamentos, gde excluye to-
da posible arbitrariedad. Frent* a ello las diversas alega-
ciones que se han formulado en el recurso de autos no lo-
gran sino confirmar, al despojarlai de las ambig0edades y 

contradicciones en que incurren, la efectividad de loe di-
versos hechos y fundamentos jurídicos considerados por este 
Organismo, segOn se demuestra a contlnuacibn. 
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1) Sostienen los recurren. 
tu que en le resolución 183, di 1113, se habr1an subsenado 
los 'N'otros formulados per la Coetralorle general a la re-
solución 587, de 1812, relativa é la sisee eateria. tilo lo 
es efectivo, toda ve: que en el oficio 4913, por el que le 
representó el docueento citado en segundo término, se habla 
necno notar expresamente, adosé% de otras causales, el *li-
so vicio legal que afecta e la Me 183, esto es, que sancio-
naba obras ubicadas es we lugar distinto del que procedia 
en conformidad a la resolución 88, de 1981, y en el oficio 
recurrido -oégines 3 y 7, pérrefos finales- se dejó 
constancia de tal circunstancia. Por otra parte, le situa-
ción anotada significa que el agravio que segdn los recu-
rrentes se les habría inferido no proveNdrls, de ssIStir, 
del prenunciamiente esitide em el oficio 22.382, de 31 de 
agosto óltise, centre el que se dirigen, sino del *mudo 
ets de seis *eses antes mediante el oficio 4911, pues en 
ambas COeuRICICIORIPS se trató le misma eeterla coetreverti-
da y en tiretftes abselmtameete coincidentes, lo Mi debe 
ser ponderado per ese Iltme. Tribunal el pronunciarse :ebria 
la oportunidad de le interpeslcióe del recurso. 

2) Incurren *A centredie• 
evilente les recurrentes el afirmar que los documentos 

iclmoanades per le peticionaria de la eerced provisional 
otorgada por reselucibe Mi, de 1911, 'formen un conjunte 
arsdnice que no tiene etre sentido que persitir un acertado 
conocimiento del puete de captación' y pretender al mismo 
tiempo excluir y privar de toda eficacia pare eses efectos 
el olano e croquis incluido entre esos antecedentes ea ces. 
oligiento dm on eendate exerese de la ley. Cabe agregar que 
Precisamente le que se he sostenida en los pronunciamientos 
de la Centraloria ~eral es la necesidad de considerar di-
:he rifle., come taeolie la memoria explicativa presentada 
telelem Per imperativo legal, cose parte integrante de lee 
elementos que deben ter coesiderados en forma coherente y 
ingénita pera los efectos de establecer objetivamente la 
ubicación del punto de captación, criterio que lleva Mili-
diblemente a la conclusión alcanzada era equinos y que fue 
confirmade, come te be indicado, per decumentos posterieres 
*senados de la Dirección General de Aguas y de los preples 
Interesados, en cuanto a que le distancia :Violada ea la 
solicitud y en le resolución citada corresponde 4 Un,  ~1-
cies por el cauce del estero (1 Membrillo y no en linea 
recta. Al efecto es necesario consignar que la individuali-
zación Ineelivece del dereche que se pretendle obtener 
constituía ene obligación Ineludible en el Código de Aguas 
de 1969, que deb1a cumplirse a través de la presentación de 
determinados antecedentes e informaciones, entre los que 
revestían esomcial trascendencia los relativos a la ubica-
ción precise de las obres de captación del recurso, al te-
nor de los artículos 250*, N* 5*, y 251*, orecepto este 81-
tino que expresamente ordena ecompanar un croquis de situa-
ción y una merla explicativo. Cabe agregar que las infor-
ilaciones concernientes al lugar de captación y a la canti-
dad de tgea solicitada conformaban -el igual que en le le-
cislaci6n actealeente vigente,  la definici6m esencial del 
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derecho impetrado, que determine* la forma en que puede •s. 
te afectar a les de terceros, a quienes el artículo 2539  
franqueaba la facultad de oponerse sobre la base de los an-
tecedentes aludidos. Asielsee„ el articulo 2549  sancionaba 
con la oirdida de los derecho: emanados de le solicitud a 
los interesados que no dieren cumplimiento a las exigencias 
anotadas. Come consecuencia de eses exigencias, el otorgo-
miento del derecho definitivo debe corresponder exacteeente 
e lo solicitado y concedió provisionalmente, pues lo con. 
trine leportarIa constituir un derecho distinto del que 
fue objeto de la tramitación legal correspondiente. 

3) Tampoco resulta acerta-
do lo sostenido por los recurrentes en el sentido de que es 
"el criterio de ',dicté* en linea recta el hico técnica-
*ente sustentable', pues como se señala exore:asiste en el 
informe del Instituto Geogrifleo Militar que aquéllos pre. 
tender invocar en se favor, la ~dicten de un curso de agua 
puede hacerse tanto ea lieea recta ceso siguleede su 
trayectoria, le cual debe dejarse estipelede, siesdo este 
41time le que no se efecto, me la re:eh:cié* 44 si en la 
solicitud en que rece» mi en se publicaciée, cirtunstaetle 
que hace tanto nés necesario teesiderer les otros elementos 
pertinentes, col» so* el plane y ***orla explicativa. Per 
tal razón resulte absolutamente antojadizo, además de teme
ran*, Que :e atribuya e este Oreen!~ el 'pretender otor- 
gar valer *alce e un croquis, desesteedtéedese del texto 
escrito de une solicitud, ignorando la plibllcaclts que :e 
efectué y descameciesde el ciare texto de 14 reseluciée se 
44', 

4) En el recurso se atri-
buye a la Cootraleria tonere! desconocer 'les facultades 
del Director de Aguas para resolver problemes de Isdele 
técnica" y sustentar 'la destrine en cueste e que le Con-
tralerIa tiene competencia en *atentas de tipo técnicas que 
leuelen o exceden a las de los jefes de reparticiones p$. 
buces que conocen de elles, cuando en realidad el t'imite 
de te« de rezés ce es sine un centrol preveetive de lega-
lidad que la Censtitecits Pelftica de la Repéblice le *ter-
ga al Costreler en sus articules 471 y 44.1 Tales imputa-
ciones no corresponden a la verdad, pues basta leer el ofi-
cio impugnado pera comerebar que en ninguna de sus partes 
se pretende desconocer e limitar los atribuciones legales 
de la Dirección toser.' de Aguas. Le que :1 se hilo presen-
te, muy diversamente, es que el ejercicio de atribuciones 
de carteter técnico por parte de los órganos administritl. 
vos no puede prestarse en caso alguno pare l'iterar sttwe—
clon*: juridicas ya afinadas COA arreglo a la normativa 
aplicable, pees en tal case ebriamente se producirla Un 

desvio de peder. 
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Por otra parte los recu-
rrentes pareces ignorar le que aparece de claridad elemen-
tal para toda entidad encargada de emitir dicttmeses juri-
dicos: que por regla general la aplicación de la noreative 
legal exige que se establemin fehacientemente los hechos 
que configuran la sitoaciés que se trata de calificar y re-
solver, Por cuanto el cartcter eenerel preolo de IGI Pre-
ceptos hace necesario, pera si m'erecto», que se definan 
supuestos ftctices precises. cuya °correncia en cada case 
determine la aplicabilidad del derecho. Es asi come lo que 
ellos concepttan de materia técetca constituye en realidad 
una cuestión de Necee que en el case en informe formases-
te debió ser analizada pera dilucidar sol efectos jurtdt. 
ces, para lo cual se peelleraren entre otros antecedentes, 
les de caricter ~ice emenedes de les Servicios ele se 
WeeClemen. 

S) Si gemela que habría 
Incurrido en centradiccili la Cootreleria General al tesar 
rezón de les resoluciones de le Dirección General de Aguas 
Nos 21t y 221 y representar le Of M e  todas de 1193. seo« 
se expresa en el *fide 22.1142. Sin embargo resulte obvie 
que la contradicción me reside en ese: Pronesciemientes si-
ne en los actos en eme recaes, puesto eme per medie de los 
dos primeros se rechazaren selicitodes de los recurrentes 
que pretendido' cambiar el pinto de capteció* y por el ter. 
cero, aunque isplIcitamente, te Intentó acoger ene petición 
del misme orlen, de mode que el criterio del Ordeno Contra-
lor de estimar improcedeetes las alteraciones de esa clase, 
fue exactamente el mismo en les tres casos, y la incesto-
cmeecie fue jeetemente de les peticionarios. 

4) lostienew estilismo ellim 
el oficie recurrido serle contradictorio con el vi* lleva 
el XI 8.931, de 1992, en lo relativo a la eveetual declare. 
ciée de caducidad de la merced provisional otorgada per le 
resolución 44. de 1141, afirmación que no explicas en abso-
loto ni menee senelan cée» les afectarla. Al respecte cebe 
Informar a ese Iltee. Tribunal que el dictamen de le Con. 
t'acierta General es tetelmewte colacideete con les ante-
riormente emitidos sobre le materia, pies se limita a rei-
terar lo que ya se expresé se 'emético en el sentido de 44e 
ante el incumplimiento de le merieederie previste:gel de la 
obligación de oresenter deetre de plazo el proyecte de les 
obras de aprovechamiento en conformidad a la respectiva re-
solución de concesión, la Dirección General de Aguas te en-
cuentra legalmente facultada Pare declarar la caducidad de 
la xerced. agregando que en esa situación se encontrarla, 
los recurrentes en caso de procederse al rechazo del pro-
yecto de obras debido a su defectuosa ubicación, como pro-
cede en derecho, dado que, como lo he senaledo reitera:lente 
ese Servicio, los plazos de que disponi:1m pare tales efec-
tos se encuentren vencidos y las prérreges :onceildas, tem-
bita actualxente extinguidas, le fueron Ilegalmente. 
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7) Se sostiene por parte 
de los actores que la Contraloría General habrIa Invadido 
'competencias privativas de los organismos de la adminis-
tración, como lo son la Dirección General de Agua: y el 
Instituto Geogrófico Militar'. En cuanto al primero se des-
conocertan sus facultades de carIcter técnico -aspecto ya 
comentado- y le competencia en subirlas relacionadas con el 
otorgamiento de derechos de aprovechamiento, respecto de lo 
cual s4lo cabe recordar que todas las actuaciones de las 
entidades que conforman la Administracilte del Estado no só-
lo deben encuadrarse en el ejercicio de su competencia sine 
tambibn desarrollarse Integrameete dentro del marco jurídi-
co que les es aplicable, de acuerdo con el principio de le-
galidad que se consagra bisicasente ea les articules do y 
7. de la Constituclie Política, y que por sendato del mismo 
ordenamiento supremo compete a este Servicio Fiscalizador 
velar por le vigencia real de dicho principio, por lo que 
el cuestionamiento de les decisiones de aquéllas a través 
del control de juridicidad ee significa de .acera alguno te 
desconocimiento de sus potestades. 

Ea le que concierne al 
Instituto Geogrófico Militar es precise Water que en nin-
guna parte del oficio ispogeede se desconocen sus faculta-
des legales, pero si se expresé que la Direccién General de 
Aguas pretendía -al igual que ahora los recurrentes- atri-
buir a un informe de ese °n'aliso un alcance etre se con-
trapone con so propio texto y sentido, consistente en que 
la amica forme de elidir la distancia Indicada en la resolu-
ción 44 de 1,111 es per la linee recta, es circunstancias 
que en dice deibannte se Wela expresasemte que 'la sedi-
ción de un curse de agua se puede realizar de les dos fer-
ias anteriemente expuestas, es decir en línea recta o si-
guiendo la trayectoria del sisee. Por lo desés, tal cosa se 
hizo notar en aquella comunicación, en la consulta formula-
da por la Dirscciée lienerai de Aguas el Instituto leegrift-
co Militar »o Si proporcionó a éste la totalidad de los an-
tecedeetes pertinentes, pues sólo te le dié e conocer el 
texto de la resolwcillo 641 de 11#1 y su ieterpretación for-
mulada con once ahos de posterioridad, sin acospahar el 
plano que peralte establecer ciare debe entenderse la ubica-
ción indicada en la resolmcióe. Ello queda de manifiesto en 
la salvedad con que finaliza el Informe respective, cuyo 
punto hsenala textualmente que 'el presente inforge técni-
co se elaboró séle en Paso a los antecedentes presentados 
mediante OF. 0.6.A. Me 114 de 03 de mayo de 199Y. Para me-
jor conocimiento de US. Iltme, te acompanr copias de los 
documentos citados. 
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8) Se afirma en el recurso 
que la Contraloría General no he considerado lo resuelto 
por esa Iltme. Corte con motive de un recurso de reclama-
ción relativo a la caducidad que afectarla A la merced pro-
visional de que se trate, en circunstancias de que en el 
oficio 22.882 se hizo mención expresa d* dicho fallo y se 
reiteró lo dictaminedo con anterioridad por este Organiseo 
sobre la materia, enteramente coincidente con la sentencia. 
En lo concerniente al considerando 41  de fsta, que los re-
currentes pretenden interpretar I sw favor l  baste senalar 
que expresa textualmente que 'la realización de las obras 
correspondientes a la merced provisional debert referirse 
fundamentalmente al cumplimiento de lo dispuesto en la re-
solución 68m, criterio de legalidad y lógica incontresta-
bles, gwe es el mismo que se Aplica él sostener que los 
trabajos aludidos deben ejecmtarse en la ubicación que or-
dena la resolución citada. 

9) Finalmente, se Mate 
cuestión del tiempo empleado per este Organismo en emitir 
el pronunciamiento que se impuena, sin hacer mención del 
hecho de que ea el mismo aete debterom analizarse, ademó, 
de le resolucion que fue objete di representación, las 
otras do: antes aencioeadas, por incidir en le misal mate-
ria, all como diversas preseetacieees de particulares enca-
minadas a impugnar o a justificar aquel acto administrati-
vo, la Olttme de las cueles fue deducida por los propios 
recurrentes sólo con feche 11 de agosto Oltimo. 

Atendidas las consideraciones 
que anteceden procede eme esa !Usa. Corte de apelaciones 
declare inadmleible el recurso de autos, el cual. Ideal,, 
come se he desenrede en detalle, es Absolutamente carente 
de fundamente. 

'lealmente, de acuerdo a lo so-
licitado por ese litio. Tribunal se acompanen los siguien-
tes documentes! 

1) Copies de les dicttme-
nes 12.328, de 1989, y 4918 y 22.882, de 1913, de este Or-
ganismo, autenticadas sor su Secretario iieneral. 

2) Copia oficio 144, de 
1993, de la Dirección General de Aguas. 

3) Copia  del  oficio 
IGM.SDI.(0) MI 62/2/V-71, de 1993, del Instituto Geogrtfico 
militar, ql.e adjunte Informe Tecito,. 

Mea guarde a YA. Mea., 
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Santiago, 	de noviembce de mil novecientoe 

noventa y tres. 

Vistos: 

Fernando y Myriam Fischmann Torrea, Factor de 

comercio, domiciliados en Santiago, Portal Fernández Concha 

960, interponen recurso de protección en contra del Contralor 

General de la República, Don Osvaldo Iturriaga Ruiz, por 

haber vulnerado su derecho de dominio consagrado en el 

articulo 19 N2 24 de la Constitución Politice de la 

República. 

Los recurrentes, dicen, son titulares de la merced 

de aguas provisional constituida por resolución de la 

Dirección General de Aguas Nº 68 de 1981. La Contraloría, por 

oficio N2 022882 de 31 de Agosto ultimo, devolvió sin 

tramitar la resolución Nº 185 de la Dirección General de 

Aguas que, subsanando un reparo anterior de dicho organismo, 

les otorgaba merced definitiva aprobando el proyecto de obras 

para captación de las aguas subterráneas. Esta última 

resolución de la Dirección de Aguas, subsanaba reparos 

anteriormente formulados por la Contraloría e la resolución 

N2 597 de 10 de Septiembre de 1992 que, aprobando las obras 

del proyecto de captación, les concedió merced definitiva de 

aguas subterráneas de 36 litros por segundo. Estos documentos 

expresaban que el punto de captación se encontraba a 2400 

metros aguas arriba de le desembocadura en el océano del 

estero el Menbrillo. Esta concesión se rige por el antiguo 

Códtgo de Aguas de 1969. 

El punto planteado en el oficio que se cuestiona, 

es que las obras se habrían construido en un lugar diferente 

al seMalado por la Resolución Nº 68 de 1981. Aqui la 

Contraloria se catana inmiscuyendo en cuestiones de carácter 

técnico que sólo compete a la autoridad administrativa, 

correspondiéndole a aquella el control preventivo de 

legalidad según los articulos 87 y 88 de la Constitución 

Politica de la República. 

Informando a fs. 76 el Sr. Contralor General de la 
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República senala, en primer lugar, que el recurso debe ser 

desestimado por 1;uanto la facultad de que está investida /a 

Contraloría cft,  ejercer el control de legalidad de loe 

decretos y resoluciones es de orden constitucional y está 

radicada en ella en forma exclusiva y excluyente, conforme 

lo ha reconocido la jurisprudencia en diferentes fallos que 

cita; y lo único que cabe frente a su determinación al 

objetarlos, es la insistencia mediante decreto del Presidente 

de la República con la firma de todos loe Ministros. Por lo 

tanto, sus pronunciamientos no pueden ser tildados de 

arbitrarios o ilegales, lo que significa que los tribunales 

no podrían constituís* en una instancia de revisión de las 

medidas adoptadas por la administración en el ejercicio de 

sus atribuciones. 

Entrando al fondo recurso, ~lela que según el 

articulo 258 del antiguo Código de Aguas, la concesión 

provisional que otorga la autoridad, confiere un titulo 

provisional para practicar en el terreno mismo los estudios 

de las obras de aprovechamiento segun los croquis presentados 

y para obtener la concesión definitiva una vez cumplidos los 

demás requisitos legales, sin que pueda inferirse que esta 

clase de concesiones pueda dar margen , por si solas, al 

nacimiento de derechos reales. Reforzarla este concepto lo 

que establece el articulo 30 del Código, en cuanto considere 

que el efecto de la caducidad de una concesión provisional 

es dejar sin valor las tramitaciones efectuadas. Luego, no 

hay derecho de propiedad afectado por decisiones que efectan 

a la concesión provisional. 

En cuanto al contenido del oficio impugnado, en él 

se consignan con claridad las consideraciones y antecedentes 

que llevaron a representar la resolución N2 185 de la 

Dirección de Aguas; y básicamente debido a que por él se 

aprobaba un p oyecto de obras de captación ubicadas en un  

lugar distinto del que legalmente procedía y que es el 

consignado en la concesión provisoria de 1981. 

CONSIDERANDO: 
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12) Que el Sr. Contralor General de la República 

ha planteado como cuestión previa en su informe de este 

recurso que las facultades que le asisten en virtud de los 

artículos 87 y 88 de la Constitución Politica de la 

República, son exclusivas y excluyente. y frente una decisión 

suya de representar la inconstitucionalidad de algún decreto 

o resolución , sólo cabe la insistencia del Presidente de la 

República o, en su caso, la revisión del Tribunal 

Constitucional; 

22) Que sin perjuicio de reconocer el grado de 

autonomía que la Constitución y su Ley Orgánica otorgan a la 

función de control de legalidad de los actos de la 

administración, por expreso mandato de la Carta Fundamental 

Ya Corte de Apelaciones está llamada a intervenir si es 

requerida por cualquier persona que, por actos arbitrarios 

o ilegales, pueda sentirse privada, perturbada o amenazada 

en el legítimo ejercicio de los derechos y garantías que 

elli 'Se enumeran. En el cumplimiento de este mandato , el 

Tribunal deberá adoptar las providencias que juzgue 

necesarias para restablecer el imperio del derecho y 

asegurar la debida protección del afectado. Y en el 

cumplimiento del mandato constitucional, no podrá alegar 

falta de competencia en razón de la calidad o jerarquía de 

la persona contra la cual se recurre. 

La extensión de le competencia asi definida, es un 

punto unánimemente aceptado por la doctrina y en forma 

reiterada lo ha resuelto la jurisprudencia de las Cortes de 

Apelaciones y de la Excma. Corte Suprema. 

39) Que en cuanto al fondo del asunto objeto del 

recurso, los hechos que lo motivan son : 

a) Por resolución 142 68 de 11 de Marzo de 1981, se 

concedió a doMa Ana Nana Larrain Eysaguirre una merced 

provisional de agua subterránea de 44 litros por segundo, que 

se captarían mediante un sistema de punteras que se 

ubicarian en la ribera sur del estero El Menbrillo, a 2.400 

metros aguas arriba de su desembocadura en el océano , en la 
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Comuna de Algarrobo. 

b) El arlo 1987 se dictó la resolución 142 287, 

designándose como nuevos concesionarios de esa merced a don 

Fernando y dcMa Myriam Fischemann Torres, quienes habian 

adquirido el predio y la merced. 

c) La resolución estableció que el concesionario 

debía presentar, dentro del plazo de un ario, el proyecto de 

las obras de aprovechamiento correspodiente. Como se 

solicitara prórroga de un arlo antes del vencimiento del 

plazo, se le otorgó, quedando la fecha final para el 30 de 

Marzo de 1983. Dicho plazo no lui cumplido, 	ni tampoco se 

sc_icitó una nueva prórroga antes de su vencimiento. 

d) En Septiembre de 1986, don Fernando y 	dolla 

Myriam Fischmann Torres, sin ser aún los titulares 	la 

merced provisional, solicitaron una prórroga del plazo , la 

que le fue concedida por la Dirección regional de Aguas de 

la V Región. 
— 

e) L. última prórroga del plazo fue otorgada por 

la Dirección Regional de Aguas de la V región y ella vencia 

el 30 de Septiembre de 1990. 

f) El proyecto de las obras de aprovecharr,ento de 

les Aguas se presentó el 14 de Marzo de 1991. 

49) Que previamente a pronunciarse sobre si la 

objeción de la Contraloría para devolver sin tramitar la 

resolución 114 185 del Director General de Aguas es 

arbitraria, es conveniente detenerse a analizar la secuencia 

de hechos que hicieron que dicha Dirección recién en 1992 

viniera a pronunciarse sobre una concesión definitiva de una 

merced provisional concedida en 1981. 

52) QUe los antecedentes examinados están 

indicando que tanto el primitivo concesionario de la merced 

provisional -la seMora Ana Maria Larrain - como los que la 

sucedieron -eeMores Fernando y Myriam Fischmann- vieron 

caducados todos los plazos de que dieponian para la 

presentación de los antecedentes necesarios para el 

otorgamiento de la concesión definitiva. Es más, actuando 
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fuera del marco legal, la Dirección de Aguas otorgó 

prórrogas sucesivas que se fueron solicitado,solicitudes 

todas ellas, con excepción de la primera, que se presentaron 

después de vencidos los plazos correepondlentes. 

Como lo ha reconocido expresamente el Director de 

Aguas, su facultad existe para prórrogar los plazos sólo el 

tales prórrogas se solicitan antes de su vencimiento. Vencido 

el plazo primitivo o el prórrogado, carecía de competencia 

para prórrogarlo y únicamente cabía decretar la caducidad de 

la merced provisoria. 

62) Que en lo relativo a la impugnación del oficio 

de la Contraloria Nº 22882 de 31 de Agosto del presente ano 

que devolvió sin tramitar la resolución Nº 185 de 24 de Marzo 

cabe consignar que efectivamente y ha sido eei 

reconocido por los recurrentes y el Director de Aguas, en el 

proyecto presentado y aprobado por este Servicio medió un 

cambio de ubicación del lugar de captación de las aguas y esa 

circunstancia no habilitaba para otorgar la concesión por 

cuanto se estaría de esa manera violando lo dispuesto en el 

aarticulo 62 transitorio del actual Código de Aguas, en 

cuanto a que las solicitudes de concesión cuya tramitación 

se hubiere iniciado bajo la vigencia del Código derogado, 

se deben seguir tramitando de acuerdo a las normas de este 

Código, el cual no autoriza para cambiar el lugar de 

captación de las aguas cuya concesión se pide; 

72) Que todas las /regularidad es que el propio 

Director de Aguas asnal& en su oficios números, 946 de 26 de 

Noviembre de 1991 y 194 de 4 de Marzo de 1992, han tenido 

además la concecuencia de que las prórrogas de plazo, cambios 

de destino y determinación de la cuantía del beneficio que 

se tramitaba, se hiciere a espaldee y con presciendencia de 

la resolución N2 65 de 25 de Febrero de 1983, que declaró 

zona de prohibición de nuevas explotaciones de aguas 

subterráneas en un sector de la cuenca del estero El 

Menbrillo, que estableció que los derechos constituidos 

alcanzaban a 20 litros por segundo y que aún quedaba una 
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disponibilidad de 10 litros por segundo; 

82) Clue frente 61 lo que se ha venido seMalando, 

carece de relLvancia dilucidar si los 2.400 metros aguas 

arriba de la dezembocadura del estero El Membrillo deben ser 

medidos en linepa recta o siguiendo la sinuocidad del cauce 

porque no es 1.a distancia el factor fundamental de la 

controversia slno la subsistencia de la merced provisoria y 

la correspondc.uia del proyecto presentado para la concesión 

definitiva con Los antecedentes acampanados a aquella, lo que 

hace concluir al Tribunal que al devolver él Sr. Contralor 

sin tramitar la resolución de que se trata, no ha actuado 

ni legal ni arbitrariamente. 

Por tanto, en mérito de lo expuesto y de acuerdo, 

además con lo que disponen el articulo 20 de la Constitución 

Politica de la República y Auto Acordado sobre tramitación 

de Recursos de protección de la Excma. Corte Suprema de 24 

de Junio de 1992, se declara sin lugar el recurso deducido 

a fe. 36. 
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REPUBLICA DE CHILE 
MINISTERIO DE JUSTICIA 

OONSEJO DE DEFENSA D. ESTADO 

pLs, N° 009 O 4 7  / 

MAT. Contiende de competencia 

ANT. Recurso de Protección "Ser-
vicios del Litoral S.A. con 

Contralor General de la Repú 
blica.- 

1  -^ 

DE : PRESIDENTE DEL CONSEJO DE DEFENSA DEL ESTADO 

A : CONTRALOR GENERAL DE LA REPUBLICA 

1.- Como es de su conocimiento, 

este Consejo asumió la representación de US. en el recurso 

de protección interpuesto por Hernán Ovalle Pérez, en repre-

sentación de la sociedad Servicios del Litoral S.A. a prop6-

--tb:,.1o1-:rechazo a la toma de razón de la resolución N°59 de 

la Dirección General de Aguas de fecha 24 de Febrero de 1988 

y devuelto sin tramitar por resolución N°194 de 16 de Junio 

de 1988 de la Contraloría de su dirección, la que contiene - 

los fundamentos de ilegalidad en que se basara para ello.- 

2.- Por sentencia de fecha 3 de 

Octubre de 1988, la Corte de Apelaciones acogió la protecci6n 

disponiendo, en su parte resolutiva: a)que se deja sin efecto 

el dictamen N°7.574 de 30 de Marzo de 1988 del señor Contralor 

General de la República y b) Que el señor Contralor General de 

la República tomará razón de la resolución N°059, de 24 de Fe-

brero de 1988, del señor Director General de Aguas, sin perjui-

cio de los derechos y debido y oportuno cumplimiento de las o-

bligaciones que confiere e impone al recurrente la concesión - 

provisional de la merced de aguas subterránea.- 

3.- Atendida la extrema gravedad 

que involucra la resolución transcrita en su parte pertinente 

el Consejo de mi Presidencia en sesión de fecha 11 del presen-

te resolvió dirigirse a US. a fin de que estudie la posibilidad 

de plantear una contienda de competencia ante la Junta de Gobiei 

no, atendido lo dispuesto en la letra H de la disposici6n Deci-

moctava transitoria de la Constitución Política del Estado, la 

que se habría suscitado entre los tribunales superiores de jus-

ticia y la Contraloría General de la RepCblica toda vez que e-

ventualmente, de confirmarse el fallo citado más arriba, esta 

última verla vulnerada sus atribuciones constitucionales y le-

gales exclusivas, y que solo permiten cursar un :ecretc o Re- 
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solución que la Contraloría se niega a tomar razón, mediante 

un Decreto de Insistencia.- 

4.- Esta decisión deberá tomarse 

a la brevedad posible toda vez que la a 	ación .-1 recurso de 

berá aleglrse la próxima semana ante a Corte Supr 

ss. Saluda tentamente a •S., 

PVB/mdaz 

Distrib: 

1. Contralor General d la 
República 

2. Archivo 

3. Of. de Partes 

nA, 
	7%.1. 
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RFPUBLICA DE CHILE 
MINISTERIO DE JUSTICIA 

CONSEJO DE DEFENSA DEL ESTADO v05601 
\T:  fiio erd. 1173u, ue 15 ce 

de 1797, uel r. -ontralor 

ue la RepúPiica. 

_AT: ,,:cmunirzi sentencia que acoge 

recurso de protección deuucido por 

uon Nelcun _da Ldo 5luz ¿uñiya. 

' 
	

24 jUN.1992 
E:  DL 

A : Se. CR CC),TRAL,DR t:WERAL 2: LA d.PITLICA. 

Informo a US. que por sentencia de 

17 de j1.110 a. é 1992, la cxma. Corte :;uprema confirmó el fallo 

dictado por la é?tima Sala de la Ilma. Corte de A.,elaciones 

de Jintia.lo, que ucogió el recurso de protección deducido por 

don r:elsdn Lduardo PLiz Jlñigd en contra del Jr-. Subcontralor 

Ceneral y Contraloría (:)eneral de la República, por no naber to-

maco razón ce la !esolución N9 605, de 9 de Octubre de 1991, 

ne la r - -retar  ne Aviación, que roncedía pensión de reti- 

ro y asiguaciones ramiliares al recurrente. 

Z,d sentencia acoge, como se na di-

cho, el recurso de protección por los motivos que en elld se 

indican, las que en fcdtocopia se adjuntan; y dispone que la 

Contraloría r:eneral de Id República cebe tomar razón de la Re-

s,lución !O C35, e 29 de 'Jctubre de 1991, de la subsecretaría 

de Aviación. 

Consejo que presido tomó cono-

cimiento uú la sentenciu referida, actualmente ejec.Jtoriada; 

y (idiza-su trascennencia, acordó oiiciar a U:je tehiendo en consi-

deración-que_al tomar rizón de los actos de la ,uministración, 

la Contralora neneral nd hace otra cOsd ou,. ejercer la lucul- 

I

C I" 	GEMERAL 
( 	NC 	CE f AR TES 



REPURI ICA DF 
MINISTERIO DE JUSTICIA 

CONSEJO DE DEFENSA DEL ESTADO 

tad privtiva (ut h' corzLsyonue, ue Jcu_ruu c. un Lo estubleci-

do cn los articuldt; d7 y dd d,  la Constitución Pdliticd y en 

SU Lr:y oránica Constitucional NLY 1336. Ve td1 mnnera ,4ue 

cpt• mdna_tu exreso uel constituiente, la potestad 	tomar 

razón o ue reprecentar la inconstitucionalidad o ilegalidad de 

los decretds o rcsoluciones, está rJadicada n forma exclusiva 

y excluyente en el Sr. Contralor General. 

Dado el tenor de la sentencia que 

e pone en su conycimiento, esta residencia cumple con hdcer 

presente 4 	la pos.ibilidad de que promueva, bi 10 estima 

pPrrtinCnt'e, contienda de competencia, cuyo conocimiento co— 

rrespund“id al 	tUU ue contormlaud con lo dispuosto por el 

articulo 49 N'? 3Q de Id Constitución ,olitica. 

1;dluda atentumente a US. 

o 

GUILLEtIMO PIEDFIABUDIA InDHARO 
PRESIDENTE • 

CONSEJO DE DEFENSA DELESTADO 

Cistribuln:  

-r. Contralor General 

Archivo sr. Presiente 

.:%t090C10 
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